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CONTROL DE LA ACCIÓN DEL GOBIERNO

COMUNICACIONES DEL GOBIERNO

200/000002

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación 
en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales» de las 
propuestas de resolución presentadas por los Grupos 
Parlamentarios con motivo de la comunicación del 
Gobierno para el debate de política general en torno al 
estado de la Nación.

Palacio del Congreso de los Diputados, 19 de julio 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de la 
Diputada de Nafarroa Bai, doña Uxue Barkos Berruezo, 
formula, al amparo de lo dispuesto en el artículo  197 del 
Reglamento del Congreso de los Diputados, con motivo 
del Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, la siguiente propuesta de resolución.

Palacio del Congreso de los Diputados, 18 de julio 
de 2010.—Uxue Barkos Berruezo, Diputada. —José 
Luis Perestelo Rodríguez, Portavoz del Grupo Parla-
mentario Mixto.

Propuesta de resolución núm. 1

En el debate de política general, celebrado los pasa-
dos 14 y 15 de julio, el Presidente del Gobierno, Rodrí-
guez Zapatero, hacía especial hincapié en la necesidad 
de acometer de manera consensuada las reformas nece-
sarias para hacer frente a la crisis económica y finan-
ciera.

En concreto, el Presidente del Ejecutivo hacía una 
llamada «al esfuerzo colectivo que tiene que ir acompa-
ñada de equidad y justicia en el reparto». Y en el mismo 
debate, anunciaba: «Esta pauta de reparto equitativo del 
esfuerzo tendrá nuevas manifestaciones en el proyecto 
de presupuestos para 2011».

Nafarroa Bai comparte plenamente la reflexión en 
cuanto que el esfuerzo debe ser equitativo a la hora de 
hacer frente a las actuales circunstancias, al mismo 
tiempo que reitera la importancia de acometer junto 
con la reducción del gasto una política de ingresos ade-
cuada a la reflexión anterior.

Una política fiscal de ingresos equitativa y adecuada 
a las actuales circunstancias, que debe ser herramienta 
fundamental para la elaboración de los presupuestos 
para 2011.

Por todo ello, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a:

Acometer una reforma fiscal encaminada a adecuar 
el equilibrio del esfuerzo colectivo ante la crisis econó-
mica y financiera a través de la revisión de los tipos 
actuales, de las condiciones de las SICAV, Impuesto de 
Sociedades o sobre el Patrimonio.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de la 
Diputada de Nafarroa Bai, doña Uxue Barkos Berrue-
zo, formula, al amparo de lo dispuesto en el artículo 197 
del Reglamento del Congreso de los Diputados, con 
motivo del Debate de política general en torno al estado 
de la Nación, la siguiente propuesta de resolución.

Palacio del Congreso de los Diputados, 18 de julio 
de 2010.—Uxue Barkos Berruezo, Diputada. —José 
Luis Perestelo Rodríguez, Portavoz del Grupo Parla-
mentario Mixto.

Propuesta de resolución núm. 2

El Gobierno trabaja actualmente en la búsqueda de 
un amplio pacto en materia de energía, pacto que según 
reconocía el propio Presidente del Gobierno, Rodríguez 
Zapatero, en el pasado Debate de política general se 
centra en «el principal partido de la oposición y abierto 
a otras fuerzas».

En el mismo debate tanto el presidente del Ejecutivo 
como otras fuerzas parlamentarias centraron buena 
parte del argumentarlo en este terreno en el déficit tari-
fario y en el mix energético.

Siendo, como es, el debate sobre la energía uno de 
los principales retos en la consolidación de un nuevo 
sistema productivo industrial, así como herramienta 
clave para combatir la actual crisis financiera, de entre 
las apuestas reseñadas por el presidente el pasado 14 de 
julio cabe destacar la estrategia del vehículo eléctrico.

En esta estrategia, y en la resolución de los retos 
anteriormente definidos, Nafarroa Bai entiende que es 
en las energías alternativas donde debe inclinarse la 
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balanza en estos momentos, continuando con el camino 
emprendido en años anteriores.

Por todo ello, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a:

Mantener los acuerdos vigentes de potenciación y 
desarrollo de las energías alternativas, con especial 
atención a la situación de la fotovoltaica.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de la 
Diputada de Unión Progreso y Democracia, doña Rosa 
Díez González, formula, al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 197 del Reglamento del Congreso de los 
Diputados, con motivo del Debate de política general 
en torno al estado de la Nación, la siguiente propuesta 
de resolución.

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de julio 
de 2010.—Rosa Díez González, Diputada. —José Luis 
Perestelo Rodríguez, Portavoz del Grupo Parlamenta-
rio Mixto.

Propuesta de resolución núm. 3

Propuesta de resolución sobre la defensa del orden 
constitucional de 1978 y aplicación de la STC sobre la 
inconstitucionalidad del Estatuto de Cataluña de 2006

La historia democrática y constitucional española 
en estos dos últimos siglos es más bien escasa y de poca 
efectividad jurídica. Nueve textos constitucionales per-
manentemente vulnerados, varias guerras civiles, sien-
do la última especialmente traumática, numerosas dic-
taduras, diversas repúblicas frustradas, varios golpes de 
Estado, creo que atestiguan la realidad de una tradición 
política constitucional y democrática en el que el Esta-
do de Derecho era permanentemente vulnerado, y las 
Constituciones se consideraban, siguiendo a Karl 
Loewenstein, más textos políticos, que jurídicos. Inclu-
so a primeros de los ochenta del siglo pasado Eduardo 
García de Enterría, posiblemente nuestro jurista más 
prestigioso, tuvo que publicar un conocido libro en la 
editorial Civitas para aclarar que el Texto Constitucio-
nal de 1978 no iba a ser como el resto de nuestros Tex-
tos fundamentales, Constituciones de partido, políticas, 
que no respetan la esencia de la democracia, que no es 
otra que el respeto al Estado de Derecho. El título de la 
obra es tremendamente significativo para los tiempos 
que lamentablemente vivimos hoy: La Constitución 
como norma. El Tribunal Constitucional. De qué nos 
quería advertir, entre otras cosas, el ilustre jurista, bási-
camente de dos ideas: 1. La Constitución española es la 
norma jurídica superior, es la piedra angular de nuestro 

sistema político, no tendremos un verdadero régimen 
democrático si no la respetamos como tal norma jurídi-
ca, y 2. El Tribunal Constitucional es el poder corrector 
respecto del resto de poderes constituidos. A él corres-
ponde la última interpretación de la Constitución y en 
democracia sus resoluciones deben ser respetadas y 
acatadas. Esta es la base de nuestro entramado institu-
cional y democrático. Es importante defenderlo y apo-
yarlo, especialmente conociendo nuestra tradición polí-
tica espuria e irresponsable de no respetar el corazón de 
un régimen democrático, que no es otro que el Estado 
de Derecho, donde las sentencias de los tribunales son 
simplemente sagradas.

Nos ha costado mucho a todos los españoles con-
quistar, por primera vez en nuestra historia, un consen-
so constitucional que nos ha proporcionado, sin duda 
alguna, las décadas de mayor paz y progreso de la his-
toria de España. Nunca antes habíamos disfrutado todos 
los españoles de un marco jurídico institucional tan 
estable y eficaz, como el nacido de la Constitución 
de 1978. Sin embargo, como si hubiéramos regresado 
al siglo XIX, vuelven a surgir posturas que quieren redu-
cir la Constitución de 1978 a mero texto político y no 
jurídico, trasgrediendo y no respetando el entramado 
institucional diseñado en él.

El Parlamento de Cataluña, como el Gobierno espa-
ñol, como el propio Tribunal Constitucional, son pode-
res constituidos, que están por tanto dentro del diseño 
político institucional creado por el pueblo español, único 
soberano en democracia, y reflejado positivamente en la 
Constitución de 1978. Cualquier intento de cambiar 
estas reglas del juego democrático, queriendo que los 
poderes constituidos pasen a ser poder constituyente, 
sólo pueden entenderse de una forma clara y sencilla, 
regresar a lo más oscuro de nuestra historia constitucio-
nal, al siglo XIX, donde la democracia no era ejercida 
por los principales actores de nuestra vida política. La 
democracia sólo tiene cabida en el Estado de Derecho, 
fuera de él, simplemente no hay democracia. No hay 
democracia sin Estado Constitucional, sin Estado legal, 
donde las sentencias de los jueces sean respetadas de 
manera estricta; Manuel García-Pelayo, nuestro primer 
Presidente de nuestro actual Tribunal Constitucional lo 
expuso con claridad en su conocida obra Las transfor-
maciones del Estado contemporáneo (Alianza, 1987): 
«Pero, sin duda, lo más importante en este respecto es la 
sumisión de los órganos constitucionales y en general 
de los poderes públicos a una jurisdicción constitucio-
nal, con lo cual el Estado español no es solamente un 
Estado legal de Derecho, sino también y esencialmente 
un Estado constitucional de Derecho» (p. 94).

En estas últimas semanas, a raíz de la publicación 
del fallo de la sentencia del Tribunal Constitucional 
sobre el Estatuto de Cataluña de 2006, se han dado unas 
reacciones más que preocupantes por parte de algunos 
poderes constituidos, como el Gobierno catalán o inclu-
so, por increíble que parezca, por parte del propio 
Gobierno español, orientadas a buscar caminos alterna-
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tivos para no respetar lo dictaminado por nuestro más 
Alto Tribunal en lo que posiblemente sea su Sentencia 
más relevante en el mantenimiento y desarrollo del 
orden constitucional de 1978. En este sentido no pode-
mos más que recordar aquí algunos preceptos esencia-
les de nuestra Constitución donde se proclama la defen-
sa del Estado de Derecho (art. 1.1) y sus consiguientes 
principios de constitucionalidad (art. 9.1), legalidad y 
jerarquía normativa (art. 9.3). Sin olvidar el importantí-
simo art. 10.1 que nos recuerda que el «respeto a la ley 
es fundamento del orden político y la paz social». Pero 
más concretamente hemos de traer a colación la obliga-
toriedad de cumplir las sentencias firmes de jueces y 
magistrados (art. 118), la declaración de inconstitucio-
nalidad de una norma jurídica afectará a ésta (art. 161.1), 
y tiene plenos efectos frente a todos (art. 164.1). En 
democracia sólo cabe respetar las resoluciones judicia-
les y como señala el artículo 38.1 de la Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional: «Las sentencias recaídas 
en procedimientos de inconstitucionalidad tendrán el 
valor de cosa juzgada, vincularán a todos los Poderes 
Públicos y producirán efectos generales desde la fecha 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

La madurez democrática de una nación está en su 
respeto al Estado de Derecho, asumiendo que el impe-
rio de la ley es el único donde las personas no son súb-
ditos de un poder arbitrario, sino ciudadanos que dis-
frutan de la seguridad jurídica de saber a qué atenerse y 
donde la separación de poderes garantiza que el poder 
político no es absoluto y en democracia está limitado 
por la legitimidad que el único soberano, el pueblo, 
otorga a la norma jurídica superior, la Constitución.

El fundamento jurídico 3.º de la conocida 
STC 4/1981, de 2 de febrero, nos recordaba con acierto 
que «los Estatutos de Autonomía son normas subordi-
nadas a la Constitución, como corresponde a disposi-
ciones normativas que no son expresión de un poder 
soberano, sino de una autonomía fundada en la Consti-
tución, y por ella garantizada, para el ejercicio de la 
potestad legislativa en el marco de la Constitución 
misma». Esto es lo que parecen haber olvidado algunos 
poderes constituidos nacidos de la propia Constitución 
de 1978 y no sólo de la Comunidad Autónoma de Cata-
luña, sino lo que es más grave, incluso el propio Gobier-
no de España. El único soberano es el pueblo español 
(art. 1

.
2 CE) que el 6 de diciembre de 1978 refrenda la 

Constitución de 1978. A partir de ahí, en democracia, 
los poderes constituidos respetan la labor del poder 
constituyente, sin confundirse ni transformarse aqué-
llos en nuevos poderes constituyente, pues carecen de 
esa legitimidad democrática y vulneran la legalidad 
existente.

El Estado de Derecho, como la democracia, consiste 
en establecer límites al poder político, que suele tender 
a abusar del ejercicio del mismo. El Estatuto de Catalu-
ña de 2006 encuentra sus límites en la línea «divisoria 
entre la Constitución y los poderes constituidos y aque-
llos que permiten la eficacia regular del sistema en su 

conjunto. [...] Y en segundo lugar, a la expansividad 
material de los Estatutos se oponen determinados lími-
tes cualitativos. Precisamente aquellos que definen toda 
la diferencia de concepto, naturaleza y cometido que 
media entre la Constitución y los Estatutos, como son 
cuantos delimitan los ámbitos inconfundibles del poder 
constituyente, por un lado, y de los poderes constitui-
dos, por otro» (F. J. 5.º y 6.º de la STC de 28 de junio 
de 2010, sobre el Estatuto de Cataluña). Esta es la prin-
cipal raíz del problema con el Estatuto de Cataluña, el 
Parlamento catalán busca ser poder constituyente, cuan-
do es en verdad poder constituido y como en cualquier 
Estado democrático y de Derecho, está sometido a la 
Constitución y al sistema institucional en él diseñado, 
donde el Tribunal Constitucional ejerce la funcional 
constitucional de poder corrector. El propio Tribunal en 
su Sentencia 76/1983, de 5 de agosto, ya indicaba que 
«la definición de la competencia que como acto de 
soberanía sólo corresponde a  la Constitución, inaccesi-
bles tales límites a cualquier legislador y sólo al alcan-
ce de la función interpretativa de este Tribunal Consti-
tucional».

Lo último que nos resta por exigir es que cada órga-
no constitucional, cada poder constituido cumpla demo-
cráticamente con su función jurídicamente regulada y 
con el «grado de colaboración constitucionalmente 
necesaria y admisible por parte del legislador estatu-
yente en la tarea de la interpretación constitucional 
característica de una sociedad democrática» (F. J. 6.º in 
fine de la STC de 28 de junio de 2010 sobre el Estatuto 
de Cataluña).

Concluimos nuevamente con una esclarecedora 
reflexión del ya citado García-Pelayo, que viene a arro-
jar luz sobre la preocupante realidad española que el 
fallo de la STC sobre el Estatuto de Cataluña de 2006, 
aunque fue escrita en plena transición política españo-
la: «Pero nada de esto quiere decir que el mantenimien-
to y la funcionalidad jurídico-política de la división clá-
sica de poderes carezca de sentido, sino que 
simplemente han modificado su sentido. En efecto, 
tiene todavía la función de asegurar la unidad y la esta-
bilidad del Estado democrático, ya que sobre la sola 
concurrencia de partidos y de organizaciones de intere-
ses no puede haber más que un pluralismo desordenado 
y desintegrado sobre el que es imposible fundamentar 
orden estable alguno. Tiene la función de contribuir a la 
racionalidad del Estado democrático introduciendo fac-
tores de diferenciación y articulación en el ejercicio del 
poder político por las fuerzas sociales y obligar a los 
grupos políticamente dominantes a adaptar el conteni-
do de su voluntad a un sistema de formas y de compe-
tencias, objetivando, así, el ejercicio del poder, lo que, 
unido a la crítica de la oposición en el seno del Parla-
mento, pone límites a su ejercicio arbitrario por parte 
del Gobierno [...].Finalmente, la politización del 
Gobierno y del Parlamento, que, como hemos visto, 
relativiza la autonomía de ambos términos, ha tratado 
de ser neutralizada, tanto en la teoría como en la praxis 
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institucional, por el realzamiento de la judicatura a un 
poder capaz de defender al ciudadano de los excesos de 
la administración y la legislación —ante todo mediante 
el control de la constitucionalidad— que le convierten 
en guardián del recto uso del aparato estatal, hasta el 
punto que algunos tratadistas transforman la trinidad 
clásica en la dualidad Gobierno-Parlamento, de un lado, 
y judicatura, de otro».

Por todo ello, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno:

1. A que utilice todas sus competencias para 
garantizar el estricto cumplimiento de los preceptos 
constitucionales anteriormente señalados, contribuya al 
deber constitucional de colaboración con la justicia, 
especialmente en la ejecución de la mentada STC de 28 
de junio de 2010, sobre el Estatuto de Cataluña y respe-
te el marco normativo e institucional diseñado en nues-
tra Norma Jurídica Superior de 1978, que tan sólo se 
puede modificar por los procedimientos en ella regula-
dos y no por otros. Por tanto, que se abstenga de impul-
sar normas legales para incumplir dicha Sentencia.

2. A que preste su máxima colaboración entre 
órganos constitucionales (el Gobierno y el Parlamento 
de España y también, el Gobierno y Parlamento de 
Cataluña) para que se deroguen todas las normas esta-
tutarias aprobadas en el Parlamento de Cataluña 
desde 2006 —y sus consiguientes desarrollos normati-
vos— contrarias a lo dispuesto en la reciente STC de 28 
de junio de 2010.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de la 
Diputada de Unión Progreso y Democracia, doña Rosa 
Díez González, formula, al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 197 del Reglamento del Congreso de los 
Diputados, con motivo del Debate de política general 
en torno al estado de la Nación, la siguiente propuesta 
de resolución.

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de julio 
de 2010.—Rosa Díez González, Diputada. —José Luis 
Perestelo Rodríguez, Portavoz del Grupo Parlamenta-
rio Mixto.

Propuesta de resolución núm. 4

Propuesta de resolución sobre reducción del gasto auto-
nómico superfluo.

Uno de los muchos errores del Gobierno en la ges-
tión de esta crisis económica ha sido tratar de combatir-
la mediante medidas de incremento del gasto público 

muy costosas e ineficaces. Es el caso de los 12.000 
millones de euros dejados de recaudar por la deducción 
de 400 euros en el IRPF, los 13.000 millones en los dos 
fondos de inversión local, o los 11.000 millones para la 
reforma de la financiación autonómica. Estos dispen-
dios han llevado al agotamiento de todos los márgenes 
de actuación presupuestaria cuando todavía estábamos 
en mitad de la crisis, privando al Estado de uno de sus 
principales instrumentos de actuación económica. Este 
combate obstinado contra la realidad ha terminado por 
convertir a España en un peligro para el conjunto de la 
zona del euro, e incluso para Estados Unidos. El dete-
rioro del rating de nuestra deuda pública o el incremen-
to del diferencial del tipo de interés necesario para 
colocarla (reflejando una alta prima de riesgo), son 
algunos de los indicadores de la situación límite a donde 
han sido arrastradas nuestras finanzas públicas, hacien-
do necesario un cuantioso y urgente rescate internacio-
nal para evitar lo peor. Ahora bien, esa intervención 
salvadora ha llevado a España a la humillante situación 
de los países en desarrollo incapaces de manejar sus 
finanzas con un mínimo de rigor y solvencia, obligando 
a terceros a intervenir sus cuentas públicas para preser-
var el interés general. La nuestra es a día de hoy una 
economía intervenida, tutelada y controlada desde el 
exterior, sometida a rigurosos controles del cumpli-
miento de las condiciones impuestas.

Debido a sus compromisos políticos con los parti-
dos nacionalistas, que necesita para tener mayoría par-
lamentaria, y como consecuencia del peso cada vez 
más desorbitado de los intereses autonómicos sobre la 
cada vez más raquítica política nacional, el Gobierno se 
ha empeñado en concentrar los recortes del gasto públi-
co en los presupuestos de la Administración Central del 
Estado. Todo indica que se propone profundizar en esta 
misma línea. Sin embargo, es un hecho que la Adminis-
tración Central del Estado ya no tiene capacidad para 
realizar grandes recortes, salvo que se decida desman-
telar por completo sus restos, como también es un 
hecho que su capacidad de gasto y ahorro carecen del 
peso necesario para equilibrar por sí solos el conjunto 
de las cuentas públicas. Algunos datos para demostrar-
lo: hoy, la Administración Central sólo controla el 20% 
del gasto público, correspondiendo otro 36% a las 
Comunidades Autónomas, el 30% a la Seguridad 
Social, y un 14% a los entes locales. En lo que se refie-
re a los funcionarios y empleados públicos, 320.124 
trabajan para la Administración Central (excluyendo 
los 263.323 del ejército y las fuerzas de seguridad del 
Estado), frente a los 1.345.577 de funcionarios y 
empleados de las comunidades autónomas. Además, se 
debe recordar que si bien el déficit alcanzado por las 
Comunidades Autónomas parece modesto en compara-
ción con el déficit de la Administración Central del 
Estado, se trata de una mera apariencia. En efecto, el 
déficit autonómico sería mucho mayor si la administra-
ción central no soportase la totalidad del grueso de los 
gastos que son consecuencia automática de la crisis 
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(como prestaciones por desempleo y pago de intereses 
de la deuda), si no se hubieran inyectado a las CC.AA. 
11.000 millones de euros, si los anticipos del sistema 
de financiación no hubieran sido tan claramente supe-
riores a la recaudación real, y, finalmente, si la liquida-
ción del sistema no se produjera con tantos años de 
retraso. O lo que es igual, el grueso del esfuerzo de 
reducción del déficit descansa en la Administración 
Central del Estado.

Ha de tenerse en cuenta que la mayor parte del gasto 
de la Administración Central está previamente compro-
metido, careciendo de cualquier capacidad de actuación 
discrecional. Son transferencias obligatorias en las que 
el Estado hace de intermediario entre los ingresos 
públicos y los destinatarios últimos que realmente los 
gastan. Así, 30.612 millones se destinan a las prestacio-
nes y subsidios de desempleo, y 23.267 millones al 
pago de intereses de la deuda pública. Cuando se hacen 
todos estos ajustes, y una vez deducidos los 27.572 de 
gastos de personal, lo que les queda a los Ministerios 
para sus políticas activas equivale aproximadamente a 
un 5% del PIB. Se trata de un verdadero «Estado resi-
dual», reducido a la impotencia y el raquitismo por las 
cesiones de los grandes partidos a sus secciones auto-
nómicas, cada vez más poderosas y ajenas al interés 
general, y a las minorías nacionalistas, contrarias por 
principio a cualquier concepto de política nacional.

Corregir cuanto antes el desequilibrio de las finanzas 
públicas en las administraciones autonómica y local es 
sin duda una de las medidas más urgentes en esta coyun-
tura. Una medida que, por razonables exigencias de sol-
vencia y responsabilidad, reclaman también los merca-
dos internacionales en los que España debe buscar 
financiación y colocar sus emisiones de deuda pública.

El Estado debe ejercer el papel de coordinación y 
supervisión general de las finanzas que le otorga la 
Constitución, al que ha renunciado para satisfacer obje-
tivos particulares espurios. La actual impotencia e inca-
pacidad es la consecuencia de una deriva política muy 
negativa que se podía haber evitado, pues la Constitu-
ción atribuye al Estado, en su artículo 149.1.13.ª, las 
«bases y coordinación de la planificación general de la 
actividad económica», y competencia exclusiva sobre 
«Hacienda general y deuda del Estado» en el artículo 
149.1.14.ª Los artículos 103.1, 128.1, 131.1 y 150.3 
también sirven de base para apoyar medidas de correc-
ción y racionalización de las finanzas públicas autonó-
micas. Se trata de aplicar medidas como la introducción 
de un techo de gasto a las comunidades autónomas, o 
hacer que el incumplimiento del límite de déficit tenga 
consecuencias financieras. El Estado dispone para 
actuar de instrumentos no sólo legales sino también 
financieros, como rechazar el aval de las emisiones de 
deuda autonómica cuando se incurra en déficits injusti-
ficados, o condicionar la transferencia de la parte de la 
recaudación impositiva estatal que corresponde a las 
comunidades autónomas a la observación de una ade-
cuada disciplina financiera. Es un hecho, tan insólito 

como inaceptable, que la Comisión europea tiene más 
capacidad de control de las políticas del Gobierno de 
España que el que éste ejerce sobre las 17 comunidades 
autónomas.

La actuación del Estado debería iniciarse recortando 
el número de consejerías y parlamentarios de las Comu-
nidades Autónomas, de personal de confianza y de libre 
designación, de las llamadas «embajadas autonómi-
cas», de empresas del sector público no administrativo 
como radios y televisiones públicas, observatorios, 
agencias, consorcios y fundaciones de todo tipo cuya 
existencia no responda o no haya servido para la eficaz 
prestación de servicios públicos, o en la práctica dupli-
quen la función de agencias estatales activas. En con-
junto, son fuente de un gasto superfluo que, según los 
cálculos de UPyD, podría alcanzar los 26.000 millones 
de euros anuales, y cuyo recorte facilitaría mucho la 
recuperación económica. Un recorte de tan sólo 15.000 
millones de gasto superfluo o ineficaz permitiría retirar 
las medidas antisociales de ajuste sobre las pensiones y 
salarios de los funcionarios recientemente anunciadas. 
Y todo esto sin modificar las competencias que la Cons-
titución y los respectivos Estatutos de Autonomía atri-
buyen a las Comunidades Autónomas.

En su virtud, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a que:

Haciendo uso de las competencias que le atribuye la 
Constitución, en los artículos 103.1, 128.1, 131.1, 
149.1.13.ª, 149.1.14.ª y 150.3, adopte de manera inme-
diata medidas para recortar el gasto superfluo de las 
administraciones autonómicas en un mínimo de 15 000 
millones de euros.

Para ello:

1.º Introducirá un techo de gasto obligatorio a 
cada Comunidad.

2.º Introducirá mecanismos de penalización para 
los incumplimientos de dicho techo o de los compromi-
sos de déficit. Entre estos mecanismos se incluirán:

2.a) No avalar las emisiones de deuda autonómi-
ca que sirvan para financiar un déficit superior al per-
mitido.

2.b) Retener parte del importe de los anticipos a 
cuenta de la participación en los tributos del Estado que 
corresponda a la Comunidad infractora.

3.º Investigará la existencia de duplicidades y 
solapamientos de las administraciones y de sus entes 
públicos, suprimiendo o reduciendo el tamaño de todos 
aquellos superfluos e ineficaces.

Aplicadas estas medidas, deberán dejarse sin efecto 
la reciente congelación de las pensiones y la bajada del 
sueldo de los funcionarios.
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A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de la 
Diputada de Unión, Progreso y Democracia, doña Rosa 
Díez González, formula, al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 197 del Reglamento del Congreso de los 
Diputados, con motivo del Debate de política general 
en torno al estado de la Nación, la siguiente propuesta 
de resolución.

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de julio 
de 2010.—Rosa Díez González, Diputada. —José Luis 
Perestelo Rodríguez, Portavoz del Grupo Parlamenta-
rio Mixto.

Propuesta de resolución núm. 5

Propuesta de resolución sobre la lucha contra el fraude 
en España.

En los dos últimos años, coincidiendo con la crisis 
económica, se ha producido un grave descenso de la 
recaudación tributaria. Sólo la caída de la recaudación de 
alguno de los principales impuestos sobre la actividad 
económica, como el Impuesto sobre Sociedades y el 
Impuesto sobre el Valor Añadido, ha sido superior a 
los 46.000 millones de euros (4,5% PIB). La caída recau-
datoria del IVA en estos dos años ha sido superior al 40% 
mientras que la del Impuesto de Sociedades ha sido 
del 55% en estos dos años 2008 y 2009. En el primer 
trimestre de 2009, la caída recaudatoria del Impuesto de 
Sociedades ha sido de un 37%, coincidiendo con la recu-
peración del beneficio de las grandes empresas. Ninguna 
variable económica que se analice y que debería estar en 
paralelo con la recaudación fiscal, como el consumo, 
el PIB o los beneficios empresariales, ha tenido una evo-
lución tan mala como la recaudación fiscal. En conse-
cuencia, parece claro que nos encontramos en España 
ante un aumento sin precedentes del fraude fiscal.

En esta situación, el Gobierno ha decidido un recor-
te de los medios de la Agencia Tributaria, cuyo presu-
puesto se ha recortado un 6,1%, con una caída superior 
a la de los Ministerios y frente al aumento de otras par-
tidas como subvenciones o transferencias a las CC.AA. 
Además, no se han reforzado las atribuciones legales de 
la Administración Tributaria, ni se ha realizado la nece-
saria e imprescindible labor de pedagogía social para 
convencer a los ciudadanos de que el fraude fiscal es 
una gravísima lacra.

Por ello, resulta imprescindible la existencia de una 
definida e inquebrantable voluntad política para luchar 
contra el fraude fiscal y la corrupción que supere la 
simple adopción de diversas medidas aisladas que, 
como ha ocurrido hasta la fecha, se muestran insufi-
cientes para combatir esta lacra social. Medidas de tipo 
legal y organizativo que se deben adoptar teniendo en 
cuenta exclusivamente aspectos técnicos y profesiona-

les, que han de garantizar en todo caso la independen-
cia de la inspección de los tributos en el ejercicio de las 
funciones encomendadas y que deben venir acompaña-
das de medios materiales y humanos para su puesta en 
práctica. Así, haciéndonos eco de las propuestas de los 
Inspectores de Hacienda del Estado —IHE—, junto a 
la tradicional comprobación masiva de contribuyentes 
perceptores de rentas «controladas» se debe primar la 
investigación, especialmente en temas como tramas 
de IVA, sector inmobiliario, operaciones de ingeniería 
financiera, operaciones con paraísos fiscales, fraude en 
las actividades profesionales, facturas falsas en el régi-
men de módulos o el gran fraude que existe en algunos 
sectores empresariales.

Por todo ello,

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
reforzar la lucha contra el fraude fiscal adoptando y 
poniendo en práctica las siguientes medidas:

1. Medidas organizativas:

a) Incremento sustancial de los medios humanos y 
materiales de la Agencia Española de Administración 
Tributaria (AEAT), especialmente de la plantilla de Ins-
pectores y Técnicos de Hacienda dedicada al control 
financiero y tributario.

b) Aprobación del Estatuto Orgánico de la Agen-
cia Tributaria, en el que, entre otros aspectos, se defi-
nan con claridad las funciones y estructura de esta orga-
nización. Dicho Estatuto regulará un marco jurídico 
que garantice la máxima independencia en la aplicación 
del sistema tributario y, con ese fin, establecerá el nom-
bramiento del Director de la AEAT por mayoría cualifi-
cada del Congreso y por un período de cinco años, atri-
buyendo al presidente exclusivamente funciones de 
representación.

c) Reforzamiento de la casi inexistente coordina-
ción entre la Agencia Tributaria del Estado y las Admi-
nistraciones autonómicas, que también deben involu-
crarse en la lucha contra el fraude fiscal, en el ámbito 
de sus competencias, atribuyendo a la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria la coordinación de las 
demás Administraciones tributarias para conseguir una 
mayor eficacia en este ámbito esencial.

d) Reducción drástica del tiempo de resolución 
de las reclamaciones contra actuaciones de las Admi-
nistraciones tributarias y garantía de la debida espe-
cialización tributaria de los funcionarios que ocupan 
los puestos de vocales y ponentes en los Tribunales 
Económico-Administrativos. Para ello se procederá a 
incrementar los medios en los Tribunales Económico-
Administrativos, se especializarán los Tribunales de 
Justicia y se procurará la reducción de la litigiosidad. 
Esto redundará en beneficio de la efectividad de las 
medidas antifraude e incrementará la seguridad jurídi-
ca de los contribuyentes cumplidores.
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2. Medidas Legales:

a) Reforma de la figura del delito fiscal como 
clave de la estrategia de prevención y lucha contra el 
fraude fiscal, con un incremento de las penas y de los 
plazos de prescripción, así como con la tipificación de 
nuevos delitos y circunstancias agravantes, especial-
mente la tipificación como delito de la titularidad ocul-
ta al Fisco de cuentas en el extranjero. También debería 
definirse como agravante la utilización de paraísos fis-
cales para la comisión de delitos fiscales.

b) Modificación de la normativa de cesión de tri-
butos a las CC.AA. para garantizar, en el caso de tribu-
tos estatales cedidos, una aplicación homogénea en 
todo el territorio español de las normas reguladoras y 
así evitar la deslocalización de contribuyentes.

c) Modificación de la normativa del IRPF para 
que el régimen de módulos se aplique en exclusiva para 
ventas a consumidores finales.

d) Modificación de los preceptos que facilitan la 
ingeniería fiscal para evitar una utilización abusiva de 
los regímenes fiscales especiales, así como suficiente 
atribución legal a la inspección de los tributos de com-
petencias de comprobación de los requisitos para gozar 
de determinados beneficios fiscales o tributar en regí-
menes fiscales especiales.

3. Medidas sectoriales:

a) Concentración de la inspección en la lucha con-
tra los grandes focos de fraude fiscal:

— Lucha contra la utilización indebida de conve-
nios internacionales y la planificación fiscal abusiva.

— Uso de paraísos fiscales.
— Redefinición y mayor control de la facturación 

de los contribuyentes en régimen de módulos. Endure-
cimiento de las sanciones administrativas y penales por 
el fraude cometido mediante facturas falsas.

b) Refuerzo del control patrimonial de las perso-
nas físicas y jurídicas para detectar incrementos de 
patrimonio no justificados. Restablecimiento del 
Impuesto del Patrimonio.

c) Incremento de la colaboración del sistema 
financiero para reducir la opacidad de determinadas 
operaciones y el manejo abusivo del efectivo de alta 
denominación.

d) Refuerzo de la lucha contra las tramas de 
defraudación del IVA y el blanqueo de capitales, que 
tienen un carácter claramente delictivo, mediante:

— La creación de una base de datos europea de 
estas operaciones liderada por la Agencia Tributaria 
española.

— La creación de una policía fiscal en la que se 
integrarían unidades especializadas de la Policía Nacio-

nal y de la Guardia Civil junto con unidades operativas 
de vigilancia aduanera.

— La especialización de Fiscales y Jueces en este 
tipo de fraudes.

— La creación de un régimen especial para este 
tipo de contribuyentes que permita su persecución sin 
endurecer la situación del resto.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de don 
Francisco Xesús Jorquera Caselas y doña Olaia Fer-
nández Davila, Diputado y Diputada del Bloque Nacio-
nalista Galego (BNG), formulan, al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 197 del Reglamento del Congreso 
de los Diputados, con motivo del Debate de política 
general en torno al estado de la Nación 2010, las 
siguientes propuestas de resolución.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—Francisco Xesús Jorquera Caselas, 
Diputado.—Olaia Fernández Davila, Diputada. —
Carlos Salvador Armendáriz, Portavoz del Grupo 
Parlamentario Mixto.

Propuesta de resolución núm. 6

El Grupo Parlamentario Mixto (BNG) formula, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 del Regla-
mento del Congreso de los Diputados, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, la siguiente

Propuesta de resolución en materia de política energéti-
ca e industrial.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. En materia de política energética:

— Modificar los contenidos básicos del Decreto 
del Carbón, a efectos de adaptarlo al desarrollo de una 
estrategia energética económica y medioambientalmen-
te sostenible y a las especificidades de las distintas 
comarcas mineras.

— Entablar para ello un proceso de diálogo con los 
distintos agentes implicados.

— Tener en cuenta la singularidad de las comarcas 
mineras gallegas (As Pontes y Meirama) en la definición 
de los contenidos definitivos del Decreto y en el desarro-
llo de las políticas destinadas a favorecer el desarrollo 
integral y sostenible de las comarcas mineras.

2. En materia de política industrial:

— Establecer, de inmediato, negociaciones forma-
les en el seno de la Unión Europea solicitando la revi-
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sión de los acuerdos de 2004, que limitan hasta el 
año 2015 la actividad productiva del astillero de Fene a 
tareas auxiliares del astillero Navantia-Ferrol, con la 
finalidad de que el astillero de Fene pueda desarrollar 
plenamente sus actividades productivas en los ámbitos 
de la construcción naval civil (construcción, reparación, 
reciclaje o transformación de buques u otros artefactos 
flotantes).

Propuesta de resolución núm. 7

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto (BNG) formula, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 del Regla-
mento del Congreso de los Diputados, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, la siguiente

Propuesta de resolución en materia de infraestructuras.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
mantener los compromisos inversores en materia de 
infraestructuras en Galicia, con el objetivo de paliar su 
déficit histórico en esta materia. Con tal fin, no se intro-
ducirán nuevos retrasos en su fecha de finalización, 
especialmente en lo que se refiere a la conexión de alta 
velocidad entre Galicia y Madrid y la puesta en servicio 
del Eixo Atlántico ferroviario entre Ferrol y Tui (Ponte-
vedra).

Propuesta de resolución núm. 8

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto (BNG) formula, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 del Regla-
mento del Congreso de los Diputados, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, la siguiente

Propuesta de resolución.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
apostar por una estrategia de salida social a la crisis que 
favorezca la recuperación económica sin comprometer 
la cohesión y las políticas sociales. Esta estrategia debe 
incluir, entre otros, los siguientes ejes:

1. Una reforma fiscal que refuerce los principios 
de equidad y progresividad del sistema tributario.

2. Asegurar la cobertura con cargo a la financia-
ción pública de las actuales prestaciones de los servi-

cios públicos, sin introducir fórmulas adicionales de 
copago.

3. El refuerzo del sistema público de Seguridad 
Social, como pilar básico del Estado del bienestar, sin 
introducir modificaciones que recorten las prestaciones 
existentes en la actualidad ni que conlleven elevar la 
edad legal de jubilación.

Propuesta de resolución núm. 9

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto (BNG) formula, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 del Regla-
mento del Congreso de los Diputados, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, la siguiente

Propuesta de resolución relativa al Ministerio de Medio 
Ambiente, Medio Rural y Marino:

1. Medio rural: Sector lácteo.

Ante el fracaso del pacto sobre el sector lácteo sus-
crito en julio de 2009 entre el Gobierno central, la 
industria y las distribuidoras lácteas y organizaciones 
agrarias, que no ha logrado mejorar la situación de los 
precios de la leche en origen, se insta al Gobierno a:

— Regular las relaciones contractuales entre el sec-
tor productivo y la industria con el objeto de fomentar 
los contratos formales por escrito y por adelantado que 
rijan las entregas de leche cruda, que contemplen el 
establecimiento de unos precios de referencia.

— Trasladar la regulación de los contratos en el 
sector lácteo al ámbito de la Unión Europea a fin de 
que se proponga para su aplicación general en los paí-
ses miembros.

— Mantener una reunión con el sector productivo de 
la leche con el objeto de analizar la situación actual y sus 
necesidades, además de realizar un balance de las medi-
das contempladas en el pacto suscrito hace un año.

2. Medio marino: Ley de Costas.

El Congreso de Diputados insta al Gobierno a resolver, 
en breve plazo de tiempo, la situación de inestabilidad 
jurídica en la que se encuentran los núcleos singulares e 
históricos situados en dominio público marítimo-terrestre 
y que están afectados por la Ley de Costas.

3. Medio ambiente: Aprovechamientos hidroeléctricos.

El Congreso de Diputados insta al Gobierno a recha-
zar las solicitudes de concesión para la realización de 
aprovechamientos hidroeléctricos en las cuencas de los 



Congreso 29 de julio de 2010.—Serie D. Núm. 434

10

ríos Miño y Sil y en la cuenca del río Eo, priorizando 
los valores naturales y ecológicos frente a la abusiva 
explotación a la que están sometidas dichas cuencas.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de doña 
Ana María Oramas González-Moro y don José Luis 
Perestelo Rodríguez, Diputados de Coalición Canaria, 
presentan, al amparo de lo dispuesto en el artículo 197 
del Reglamento de la Cámara, las siguientes propuestas 
de resolución con motivo del Debate del estado de la 
Nación del año 2010.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—Ana María Oramas González-Moro, 
Diputada. —José Luis Perestelo Rodríguez, Portavoz 
del Grupo Parlamentario Mixto.

Propuesta de resolución núm. 10

Propuesta de resolución.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Establecer a la mayor brevedad posible, y en 
todo caso antes de la remisión a las Cortes del Proyecto 
de Ley de Presupuestos Generales del Estado correspon-
dientes al año 2011, las medidas compensatorias previs-
tas en la disposición adicional cuarta de la Ley 7/2010, 
de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovi-
sual, relativa al régimen especial aplicable a Canarias 
para las telecomunicaciones de banda ancha.

2. Incluir en el Proyecto de Ley de Presupuestos 
Generales del Estado correspondiente a 2011 financia-
ción suficiente para garantizar la efectividad de las 
medidas compensatorias previstas en la disposición 
adicional cuarta de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, 
General de la Comunicación Audiovisual.

3. Diseñar las medidas compensatorias previstas en 
la disposición adicional mencionada de modo que se 
garantice su repercusión directa en un efectivo fomento 
del despliegue competitivo de infraestructuras y servi-
cios de telecomunicación de banda ancha en Canarias.

Propuesta de resolución núm. 11

Propuesta de resolución.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

Cumplir el compromiso del Estado de cofinanciar con 
las instituciones canarias la totalidad del proyecto del 

Palacio de Deportes de Gran Canaria, que servirá de sub-
sede para la celebración del Mundial de Baloncesto 2014.

Propuesta de resolución núm. 12

Propuesta de resolución.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

Que proceda de forma inmediata a dotar al puerto de 
Santa Cruz de Tenerife de un escáner para la inspección 
portuaria, puesto que esta pequeña inversión puede 
suponer una gran aportación para el desarrollo portua-
rio de Tenerife y contribuir de forma equilibrada a la 
reactivación económica y la conectividad de las islas, 
tan necesaria en estos momentos.

Propuesta de resolución núm. 13

Propuesta de resolución.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

Buscar soluciones alternativas en los Presupuestos 
Generales del Estado de 2011 y 2012, dentro de la polí-
tica de reducción del déficit público, a la medida de la 
congelación de las pensiones, de forma que se asegure 
que los pensionistas no pierdan poder adquisitivo.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia del Dipu-
tado don Carlos Salvador Armendáriz, de Unión del 
Pueblo Navarro (UPN), formula, al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 197 del Reglamento del Congreso 
de los Diputados, con motivo del Debate de política 
general en torno al estado de la Nación, la siguiente 
propuesta de resolución relativa al acuerdo político para 
garantizar la sostenibilidad del sistema de pensiones en 
el seno del Pacto de Toledo.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—Carlos Salvador Armendáriz, Portavoz 
del Grupo Parlamentario Mixto.

Propuesta de resolución núm. 14

El Pleno del Congreso de los Diputados aprobó, en 
su sesión del día 6 de abril de 1995, el texto «para el 
análisis de los problemas estructurales de la Seguridad 
Social y de las principales reformas que deberán aco-
meterse», conocido como «Pacto de Toledo».
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Este acuerdo ha venido actuando desde entonces 
satisfactoriamente, sustrayendo todos los asuntos rela-
tivos al sistema de pensiones de todo infructuoso deba-
te partidista.

Actualmente, vivimos tiempos de máxima fragili-
dad económica y social. El aumento del número de per-
sonas en desempleo, así como el grave descenso de la 
tasa natalidad, son algunos de los indicadores, quizás 
los más ilustrativos de esta realidad que vivimos y que, 
además, tienen repercusión directa sobre un asunto tan 
sensible como el sistema de pensiones y su sostenibili-
dad en el futuro.

Debemos, entonces, poner en valor todas las bonda-
des y virtudes de este Pacto, alejándonos de las posturas 
que no respeten el espíritu y los principios que fueron 
guías para lograr aquel acuerdo y conseguir de nuevo el 
consenso que imprima lógica para lograr la viabilidad 
económica, la consolidación en el tiempo y la mejora 
pertinente del sistema de pensiones vigente.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno:

Alcanzar en el seno del Pacto de Toledo ‘‘el acuer-
do político que contará con el mayor respaldo de los 
agentes sociales’’, conforme a su espíritu originario, 
dirigido a garantizar la sostenibilidad del sistema de 
pensiones para los años venideros. Dicho acuerdo, 
que contendrá reformas de diversa índole que incidi-
rán positivamente sobre el sistema de la Seguridad 
Social, deberá incluir medidas de protección a la nata-
lidad, atendiendo a la realidad demográfica española 
actual y de acuerdo a la previsión contenida en el texto 
original del Pacto.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia del Dipu-
tado don Carlos Salvador Armendáriz, de Unión del 
Pueblo Navarro (UPN), formula, al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 197 del Reglamento del Congreso 
de los Diputados, con motivo del Debate de política 
general en torno al estado de la Nación, la siguiente 
propuesta de resolución sobre el respeto al marco regu-
latorio vigente y a los acuerdos alcanzados en materia 
de energías renovables.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—Carlos Salvador Armendáriz, Portavoz 
del Grupo Parlamentario Mixto.

Propuesta de resolución núm. 15

Uno de los temas sobre los que todos los expertos 
coinciden en que se hace necesario un gran acuerdo 
nacional es la energía.

La realidad actual nos muestra un panorama en el 
que los sectores afectados viven momentos de incerti-
dumbre, en parte, consecuencia del impacto de la crisis 
mundial y, en parte, debido a la gestión del Gobierno en 
esta materia provocada por regulaciones insuficiente y 
defectuosas, que han fomentados las indeseables dudas 
entre los inversores nacionales e internacionales. De 
forma especial ha contribuido a fomentar la inseguri-
dad jurídica, y, por tanto, la incertidumbre, el anuncio 
hecho desde del Gobierno de España de que estaba tra-
bajando para modificar la regulación que afecta a los 
productores de energía acogidos al régimen especial, 
con el objeto de solucionar el problema que se generó 
con la aprobación del Decreto 661/2007, de 25 de 
mayo.

Navarra, en las actuales circunstancias, y en este 
campo se ve afectada de un modo especial. La Comuni-
dad Foral de Navarra, desde hace muchos años, decidió 
ser pionera en energías renovables, lo cual le ha obliga-
do a financiar una costosa curva de aprendizaje, 
en I+D+i, pero que ha contado con un consenso social, 
económico y político, en su desarrollo, único en Espa-
ña. Esa apuesta estratégica, que ha implicado a la socie-
dad navarra en todos sus niveles, ahora se ve con máxi-
ma preocupación. El peso de la industria vinculada a 
las energías renovables supone más de un 5% del PIB 
navarro.

Por todo ello, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a:

Clarificar el horizonte regulatorio de los producto-
res de energía eléctrica de régimen especial, sancionan-
do los incumplimientos legales allá donde se hayan 
podido producir, con respeto a sus derechos adquiridos 
y con la garantía de la sostenibilidad, la rentabilidad de 
las inversiones y respetando los proyectos en marcha, 
conforme al principio de seguridad jurídica», dando 
cumplimiento así al mandato contenido en la Moción, 
consecuencia de interpelación urgente, relativa a los 
planes del Gobierno en materia de energía (núm. expte. 
173/000154), aprobada por el Pleno de esta Cámara 
con fecha 22 de junio de 2010.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista, me 
dirijo a esa Mesa para, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 197 y siguientes del vigente Reglamento del 
Congreso de los Diputados, formular las siguientes 
propuestas de resolución con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—Eduardo Madina Muñoz, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Socialista.
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Propuesta de resolución núm. 16

Estatut de Catalunya

El Tribunal Constitucional ha decidido anular un 
artículo del Estatut de Autonomía de Catalunya, anular 
incisos de otros 13 artículos e interpretar 27 más, a par-
tir del recurso presentado por el Partido Popular.

Dado que el Estatut fue fruto del acuerdo entre una 
Delegación del Parlament de Catalunya y las Comisio-
nes Constitucionales de esta Cámara y del Senado, que 
fue aprobado por mayoría absoluta de las Cortes Gene-
rales y refrendado por la mayoría de ciudadanos y ciu-
dadanas de Cataluña,

El Congreso de los Diputados:

1. Desde el acatamiento de las sentencias del Tri-
bunal Constitucional, constata el malestar creado en 
Cataluña por la sentencia sobre el Estatuto y reconoce 
la necesidad de desarrollar una fuerte acción política 
para preservar y garantizar plenamente el anhelo de 
autogobierno de los ciudadanos catalanes en el marco 
de la España plural.

2. Insta al Gobierno de España a desarrollar a tra-
vés de todos los mecanismos políticos, jurídicos, legis-
lativos y de cooperación institucional, el potencial de 
autogobierno contenido en el acuerdo estatutario entre 
las instituciones catalanas y españolas que fue refren-
dado por los ciudadanos y ciudadanas de Cataluña.

3. Reitera que la realidad nacional catalana, tal y 
como se expresa en el preámbulo del Estatut, el autogo-
bierno de Cataluña, la dignidad de sus símbolos e insti-
tuciones, la lengua y la cultura catalanas, el derecho 
civil y la tradición jurídica catalana y una financiación 
justa, tienen perfecta cabida en el marco jurídico y polí-
tico definido por la Constitución de 1978.

Propuesta de resolución núm. 17

Derechos sexuales y reproductivos y de interrupción 
voluntaria del embarazo

Las Cortes Generales han aprobado con amplio 
apoyo parlamentario la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de 
marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrup-
ción voluntaria del embarazo. Gracias a la misma, 
nuestro marco normativo se ha adecuado al de los paí-
ses de nuestro entorno y al consenso de la comunidad 
internacional en lo que se refiere a la equilibrada y 
garantía de los derechos relativos a la salud sexual y 
reproductiva de las mujeres y de la adecuada protección 
prenatal. Una normativa que permitirá generar certeza 
y seguridad, la debida confidencialidad e intimidad de 
las mujeres en el acceso a esta prestación y que ha pre-

visto además las necesarias garantías de acceso efectivo 
y en condiciones de equidad a toda la población.

Por todo ello, y para lograr estos objetivos, el Con-
greso de los Diputados insta al Gobierno a:

— Velar por el cumplimiento de las obligaciones 
que, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
corresponde ejercer a las distintas administraciones 
públicas, así como respecto de las medidas necesarias 
que deben adoptarse para la plena aplicación de esta 
ley, garantizando el acceso a las prestaciones y servi-
cios establecidos por el Sistema Nacional de Salud, con 
el fin de asegurar su implementación efectiva y unifor-
me en todo el territorio y el acceso en condiciones de 
igualdad a la prestación.

— Se adopten las medidas previstas por la Ley des-
tinadas a promover una educación sexual adecuada, la 
mejora del acceso a métodos anticonceptivos y la dis-
ponibilidad de programas y servicios de salud sexual y 
reproductiva para prevenir, especialmente en personas 
jóvenes, las infecciones de transmisión sexual y los 
embarazos no deseados.

Propuesta de resolución núm. 18

Educación

La mejora de la educación y la formación en todos 
los niveles constituyen una prioridad de nuestro país. El 
esfuerzo de la sociedad española ha conseguido la 
socialización y la universalización de la educación. 
Ahora el reto es seguir garantizando la equidad y, al 
mismo tiempo, mejorar la excelencia en educación. Son 
retos que nos demanda la sociedad española en su con-
junto y que son prioritarios en el desarrollo de un mode-
lo económico sostenible.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno, en 
cooperación con las Comunidades Autónomas, a:

1. Continuar impulsando las medidas necesarias 
para mejorar el rendimiento educativo de todos los 
estudiantes con el fin de garantizar la equidad y la exce-
lencia de la educación. Para ello, hay que incrementar 
las plazas en educación infantil de cero a tres años, 
reforzar las medidas de apoyo a los alumnos con más 
dificultades, establecer un programa de profundización 
de conocimientos para el alumnado con mayor capaci-
dad y motivación para aprender, e impulsar contratos 
programas plurianuales entre los centros y las adminis-
traciones educativas.

2. Flexibilizar el sistema educativo para facilitar la 
continuidad de los estudiantes en la educación posto-
bligatoria, estableciendo pasarelas entre las diferentes 
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vías formativas y flexibilizando la organización y 
estructura del bachillerato.

3. Presentar un plan estratégico de formación pro-
fesional que permita completar el catálogo de cualifica-
ciones profesionales y el de títulos de formación profe-
sional, la realización de convocatorias que faciliten el 
reconocimiento de las competencias profesionales 
adquiridas a través de la experiencia laboral y la crea-
ción de una plataforma on-line para cursar formación 
profesional a distancia.

4. Continuar el proceso de modernización de nues-
tro sistema educativo, mediante la continuidad de la 
implantación del Programa Escuela 2.0 y la puesta en 
marcha de un nuevo programa de mejora del aprendiza-
je de las lenguas extranjeras.

5. Seguir impulsando la modernización e interna-
cionalización de nuestras universidades en el marco del 
EFES y el desarrollo de la Estrategia Universidad 2015, 
con el objetivo de alcanzar las mayores cotas de calidad 
y sostenibilidad de nuestro sistema de educación supe-
rior a través del fomento de la agregación, especializa-
ción e internacionalización de los campus universitarios, 
la creación de escuelas de doctorado para incrementar el 
número de doctores y doctoras, y estableciendo progra-
mas de formación y empleo especialmente dirigidos a 
desempleados y mayores de 55 años.

6. Seguir incrementando la cuantía de las becas y 
ayudas. Impulsar las becas salario para los estudiantes de 
grado y formación profesional superior, ampliar los prés-
tamos renta y mejorar los programas de movilidad.

7. Establecer el marco básico del Estatuto Docente 
para el profesorado de la enseñanza pública, y aprobar el 
nuevo Estatuto del Personal Docente e Investigador.

8. Proponer programas de cooperación territorial 
con las Comunidades Autónomas para el desarrollo de 
las medidas contempladas en el Plan de Acción 2010-11, 
así como promover aquellos cambios y desarrollos nor-
mativos que se requieran para la implementación de las 
medidas contempladas en dicho Plan.

Propuesta de resolución núm. 19

Regulación financiera internacional

Avanzar en el desarrollo equilibrado del sistema 
financiero, mejorando la transparencia, calidad de la 
regulación y la supervisión, así como la consecución de 
una mayor integración financiera y en particular insta 
al Gobierno a:

• Continuar con el impulso para la construcción de 
la nueva arquitectura supervisora comunitaria, de modo 
que la creación del Consejo Europeo del Riesgo Sisté-
mico y de las Autoridades de Supervisión Europeas 
pueda ser operativa a principios del próximo año 2011.

• Favorecer el marco legal de supervisión y disci-
plina de las entidades de crédito al objeto de dotarlas de 
mayor estabilidad y de más eficaces instrumentos para 
la gestión de las exposiciones al riesgo derivadas de su 
actividad. En este sentido, debe mantenerse el actual 
nivel de coordinación y el relevante papel de España en 
los foros financieros internacionales.

• Impulsar las reformas a nivel comunitario e inter-
nacional sobre un marco preventivo de gestión de crisis 
financieras, y, en concreto, sobre la implementación de 
mecanismos que garanticen la adecuada contribución 
del sector financiero para sufragar los costes de la reso-
lución de las crisis, reduciendo al mínimo la financia-
ción pública de esos costes y el riesgo moral.

• Continuar con los esfuerzos para la aprobación de 
la directiva comunitaria sobre fondos de gestión alter-
nativos con el fin de que una mayor regulación y super-
visión de los mismos conduzca a un mejor control del 
riesgo sistémico.

• Mantener el impulso en la promoción de políticas 
de retribución alineadas con una gestión sana y eficaz 
del riesgo.

Propuesta de resolución núm. 20

Política energética

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Aplicar, de acuerdo con las CC.AA. y EELL, 
un plan de ahorro y racionalización de energía en edi-
ficios públicos. El plan deberá garantizar que en el 
año 2011 se produzca un ahorro en la factura energéti-
ca de al menos el 10% sobre el consumo del año 2010. 
El plan deberá aplicarse a las entidades públicas, orga-
nismos y empresas dependientes de las distintas 
Administraciones y sus resultados remitidos a la 
Comisión de Industria, Turismo y Comercio del Con-
greso de los Diputados.

2. Adoptar medidas que, sin perjuicio del desarro-
llo y el futuro del sector de las energías renovables, 
reduzcan el impacto de su régimen económico en los 
precios que se aplican a los consumidores.

3. Definir un mix energético para el año 2020 
diversificado entre las distintas fuentes de energía pri-
maria de forma que, profundizando en la liberalización 
de los mercados energéticos con el objetivo de mejorar 
la competitividad de las empresas españolas, se incre-
mente la seguridad de suministro, la eficiencia econó-
mica y el respeto al medio ambiente.

4. Consensuar una Ley de Ahorro y Eficiencia 
Energética que establezca los mecanismos necesarios 
para alcanzar los compromisos europeos del 20-20-20.

5. Consensuar un Plan de Energías Renovables 
2011-2020 que considere los aspectos incluidos en el 
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Plan de Acción Nacional de Energías Renovables remi-
tido a la Comisión Europea.

6. Consensuar aspectos de la política energética 
no eléctrica que permitan alcanzar acuerdos a largo 
plazo.

7. Consensuar con las Comunidades Autónomas 
las revisiones de las Infraestructuras energéticas de la 
Planificación 2008-2016, así como la futura planifica-
ción 2012-2020, de forma que se dote al sistema ener-
gético nacional de mayor seguridad y permita una más 
eficaz gestión de las puntas de demanda.

8. Alcanzar con los grupos políticos y administra-
ciones un compromiso de apoyo a las infraestructuras 
de interconexiones internacionales como objetivo de 
Estado.

Propuesta de resolución núm. 21

Modernización de la Justicia

Hacer justicia de manera accesible, rápida y eficaz 
supone reforzar la confianza en la Justicia, fortalecer su 
legitimidad y contribuir a consolidar una sociedad más 
cohesionada.

Para convertir la justicia en el servicio público de 
calidad que los ciudadanos esperan y merecen, el Con-
greso de los Diputados insta al Gobierno a continuar 
trabajando en el proceso de modernización emprendi-
do, desarrollando el Plan Estratégico de Modernización 
de la Justicia 2009-2012 y, en concreto, a:

a) Impulsar, junto con las Comunidades Autóno-
mas con competencia en la materia, el despliegue pro-
gresivo de la Nueva Oficina Judicial, pieza clave de este 
proceso modernizador y que constituye un nuevo mode-
lo de gestión y funcionamiento de los juzgados y tribu-
nales.

b) Hacer posible que los juzgados y tribunales tra-
bajen en red y se comuniquen, con independencia del 
territorio en el que se encuentren, adoptando y promo-
viendo las medidas precisas para garantizar el funcio-
namiento integrado de las aplicaciones informáticas y 
la interoperabilidad entre los distintos órganos judicia-
les y con otras administraciones, a través del Esquema 
Judicial de Interoperabilidad y Seguridad.

c) Remitir, en el plazo más breve posible, al Con-
greso de los Diputados los Proyectos de Ley de Media-
ción en materia civil y mercantil; de Arbitraje, y de 
Regulación del arbitraje institucional en la Administra-
ción General del Estado, con el fin de potenciar la solu-
ción de conflictos en el ámbito extrajudicial y reducir la 
carga de trabajo de los tribunales, al permitir a los ciu-
dadanos solucionar sus diferencias sin necesidad de 
acudir al juez.

d) Remitir al Congreso de los Diputados el Pro-
yecto de Ley de Registro Civil, en el que se prevea la 

constitución de un registro único en línea, al que los 
ciudadanos puedan acceder y operar electrónicamente 
con independencia del lugar de residencia.

e) Completar el desarrollo reglamentario de la Ley 
de acceso a las profesiones de Abogado y Procurador 
de los Tribunales, para garantizar las mejores condicio-
nes en el ejercicio profesional de la abogacía y de la 
procura.

Propuesta de resolución núm. 22

Consolidación fiscal

En el marco de salida de la crisis económica y de 
cara al fomento de un crecimiento sostenible, estable y 
equilibrado, creemos fundamental la coordinación de 
políticas económicas, la aceleración de la consolida-
ción fiscal dentro del marco del Pacto de Estabilidad y 
Crecimiento y la participación de forma ambiciosa en 
la nueva estrategia Europa 2020.

Por todo ello, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a:

1. Continuar con el proceso de consolidación fis-
cal, emprendido con los Presupuestos Generales del 
Estado para 2010 y continuado con la Estrategia de 
Consolidación Fiscal a lo largo de 2010, que deberá 
reforzarse con la elaboración de los Presupuestos 
para 2011 de manera que se alcance el 6% de déficit en 
ese ejercicio, así como la adopción de las medidas nor-
mativas que puedan ser necesarias para reforzar la lucha 
contra el fraude fiscal.

Propuesta de resolución núm. 23

Nuevo marco de solidaridad con las víctimas del terro-
rismo

El Congreso de los Diputados, consciente de la 
importancia de arrinconar policial y judicialmente a los 
terroristas, de la eficacia de su deslegitimación social y 
política, tanto a ellos como a quienes les apoyan y jus-
tifican, por acción u omisión, y de la necesidad de 
afianzar la solidaridad con las víctimas del terrorismo, 
insta al Gobierno a que, en aras de que las víctimas 
obtengan la reparación y justicia que se merecen:

— Garantice a todas la víctimas un acceso pleno a 
la justicia y a la información.

— Remueva todos aquellos obstáculos que impidan 
una integración plena a aquellas que hayan sufrido que-
branto en su integridad.
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— Esté atento a las necesidades de atención inte-
gral de las personas que han sufrido los efectos del 
terrorismo en cualquiera de sus formas.

— Esté vigilante para evitar o en su caso perseguir 
legalmente cualquier actuación que menoscabe la 
memoria de las mismas.

— Asegure la dignificación y visibilización de las 
víctimas.

— Redoble los esfuerzos para conseguir un fortale-
cimiento de las políticas europeas en la materia.

Propuesta de resolución núm. 24

Servicios sociales y Ley de Dependencia

En un contexto de dificultad económica y con eleva-
das tasas de desempleo, dedicar recursos al desarrollo e 
implantación de los servicios sociales, en especial a las 
infraestructuras y servicios que garantiza la Ley de Pro-
moción de la Autonomía y Atención a la Dependencia, 
es una de las mejores formas de contribuir a conseguir 
un modelo de crecimiento más equilibrado y sostenible 
de creación de empleo estable, cualificado y no deslo-
calizable.

Por todo ello, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a:

1. Impulsar que el Consejo Territorial del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia acuer-
de la cartera de prestaciones para el Grado 1 del Siste-
ma para la Autonomía y Atención a la Dependencia.

2. Desarrollar el servicio de ayuda a domicilio, ya 
que ofrece oportunidades de empleo a amplios colecti-
vos que en una situación como la actual tienen muy 
difícil incorporarse a otros ámbitos de la actividad pro-
fesional y que, además, debería ser la principal presta-
ción demandada por los beneficiarios de Grado l de la 
Ley de Dependencia a partir del 2011.

3. Impulsar los servicios de promoción de la auto-
nomía personal para que mediante la asistencia y for-
mación en tecnologías de apoyo y adaptaciones contri-
buyan a facilitar la integración social y laboral de las 
personas con discapacidad física, sensorial, intelectual 
o enfermedad mental, desarrollando la figura del asis-
tente personal como refuerzo a la autonomía y a la vez 
generadora de empleo.

4. Avanzar en las estrategias de coordinación 
sociosanitaria para dar mejor atención a los ciudadanos 
y hacer más eficiente la provisión de los servicios, con-
cretando en un Libro Blanco aquellas prácticas que la 
hagan efectiva.

Propuesta de resolución núm. 25

Estrategia española en ciencia e innovación

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

I. Elaborar una propuesta de Estrategia Española 
de Ciencia y Tecnología en el marco del proyecto de 
Ley de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación.

II. Intensificar los programas de apoyo a los cen-
tros de investigación de mayor excelencia para mejorar 
su competitividad nacional e internacional, poniendo 
en marcha un nuevo enfoque de financiación de largo 
plazo basado en un proceso de reconocimiento interna-
cional objetivo, incorporando criterios de evaluación 
que reflejen la fortaleza de las instituciones y su capaci-
dad de atraer talento, y garantizando una adecuada ren-
dición de cuentas.

III. Impulsar la investigación en áreas prioritarias 
para nuestro sistema de I+D+i que cuenten con un 
potencial de crecimiento significativo para nuestra 
competitividad y liderazgo internacional, como son las 
ciencias de la salud y la energía.

IV. Impulsar aquellas actuaciones que desde el 
ámbito de la ciencia y la innovación incidan en la com-
petitividad de nuestra economía, prestando especial 
atención a medidas que fomenten la transferencia al 
sector privado de los resultados de la actividad investi-
gadora realizada en universidades y organismos públi-
cos, la capacidad innovadora de nuestras empresas y el 
apoyo al espíritu emprendedor.

Propuesta de resolución núm. 26

Industria

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Continuar evaluando y potenciando las políti-
cas públicas orientadas a preservar y fortalecer nuestros 
sectores estratégicos industriales, impulsando activida-
des industriales de alto valor añadido.

2. Efectuar, a través de los observatorios industria-
les sectoriales, un seguimiento y análisis continuo de 
los efectos generados por la actual crisis económica y 
financiera en el tejido productivo nacional.

3. Impulsar la demanda y la industrialización de 
vehículos eléctricos en España mediante el estableci-
miento de acciones concretas que contribuyan a la 
atracción de inversiones en este ámbito.

4. Continuar con las políticas de reindustrializa-
ción en los territorios situados en el mapa de incentiva-
ción regional.

5. Presentar, antes de que finalice 2010, un Plan 
Integral de Política Industrial para el horizonte 2020 
que contribuya, a largo plazo, a redefinir nuestro tejido 
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productivo en términos de competitividad, innovación 
y sostenibilidad, aumentando el peso de la actividad 
industrial sobre el conjunto de la actividad económica.

6. Favorecer el acceso a la financiación de los 
jóvenes emprendedores, poniendo a su disposición ins-
trumentos de financiación adaptados a sus necesidades 
y promover la cooperación entre los centros que pres-
tan servicios de apoyo a los emprendedores en general. 
Asimismo, impulsar programas de formación en el 
ámbito de la creación de empresas.

7. Promover el acceso de las PYMEs a instrumen-
tos y mercados de financiación, facilitando, a su vez, a 
este tipo de empresas un sistema de garantías equilibra-
do y eficiente, y poniendo en marcha aquellas actuacio-
nes que permitan asegurar la continuidad de aquéllas, 
que, siendo solventes y viables, estén en peligro de des-
aparecer.

8. Poner en marcha las actuaciones necesarias 
para que, de forma continuada, se produzca un incre-
mento del tamaño de las PYMEs de nuestro país para 
facilitar ganancias de competitividad. Asimismo, pro-
mover el intercambio de buenas prácticas, públicas y 
privadas, de fomento de la capacidad y la cultura empre-
sarial, así como potenciar la formación de gestores y de 
servicios de consultoría para ayudar a que las PYMEs 
ganen en tamaño empresarial.

9. Potenciar la responsabilidad social empresarial 
(RSE), así como aumentar la capacidad de las organiza-
ciones intermediarias, que ofrecen servicios a 
las PYMEs, para que difundan y ayuden a introducir 
la RSE en la PYME.

10. Continuar impulsando la inversión en I+D+i, 
favoreciendo, a su vez, la innovación mediante el apoyo 
a la creación y el desarrollo de clusters de empresas, así 
como la incorporación y adaptación activa de tecnolo-
gías emergentes, especialmente en el ámbito de 
las PYMEs.

11. Fomentar en la PYME el conocimiento y la uti-
lización de los derechos de propiedad industrial para 
potenciar su competitividad y su capacidad innovadora.

Propuesta de resolución núm. 27

Impulso del sector turístico y estrategia de imagen de 
España

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Continuar impulsando la ejecución del Plan del 
Turismo Español Horizonte 2020.

2. Continuar impulsando la renovación de las 
infraestructuras turísticas mediante el Plan FuturE, en 
colaboración con el ICO, para facilitar el acceso al cré-
dito por parte de las empresas turísticas, en particular 
las PYMEs.

3. Favorecer la renovación de nuestros destinos 
turísticos consolidados mediante la ejecución de los pla-
nes de recualificación de destinos turísticos maduros.

4. Luchar contra la desestacionalización de la 
demanda turística, impulsando el turismo social 
mediante el programa Turismo Senior Europa.

5. Continuar favoreciendo la colaboración del 
MITYC con entidades públicas y privadas para la mejo-
ra de nuestra oferta turística.

6. Desarrollar una estrategia de imagen de España 
que contribuya a potenciar la oferta turística española 
en el mercado internacional que fortalezca la marca 
España como un referente de eficiencia y modernidad.

7. Continuar fomentando el conocimiento y la 
innovación en el sector turístico a través del Centro de 
Innovación e Inteligencia Turística, Intelitur.

Propuesta de resolución núm. 28

Asuntos exteriores y cooperación

Tras la Presidencia rotatoria del Consejo de Unión 
Europea, la política exterior y de cooperación interna-
cional para el desarrollo de España se ha de marcar una 
serie de objetivos y líneas de actuación que den conti-
nuidad y fortalezcan el proyecto europeo, reafirmando 
su capacidad de influencia a escala global y de compro-
miso con los retos a los que debe hacer frente el con-
junto de la comunidad internacional.

Por todo ello, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a:

1. En el marco de aplicación del nuevo Tratado de 
Lisboa y de coordinación con las Presidencias siguien-
tes belga y húngara.

a) Impulsar el despliegue y la organización del 
Servicio Europeo de Acción Exterior, tras el acuerdo 
político sobre su creación alcanzado por la Presidencia 
española en Madrid, con la aportación de los medios 
humanos que correspondan a España.

b) Consolidar la Unión por el Mediterráneo 
(UpM), impulsando los trabajos de su Secretariado, 
establecido en Barcelona, y la ejecución de los progra-
mas de cooperación regional acordados, contribuyendo 
en especial al relanzamiento del proceso de paz israelo-
palestino.

c) Asegurar en el ámbito iberoamericano, el segui-
miento de los acuerdos alcanzados bajo Presidencia 
española de la Unión Europea con Centroamérica, 
Colombia y Perú, así como el apoyo al proceso de 
negociaciones de la Comisión Europea, para concluir 
un Acuerdo de Asociación con Mercosur.
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d) Dar continuidad al diálogo con las autorida-
des de Cuba, favoreciendo la puesta en libertad de 
todos los presos de conciencia y, en consideración a 
que se están produciendo las condiciones necesarias 
para ello, establecer un nuevo marco de relaciones 
bilaterales entre Cuba y la Unión Europea, para cuya 
negociación será necesario un mandato al Consejo 
Europeo.

2. En el contexto de las prioridades de la nueva 
agenda global:

a) Contribuir a la consecución de los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio, renovando el compromiso polí-
tico y financiero de la comunidad internacional con la 
lucha contra la pobreza, en la Reunión de Alto Nivel de 
Naciones Unidas que tendrá lugar el próximo mes de 
septiembre, potenciando el liderazgo de España en el 
Grupo de Impulsores de los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio, cuya co-presidencia, el Secretario General de 
Naciones Unidas ha encomendado ejercer al Presidente 
del Gobierno de España.

b) Impulsar la coordinación de la posición de 
la UE y la de los grandes países industrializados y 
emergentes en la búsqueda de consensos con los países 
iberoamericanos, superando las anteriores limitaciones 
que condicionaron la consecución de los objetivos mar-
cados en Copenhague, y asegurar los resultados que 
deben alcanzarse en la próxima Conferencia de Cancún 
sobre Cambio Climático.

c) Profundizar el compromiso en materia de Dere-
chos Humanos potenciando la elección de España como 
miembro en el Consejo de Derechos Humanos de 
Naciones Unidas y prestando especial atención a las 
cuestiones de igualdad de género.

3. Para consolidar la modernización de nuestra 
acción exterior y su adecuación a los retos del Siglo XXI, 
impulsar la tramitación de las modificaciones legislati-
vas necesarias en materia de Acción y servicio exterior 
del Estado, Convenios y Tratados internacionales y 
Cooperación Internacional para el Desarrollo.

Propuesta de resolución núm. 29

Política de vivienda

El Congreso de los Diputados, con el objeto de 
garantizar el derecho fundamental a la vivienda, favo-
recer la emancipación de nuestros jóvenes y contribuir 
a la sostenibilidad del sector, insta al Gobierno a:

1.º Mantener la Renta Básica de Emancipación y 
garantizar, mediante un crédito ampliable, los recursos 
que permitan su cobertura a todos aquellos jóvenes que, 

cumpliendo los requisitos establecidos, soliciten la 
ayuda.

2.º Que, teniendo en cuenta los resultados del 
cumplimiento del programa 2009 del Plan Estatal de 
Vivienda y Rehabilitación 2009-2012 por las Comuni-
dades Autónomas, se garantice que las líneas de actua-
ción más demandadas, alquiler y rehabilitación, sean 
los ejes prioritarios de la política de vivienda del 
Gobierno de España.

Propuesta de resolución núm. 30

Mejora de la seguridad vial

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Trabajar en la mejora de la seguridad de los 
desplazamientos relacionados con el trabajo —tanto 
dentro de la jornada como al ir o volver al centro de 
trabajo—, contemplando, como actuación estratégica, 
incluirlo en el Plan Estratégico de Seguridad Vial para 
el período 2011-2020, insistiendo en su dimensión pre-
ventiva, con una campaña de comunicación específica 
y promoción de cursos de conducción segura como 
práctica empresarial, y elaborando y presentando con 
periodicidad anual, un informe sobre la evolución de 
los accidentes de trabajo en los desplazamientos de los 
trabajadores y sus principales características.

2. Incorporar la seguridad vial en los programas 
de formación de los trabajadores y empresarios en pre-
vención de riesgos laborales, modificando los conteni-
dos mínimos de los programas de formación para el 
desempeño de las funciones de Delegado de Preven-
ción.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate Política General en torno al estado de la Nación, 
formula la siguiente propuesta de resolución en defensa 
de la estabilidad institucional.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 31

Exposición de motivos

La Constitución española nació de la voluntad 
democrática de todos los españoles y lo hizo precisa-
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mente para garantizar la convivencia democrática, en 
libertad, justicia y solidaridad.

La Constitución dio respuesta a los valores y a las 
inquietudes compartidas por la inmensa mayoría de los 
ciudadanos de toda España. Nació en 1978 como el 
producto de un esfuerzo colectivo por construir un lugar 
de encuentro de tendencias políticas, territoriales o 
sociales en otros tiempos enfrentadas.

Nuestra Constitución es, por encima de todo, un 
Pacto, el fruto de un consenso. Fue expresión de la 
voluntad de concordia democrática que hiciera posible 
un espacio de convivencia en libertad, un gran proyecto 
de futuro, en el que nos dimos entre todos y para todos 
unas reglas de juego que, no siendo expresión de ningu-
na ideología concreta, lo podrían ser de todas ellas.

En los años de vigencia de la Constitución, gracias 
al esfuerzo de los ciudadanos y a la labor responsable 
—casi siempre— de los dirigentes políticos, hemos 
sabido construir una sociedad democrática de las más 
avanzadas del mundo.

Asimismo, la Constitución ha posibilitado un proceso 
descentralizador que ha superado con mucho las expecta-
tivas que podían tener la mayor parte de los actores y 
observadores de 1978. Este proceso ha permitido acceder 
a unas cotas de autogobierno que colocan a España entre 
los países del mundo más descentralizados. Un autogo-
bierno que no sólo se manifiesta en el porcentaje de gastos 
e ingresos que gestiona, sino también por la trascendencia 
de las competencias que ha hecho propias.

Estos son los valores de nuestra Constitución y no 
otros. Y este es el Pacto al que llegamos los españoles 
para recuperar nuestra libertad y que nos ha dado una 
estabilidad democrática e institucional que no podemos 
poner en riesgo.

El Partido Popular quiere que se mantenga el Pacto 
Constitucional y por eso convocamos a todas las fuerzas 
políticas a preservar lo que nos ha mantenido unidos y al 
mismo tiempo ha sido garantía de nuestra diversidad.

Y los principales responsables del mantenimiento de 
ese Pacto son los poderes públicos. Por eso, cumplir y 
hacer cumplir las leyes se convierte así en el principio fun-
damental de la estabilidad institucional de un país contri-
buyendo a fortalecer el prestigio de nuestras instituciones.

Sólo si se cumple este principio se asegura el nor-
mal funcionamiento de la democracia y únicamente 
logrando un consenso básico en los principales valores 
que sustentan el proyecto común de una nación podre-
mos levantar un sólido edificio institucional en el que 
todos nos sintamos representados.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular for-
mula la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Preservar y reestablecer los consensos constitu-
cionales sobre nuestro modelo de Estado de las Auto-
nomías, como proyecto común de futuro que garantiza 

la libertad, la igualdad, la justicia y la solidaridad de los 
españoles y la estabilidad institucional necesaria para 
ganar en prosperidad y bienestar y fortalecer nuestro 
lugar en Europa y en el mundo.

2. Cumplir y garantizar el cumplimiento del orde-
namiento jurídico, en el que la Constitución es la Ley 
Suprema de la que emanan el resto de normas, así como 
la interpretación de las mismas que derivan de las sen-
tencias que dictan los Jueces y Tribunales.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 197 y siguientes del vigente 
Reglamento de la Cámara, con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación, formu-
la la siguiente propuesta de resolución sobre la puesta 
en marcha de un plan global de medidas para la recupe-
ración económica y la creación de empleo.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 32

La economía española es, de todas las grandes econo-
mías desarrolladas, la que más está sufriendo los efectos 
de la crisis económica, en el mercado de trabajo, en las 
cuentas públicas y en su capacidad de crecimiento.

Desde el inicio de la crisis, en España se ha destruido 
el 64% de todo el empleo destruido en la zona euro, y 
el 39% en toda la Unión Europea. La tasa de paro en 
España, 20,05%, duplica la media de la Unión Europea.

Nuestras cuentas públicas han sufrido un desajus-
te sin precedentes, en cuantía y en ritmo de deterioro 
y la recuperación económica en España está siendo 
la más tardía y la más débil de las grandes econo-
mías europeas.

El Partido Popular ha venido denunciando la acu-
mulación de estos desequilibrios y proponiendo reco-
mendaciones para su corrección, que el Gobierno ha 
ignorado reiteradamente.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular for-
mula la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

Poner en marcha un plan global y un calendario urgen-
te de reformas para recuperar una senda de crecimiento 
sostenible y de creación de empleo, en particular:

a) Una política económica que favorezca el creci-
miento generador de empleo, la economía productiva, 
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el funcionamiento competitivo de los mercados y la 
sostenibilidad de las finanzas públicas, mediante la 
adopción de medidas decididas, concretas y creíbles de 
control del gasto público y de austeridad en la actua-
ción de todas las Administraciones Públicas, que evite 
el recorte de derechos a los vulnerables, como la con-
gelación de las pensiones y, respete los Pactos políticos 
del Estado de Bienestar, como el Pacto de Toledo.

b) Impulsar una reforma de las Administraciones 
Públicas con objeto de evitar solapamientos, definir 
bien los límites competenciales y garantizar los recur-
sos necesarios para la prestación adecuada de los servi-
cios públicos

c) Una política fiscal que favorezca la actividad 
económica y la base recaudatoria de la Hacienda públi-
ca, través de:

1. Garantizar la sostenibilidad de las finanzas 
públicas e impulsar la austeridad presupuestaria, traba-
jando por la consecución de un acuerdo nacional, polí-
tico, social y territorial para acometer las reformas que 
hagan viables nuestros servicios públicos. Dicho acuer-
do debería incluir la constitucionalización de las leyes 
de estabilidad presupuestaria que supongan:

• Recuperar el «concepto de estabilidad presupues-
taria» como aquella situación de equilibrio o superávit, 
tal y como se definió en la redacción original de la 
Ley.

• Establecer techos de gasto para todas las Admi-
nistraciones Públicas que garanticen el cumplimiento 
de los objetivos de estabilidad presupuestaria.

• Reforzar los límites y el control del endeudamien-
to e incluya los compromisos de gastos para los próxi-
mos años.

2. Un marco fiscal predecible, eficiente y estable, 
que genere confianza para los consumidores y favorez-
ca a los emprendedores, evitando nuevas subidas de 
impuestos que puedan distorsionar las decisiones eco-
nómicas y desincentivar la creación de empleo, impi-
diendo la recuperación del mercado de trabajo, la acu-
mulación de ahorro y la inversión.

3. La intensificación de la lucha contra el fraude 
fiscal y la mejora de la gestión tributaria, evitando 
amnistías fiscales y garantizando el estricto cumpli-
miento de las obligaciones fiscales de los contribuyen-
tes, para toda clase de renta e independientemente de 
dónde ésta se haya generado.

d) La reestructuración, saneamiento y consolida-
ción del sistema financiero de forma urgente, que 
garantice su solvencia y la disponibilidad de crédito 
para todos los agentes y sectores económicos sin res-
tricciones, en particular, para familias, PYMEs y autó-
nomos, que tienen que ser los artífices de la recupera-
ción económica.

e) Una modernización de las relaciones laborales, 
que reduzca la dualidad en el mercado de trabajo, 
potenciando la contratación indefinida, mejore la nego-
ciación colectiva, buscando referenciar los salarios a la 
productividad, ampliando sus espacios y permitiendo 
de manera efectiva la adaptabilidad de los convenios al 
entorno productivo y de la empresa, flexibilice las con-
diciones de trabajo, fomente la formación profesional 
para mejorar su calidad y adecuarla a las exigencias del 
mercado y luche el absentismo laboral.

f) La puesta en marcha de un plan de empleo 
joven, que recoja medidas para facilitar la inserción 
laboral de los jóvenes españoles, establezca ayudas y 
bonificaciones dirigidas a los emprendedores menores 
de 35 años e impulse la formación profesional vincula-
da a la empresa.

g) La definición de un modelo energético eficien-
te, competitivo y sostenible, de forma que el principal 
objetivo de la política energética sea la revisión de los 
costes del sistema para evitar la subida de las tarifas y 
peajes. Concretamente:

• Realizar un análisis del resultado y los objetivos 
de su actual política energética con el fin de poder 
definir, desde el consenso, el escenario de partida 
(“punto cero”) sobre el que afianzar la nueva planifi-
cación estratégica de la política energética española. 
Por lo tanto, el Gobierno tendría que compartir los 
posibles escenarios realistas que proyecten las necesi-
dades de oferta en función de la demanda futura, la 
evolución de las restricciones de garantía de suminis-
tro y medioambientales, y especialmente el impacto 
que las distintas decisiones y opciones tendrían sobre 
los precios de la energía y la competitividad de los 
sectores empresariales.

• Reconsiderar los aspectos contradictorios e inefi-
cientes de la actual política energética, que nos alejan 
de resolver los retos específicos de nuestro mercado 
energético, así como del objetivo 20-20-20 de la Unión 
Europea. Y, en concreto:

a) La reconsideración por parte del Gobierno de la 
decisión del Consejo de Ministros de cerrar la central 
nuclear de Santa María de Garoña.

b) Garantizar que el mix y el resto de decisiones 
que se pudieran acordar en materia de política energéti-
ca no lleven a incremento alguno de precios y tarifas 
energéticas.

• Velar por aumentar la competencia en aquellas eta-
pas del proceso de generación y comercialización energé-
tica donde se aprecien restricciones o situaciones de exce-
sivo dominio de mercado en línea con las recomendaciones 
de la Comisión Nacional de Competencia, potenciando la 
libertad de contratación, impulsando el funcionamiento de 
los contratos bilaterales y a plazo, garantizando la unidad 
de mercado y reforzando el papel de los órganos de con-
trol, regulación y consulta, la CNE y el CSN.
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• Insistir en el mantenimiento y profundización de 
las políticas de ahorro y eficiencia energética, incluyen-
do, entre otras medidas, a las empresas de servicios 
energéticos. Los principales ámbitos de actuación 
incluirán el transporte, incluido el análisis del potencial 
del vehículo eléctrico, el residencial y el empresarial.

• Instar a las autoridades comunitarias y a las de los 
países limítrofes a incrementar de forma sustancial las 
interconexiones internacionales de electricidad y gas en 
línea con los compromisos asumidos reiteradamente 
por el Consejo Europeo.

h) Un Plan Industrial para la mejora de la competi-
tividad del tejido industrial español, que recupere la 
capacidad de la industria española como motor del creci-
miento y creación de empleo, que especialmente apueste 
por la internacionalización de las empresas, para conso-
lidar un crecimiento equilibrado y sostenible y que apoye 
y estimule las actividades y sectores de alto contenido 
tecnológico para acercar los recursos que la economía 
dedica a las actividades de I+D+I a la media europea.

i) Un Plan estratégico de apoyo al sector turístico 
que le permita mejorar su posición competitiva frente 
a nuevos mercados y destino emergentes y mantener 
su contribución al PIB nacional. Para ello se aplicará 
el tipo del IVA del 4% a la prestación de servicios 
relacionados con el sector turístico (hoteles, restau-
rantes, transporte de pasajeros, etc.). Además, en par-
ticular y, teniendo en cuenta que el presente año es 
Año Santo Xacobeo, se apoye decididamente por el 
Gobierno la promoción de actos que contribuyan a la 
atracción de peregrinos a este excepcional evento cul-
tural y turístico.

j) Fomento de la competencia y unidad de merca-
do a través de una Ley de Unidad de Mercado que 
garantice la libertad económica en toda España, fomen-
te la competencia, promueva la vigilancia de los precios 
y la igualdad en el acceso a los bienes y servicios. Ade-
más, es fundamental garantizar la independencia y 
transparencia de los organismos reguladores, que evite 
injerencias políticas para dotar de certidumbre y con-
fianza a los agentes económicos.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 197 y siguientes del vigente 
Reglamento de la Cámara, con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación, formu-
la la siguiente propuesta de resolución sobre la elabora-
ción de unos presupuestos realistas y austeros para salir 
de la crisis.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 33

La economía española se encuentra en una fase de 
estancamiento, tras siete trimestres en recesión, que 
requiere de una combinación de políticas económicas 
adecuadas que le permitan transitar lo más rápidamente 
hacia el crecimiento económico generador de empleo. 
Estas políticas deben, a su vez, procurar el estricto 
cumplimiento de los objetivos de consolidación presu-
puestaria.

La principal herramienta de política económica del 
Gobierno son los Presupuestos Generales del Estado. 
Así, las cuentas del Estado para el próximo año serán 
cruciales para la salida de la crisis que sigue afectando 
a nuestro país.

En primer lugar, los presupuestos deben concretar 
las medidas para cumplir con los objetivos de déficit 
anunciados por el Gobierno y transmitidos a la Comi-
sión Europea. El objetivo de déficit para el Estado es 
del 6% para 2010 y del 2,3% para 2011, después de 
cerrar 2009 con un déficit del 9,5%. Esto quiere decir 
que en dos años el Estado tendrá que reducir el déficit 
en 7,2 puntos y el conjunto de las Administraciones 
Públicas en 5,2 (del 11,2% al 6%).

La Comisión Europea ya ha manifestado que la 
reducción del gasto en 2011 deberá ser de 19.000 millo-
nes, apuntando que la reducción del 10.000 millones en 
el techo de gasto anunciado por el Gobierno puede 
resultar insuficiente para cumplir con el objetivo de 
déficit.

Por otro lado, para sentar las bases de un nuevo 
modelo de crecimiento generador de empleo no sólo es 
importante el volumen de gasto, sino su composición, 
siendo esencial que el recorte incida fundamentalmente 
en el gasto corriente, improductivo y preservando el 
gasto de capital, por su impacto positivo en la producti-
vidad y competitividad de la economía nacional.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular pre-
senta la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
adoptar las siguientes medidas para la elaboración de 
unos presupuestos realistas y austeros para anticipar la 
recuperación económica y la generación de empleo, 
cumpliendo con los objetivos de estabilidad presupues-
taria y con las recomendaciones de la Comisión Euro-
pea en esta materia:

1. Reducir el gasto no financiero en términos 
homogéneos en los PGE para 2011 al menos en 20.000 
millones de euros con respecto a la previsión de cierre 
de 2010.

2. Establecer unas previsiones macroeconómicas 
realistas, que eviten desajustes bruscos en la ejecución 
presupuestaria como los registrados en el presupuesto 
para 2009.
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3. Evitar seguir haciendo recaer el mayor peso de 
la crisis económica en los contribuyentes a través de 
nuevas subidas de impuestos a los trabajadores, aho-
rradores, PYMEs y autónomos, o consumidores en 
general.

4. Reducir el gasto superfluo e improductivo, en 
especial el vinculado a la estructura del Gobierno, evi-
tando nuevos recortes injustos de gasto en pensiones, 
dependencia, prestaciones no contributivas para fami-
lias necesitadas y otros gastos sociales esenciales.

5. Apostar por la inversión productiva, incremen-
tando la participación de los capítulos de gasto de capi-
tal en el presupuesto total, en detrimento de la contribu-
ción de los capítulos de gasto corriente.

6. Mantener la participación de los gastos en la 
política de l+D+i, educación y formación en el presu-
puesto total.

7. Garantizar el cumplimiento de los compromi-
sos asumidos por el Gobierno en el marco de los Presu-
puestos Generales del Estado, en particular, las prome-
sas de inversión recogidas en el Plan Canarias.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 197 y siguientes del vigente 
Reglamento de la Cámara, con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación, formu-
la la siguiente propuesta de resolución sobre una políti-
ca fiscal justa y que genere confianza.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 34

Exposición de motivos

La crisis económica está afectando de forma muy 
grave a los autónomos y a las pequeñas y medianas 
empresas, que se enfrentan a cada vez más problemas 
de liquidez y reducción de actividad. Esta circunstancia 
está poniendo en riesgo multitud de empleos, así como 
la propia supervivencia de miles de empresas.

Las Pequeñas y Medianas Empresas y los autóno-
mos representan más del 95% de las empresas españo-
las y son, sin ningún lugar a dudas, la fuente fundamen-
tal de creación de empleo de nuestra economía.

Desde mayo de 2009 hasta junio de 2010, se han 
dado de baja en la Seguridad Social 92.314 autónomos 
en nuestro país y se han cerrado 35.687 empresas, de 
las cuales, 35.498 son PYMES. Desde el inicio de la 
crisis en el segundo trimestre de 2008, se han dado de 

baja en la Seguridad Social 263.872 autónomos y cerra-
do 127.202 empresas, de las cuales 126.864 
son PYMES.

Todo ello ha tenido un efecto negativo en la econo-
mía, y muy en particular en el empleo, y ha llevado la 
tasa de paro por encima del 20%, 4.612.700 parados, 
según la EPA del primer trimestre de 2010.

Para hacer frente a esta situación, el Grupo Parla-
mentario Popular ha presentado multitud de iniciativas 
de apoyo a las PYMES y a los autónomos, muchas de 
las cuales han sido aprobadas por el Pleno de la Cáma-
ra. Una de ellas, aprobada por unanimidad, proponía 
permitir que las PYMES y los autónomos no tributasen 
por el IVA de las facturas pendientes de cobro y aún no 
se ha puesto en marcha por el Gobierno. Otra medida, 
la Proposición de Ley de medidas para luchar contra la 
morosidad en las operaciones comerciales, que ha sido 
aprobada recientemente por las Cortes Generales y ha 
contado con el apoyo y las aportaciones del Grupo Par-
lamentario Popular, va a suponer una mejora de la liqui-
dez de miles de PYMES y autónomos.

Pese a ello, las últimas medidas que ha tomado el 
Gobierno, junto con el retraso en la puesta en marcha 
de las necesarias reformas estructurales, han empeora-
do el nivel de confianza de los españoles y analistas 
internacionales en la evolución de la economía, pudien-
do todo ello significar una recaída de la actividad.

A todo ello se une la falta de acceso al crédito y del 
retraso en los pagos de clientes que estrangulan al teji-
do empresarial español.

Según la Encuesta sobre el acceso de las PYMES a 
la financiación ajena, elaborada por las Cámaras de 
Comercio, el 80% de las pequeñas y medianas empre-
sas que acudieron a una entidad a pedir un crédito 
(un 64% del total de las PYMES) tuvieron problemas 
de acceso a la financiación, y además, el 17% de 
las PYMES tendrán dificultades para mantener su acti-
vidad en los próximos meses a consecuencia de la falta 
de crédito financiero.

Por todo ello el Grupo Parlamentario Popular pre-
senta la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
adoptar las siguientes medidas de política fiscal prede-
cible, eficiente y estable, que genere confianza para los 
consumidores y favorezca a los emprendedores, evitan-
do nuevas subidas de impuestos que puedan distorsio-
nar las decisiones económicas y desincentivar la crea-
ción de empleo, impidiendo la recuperación del 
mercado de trabajo, la acumulación de ahorro y la 
inversión. Y en particular:

1. Permitir que las PYMES y los autónomos no 
tributen por IVA por las facturas pendientes de cobro, 
tal y como se aprobó por mayoría en esta Cámara.

2. Reducir en cinco puntos el tipo impositivo en el 
Impuesto de Sociedades para el caso de las PYMES y 
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en el IRPF para el caso de los autónomos, de forma 
permanente y sin condiciones.

 3. Ampliar la condición de empresa de reducida 
dimensión, a efectos de tributación en el impuesto sobre 
Sociedades, pasando de 8 millones a 12 millones de 
euros.

4. Elevar el coeficiente de deducción en el impues-
to sobre Sociedades por pérdidas por insolvencias de 
clientes del 1% al 3% del saldo de deudores a final del 
ejercicio.

5. Establecer un procedimiento que permita la 
compensación de deudas tributarias pendientes de pago 
por PYMES y autónomos, con deudas reconocidas y 
pendientes de cobro, por cualquier concepto, proceden-
te de cualquiera de las administraciones públicas (esta-
tal, autonómica o local), mediante la creación de una 
“Cuenta fiscal Tributaria con las Administraciones 
Públicas”.

6. Eliminar las trabas administrativas innecesarias 
en la devolución mensual del IVA, en el marco de nue-
vos mecanismos de lucha contra el fraude.

7. Mejorar la gestión tributaria e intensificar la 
lucha contra el fraude, evitando amnistías fiscales y 
garantizando el estricto cumplimiento de las obligacio-
nes fiscales de los contribuyentes, para toda clase de 
renta e independientemente de dónde ésta se haya gene-
rado.

8. Mantener y potenciar los incentivos a la inter-
nacionalización de la empresa.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula la siguiente propuesta de resolución, 
con el objeto de adoptar una Estrategia de Nuevas polí-
ticas.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 35

La actual situación de crisis económica hace nece-
sario adoptar una Estrategia de Nuevas políticas que 
contribuya a superar la crisis económica y diseñen un 
horizonte a largo plazo de prosperidad para nuestro 
país.

La estabilidad de nuestro bienestar debe quedar ase-
gurada frente a contingencias internacionales o cam-
bios de gobierno. La prosperidad debe ser estructural. 

Ha de enraizarse en el tejido social y adaptarse flexible-
mente a un entorno competitivo dinámico y en perma-
nente transformación.

Para conseguir estos objetivos, hace falta coordinar 
la suma de tres factores: educación de calidad, competi-
tividad científica y tecnológica y autonomía energética.

La educación de calidad es el eje sobre el que debe 
vertebrar todo el diseño de la Estrategia de Prosperidad 
de España. Nuestro país ha de disputar un segmento de 
calidad especializado en el mercado global. Para ello la 
formación es una prioridad que debe ir definiendo nues-
tro posicionamiento económico internacional. De 
hecho, existe una estrecha relación entre nivel formati-
vo y empleabilidad. Una circunstancia que está relacio-
nada con la competitividad y la flexibilidad adaptativa 
que las personas mejor formadas acreditan en el merca-
do laboral a la hora de afrontar los cambios de registro 
económico que se producen como consecuencia de la 
innovación y la creatividad empresarial. Por tanto, cual-
quier reforma educativa debe partir de esta premisa y 
ha de ser pensada desde parámetros orientados hacia la 
excelencia competitiva de quienes acceden al sistema 
educativo.

Pero este esfuerzo transformador de la educación a 
partir de su calidad competitiva debe relacionarse con 
el despliegue de una política de innovación orientada 
hacia nuestra fortaleza tecnológica y científica, siendo 
aquí la Universidad una pieza básica en el engranaje de 
un diseño que debe relacionar intensamente el talento 
innovador con el tejido productivo. Y todo ello a partir 
de una ambiciosa política de I+D+i que, además, debe 
priorizar su funcionamiento de acuerdo con un diseño 
de cooperación internacionalizada, sumando esfuerzos 
y trazando redes de cooperación global que favorezcan 
la internacionalización de nuestro tejido de I+D+i.

Relacionado con lo anterior está la energía como 
otra de las piezas vehiculares de nuestra prosperidad. 
Aquí, el objetivo de lograr una autonomía energética ha 
de coordinarse con el logro de un entorno de sostenibi-
lidad medioambiental que permita sumar eficiencia y 
competitividad con calidad y bienestar de vida. En ello 
la política de I+D+i debe actuar como un soporte pro-
positivo de iniciativas y desarrollos innovadores que 
permitan dibujar un horizonte de autonomía energética 
adaptado a nuestras demandas de crecimiento y compe-
titividad.

Finalmente, todas estas políticas deben llevarse a 
cabo dentro del objetivo prioritario de atender las exi-
gencias asumidas por la Unión Europea de Lucha con-
tra el Cambio Climático, tal y como ha sido reiterada-
mente expresado en las resoluciones de los sucesivos 
Consejos Europeos. En ese contexto España debe 
afrontar el triple reto de, en el año 2020, reducir las 
emisiones de gases de efecto invernadero en un 20%, 
ahorrar el 20% del consumo de energía mediante una 
mayor eficiencia energética y promover las energías 
renovables hasta el 20%.
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Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular en el 
Congreso, formula la siguiente propuesta de resolu-
ción:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

En materia de educación no universitaria obligatoria:

• Establecer una Estrategia Nacional para la Mejora 
de la Educación que contemple como objetivos la mejo-
ra de la calidad de la enseñanza, la garantía de las liber-
tades educativas, la defensa del sistema educativo ver-
tebrado y cohesionado en todo el territorio nacional, 
que asegure la igualdad educativa a todos los jóvenes y 
la promoción del profesorado y su reconocimiento 
social.

• Ajustar la estructura de la educación secundaria 
con el fin de adaptarla a las aptitudes e intereses voca-
cionales de los alumnos y facilitar así su permanencia y 
aprovechamiento en el sistema de educación y forma-
ción.

• Implantar los Programas de Cualificación Profe-
sional Inicial para que vayan dirigidos a alumnos de 15 
años con el objeto de obtener el título de Graduado en 
Educación Secundaria y el certificado de profesionali-
dad del nivel 1.

En materia de educación secundaria superior (For-
mación Profesional y Bachillerato):

• Dotar al Bachillerato de una duración de tres años, 
necesaria para que los alumnos puedan alcanzar un 
nivel formativo que garantice el acceso a niveles educa-
tivos superiores en condiciones adecuadas y mantener 
las condiciones de promoción del bachillerato en los 
términos que establece la LOE, no pudiendo pasar con 
más de 2 asignaturas suspendidas.

• Promover una Formación Profesional para el 
empleo, de alta calidad tecnológica, en el marco de la 
formación a lo largo de toda la vida.

• Crear un Plan nacional que fomente la adquisición 
y reconocimiento de las cualificaciones profesionales 
iniciales para acceder al mercado laboral.

En educación universitaria:

• Impulsar una mayor conexión con el mundo 
empresarial adaptando los contenidos formativos a las 
necesidades de la sociedad y fomentar la empleabilidad 
de los graduados.

• Para una mayor relevancia de la financiación asig-
nada a las Universidades y la rendición de cuentas de 
las mismas, las Universidades contarán con un plan 
estratégico donde la definición de objetivos, instrumen-
tos y medios quedarán debidamente precisados en su 
desarrollo temporal.

• Fomentar estudios universitarios de calidad flexi-
bilizando los estudios de grado y postgrado para facili-
tar la movilidad internacional.

• Promover la internacionalización de las universi-
dades, mediante la participación en programas con uni-
versidades de otros países y la movilidad dentro del 
Espacio Europeo de Educación Superior (de docentes, 
alumnos y PAS).

En materia de I+D+i y nuevas tecnologías:

• Recuperar en el proyecto de Presupuestos Gene-
rales del Estado para 2011 la cuantía de los créditos no 
financieros destinados en el ejercicio 2008 a políticas 
de investigación, desarrollo e innovación.

• Renegociar con la Unión Europea los criterios de 
asignación de los fondos FEDER del programa operati-
vo de Economía basada en el conocimiento (POEC), 
así como del fondo tecnológico, para facilitar su absor-
ción y hacer posible la cofinaciación privada de nuevos 
proyectos.

• Conseguir en el marco de una negociación políti-
ca en el seno del Consejo de la Unión Europea, una 
mayor dotación de recursos para el Programa Marco de 
Competitividad e Innovación, con el fin de que sea un 
mecanismo real y efectivo para las políticas de innova-
ción, desde la complementariedad con el VII Programa 
Marco, y fomentando la continuidad de los resultados 
de la I+D generados mediante proyectos de innovación 
que los introduzcan en el mercado.

• Impulsar una política activa de respaldo a los Cen-
tros y Parques Tecnológicos, instrumento esencial para 
el fomento de la innovación en las pequeñas y media-
nas empresas, restableciendo y potenciando los progra-
mas específicos orientados a la I+D+i estratégica, la 
cooperación entre centros y la participación en progra-
mas europeos.

• Crear un marco normativo que reconozca la figura 
de los inversores de proximidad o “business angels” y 
articular los estímulos financieros y fiscales pertinentes 
para facilitar su financiación, al modo del capital-riesgo 
y aplicables tanto a personas físicas como jurídicas.

• Fomentar el intercambio, con carácter temporal o 
permanente, de investigadores entre el sector público y 
el privado a través de incentivos que favorezcan la 
carrera profesional de los investigadores públicos.

• Promover el desarrollo de todas las posibilidades 
que puedan conducir a la creación de empresas de base 
tecnológica, tanto desde los organismos públicos como 
las nacidas del sector privado.

• Propiciar un modelo regulatorio que incentive la 
extensión de Líneas Ultrarrápidas o de Alta Capacidad 
de conexión a Internet por fibra óptica, como uno de los 
factores decisivos que permita el cambio de modelo 
económico hacia una economía basada en el conoci-
miento, conforme a los objetivos de la Agenda Digital 
europea.
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En materia de energía:

• La definición de un modelo energético eficiente, 
competitivo y sostenible, de forma que el principal 
objetivo de la política energética sea la revisión de los 
costes del sistema para evitar la subida de las tarifas y 
peajes. Concretamente:

— Realizar un análisis del resultado y los objetivos 
de su actual política energética con el fin de poder defi-
nir, desde el consenso, el escenario de partida (“punto 
cero”) sobre el que afianzar la nueva planificación 
estratégica de la política energética española. Por lo 
tanto, el Gobierno tendría que compartir los posibles 
escenarios realistas que proyecten las necesidades de 
oferta en función de la demanda futura, la evolución de 
las restricciones de garantía de suministro y medioam-
bientales, y especialmente el impacto que las distintas 
decisiones y opciones tendrían sobre los precios de la 
energía y la competitividad de los sectores empresaria-
les.

— Reconsiderar los aspectos contradictorios e 
ineficientes de la actual política energética, que nos ale-
jan de resolver los retos específicos de nuestro mercado 
energético así como del objetivo 20-20-20 de la Unión 
Europea. Y en concreto

a) La reconsideración por parte del Gobierno de la 
decisión del Consejo de Ministros de cerrar la central 
nuclear de Santa María de Garoña.

b) Garantizar que el mix y el resto de decisiones 
que se pudieran acordar en materia de política energéti-
ca no lleven a incremento alguno de precios y tarifas 
energéticas.

• Velar por aumentar la competencia en aquellas 
etapas del proceso de generación y comercialización 
energética donde se aprecien restricciones o situaciones 
de excesivo dominio de mercado en línea con las reco-
mendaciones de la Comisión Nacional de Competen-
cia, potenciando la libertad de contratación impulsando 
el funcionamiento de los contratos bilaterales y a plazo, 
garantizando la unidad de mercado y reforzando el 
papel de los órganos de control, regulación y consulta, 
la CNE y el CSN.

• Instar a las autoridades comunitarias y a las de los 
países limítrofes, a incrementar de forma sustancial las 
interconexiones internacionales de electricidad y gas en 
línea con los compromisos asumidos reiteradamente 
por el Consejo Europeo.

• Elaborar una Ley Marco de Ahorro y Eficiencia 
Energética que fije objetivos en ahorro y reducción de 
emisiones para todos y cada uno de los sectores, tanto 
los de usos finales (industria, transporte, edificios, etc.) 
como los de transformación de la energía. Así mismo, 
deberá incluir un mecanismo de cooperación público-
privado que permita la participación activa del sector 

energético en el desarrollo de la Ley y en la financia-
ción de sus objetivos.

• Definir un Plan Director 2011-2020 que permita 
alcanzar los objetivos fijados en la citada Ley Marco. 
Para ello, el plan incluirá la partida (plurianual) presu-
puestaria correspondiente así como el desarrollo de 
línea de cooperación pública-privada. Así mismo, y 
como apoyo al desarrollo efectivo de la Ley, el citado 
Plan Director definirá las líneas estratégicas en I+D+i 
que permitan identificar las soluciones más eficaces y 
eficientes en materia de ahorro y eficiencia energética.

• Hacer extensivo a los consumidores domésticos el 
plan de “contadores digitales” con el fin de estimular el 
ahorro energético en los hogares.

En materia de sostenibilidad ambiental:

• Impulsar la ejecución de las obras de regulación 
necesarias, en el proceso de revisión de los Planes 
Hidrológicos de Cuenca, que superen la Declaración de 
Impacto Ambiental y supongan una clara necesidad 
para los usuarios que las demanden, dada la previsible 
situación de incremento de escasez de agua e irregulari-
dad de las precipitaciones, como consecuencia del cam-
bio climático.

• Impulsar la I+D+i en el sector del transporte para 
conseguir vehículos más eficientes y menos contami-
nantes y crear una industria competitiva, sin dejar de 
lado ninguna tecnología.

• Impulsar actuaciones de ahorro y eficiencia ener-
gética y convertir a las administraciones públicas en 
ejemplarizantes en la ejecución de esas medidas.

• Impulsar en coordinación con las Comunidades 
Autónomas y los propietarios forestales, una gestión y 
aprovechamiento sostenible de los montes, con el obje-
tivo de generar valor añadido a sus productos, e incre-
mentar las inversiones en actuaciones preventivas y de 
limpieza de los montes contra los incendios forestales, 
favoreciendo el aprovechamiento de la biomasa fores-
tal, implicando en ello a la población rural, lo que 
redundará en la creación de empleo en el medio.

• Consolidar e incrementar nuestro patrimonio 
forestal, como medio para incrementar la fijación 
de CO

2
 y contribuir a la lucha contra el cambio climáti-

co, a través de un Plan Nacional de Reforestación, en 
colaboración con las Comunidades Autónomas y los 
propietarios de los montes, que suponga una mejora sil-
vícola de las masas forestales para adaptarlas a los nue-
vos condicionantes climáticos.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 197 y siguientes del vigente 
Reglamento de la Cámara, con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación, for-
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mula la siguiente propuesta de resolución sobre la 
Política de Infraestructuras.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 36

Después de más de seis años de gobierno socialista 
se puede afirmar que la política de infraestructuras ha 
sido un auténtico fracaso; con carácter general, las 
infraestructuras de transporte se encuentran muy retra-
sadas.

Durante más de una legislatura y media, los únicos 
logros que ha realizado el Gobierno socialista han sido 
inaugurar y poner en servicio —con retrasos y numero-
sos problemas—, las obras que dejó en avanzado esta-
do de construcción el Gobierno Popular, como por 
ejemplo: el AVE a Barcelona, el de Málaga, el de Valla-
dolid, la nueva terminal T-4 del aeropuerto de Bara-
jas, etc.

Se han dilapidado, por tanto, unos años de bonanza 
económica que hubieran resultado decisivos para cul-
minar unas obras de transporte esenciales para situar a 
España en igualdad de oportunidades para competir 
con nuestros socios europeos.

La actual situación de crisis y el déficit económico 
que ha generado el Gobierno socialista por su propia 
irresponsabilidad a la hora de hacerle frente, no está 
ayudando a la consecución de unos objetivos mínimos 
en la política de infraestructuras, sino a todo lo contra-
rio; retrasa aún más la puesta en servicio y la ejecución 
de lo que ya estaba previsto.

Se ha producido, en consecuencia, una paradójica 
situación en la que el Gobierno anuncia primero que 
saldremos de la crisis con más inversión pública en 
infraestructuras mientras la licitación media de 2009 ha 
descendido un 37% respecto del año anterior.

Es más, en los primeros cinco meses de 2010, la 
licitación de obra ha descendido una media del 15% 
respecto del año anterior. Es de esperar que la actual 
coyuntura haga que el porcentaje de licitación a final de 
este año sea del mismo orden o superior al de 2009.

Los presupuestos generales de 2010 tampoco han 
ayudado a crear empleo y dinamizar la economía; fue-
ron ampliamente criticados por ser irreales, además de 
favorecer claramente a determinados territorios en 
detrimento de otros.

A estos problemas hay que añadir, además, el recor-
te de gasto que debe asumir el Ministerio de Fomento, 
en particular, como consecuencia del Plan de Acción 
Inmediata 2010 que supuso un recorte de 1.760 millo-
nes de euros al presupuesto de Fomento.

Frente a ello, con prisas e improvisación, el 7 de 
abril de este año, el Presidente de Gobierno junto con el 

Ministro de Fomento anunció un Plan Extraordinario 
de Infraestructuras (PEI), para contrarrestar el anterior 
recorte. Se trataba de un ambicioso plan para invertir 
17.000 millones de euros en dos años (2010 y 2011), en 
el que no se aporta ninguna información sobre las infra-
estructuras incluidas en el mismo, y se mantiene aún 
hoy en el silencio más absoluto.

En definitiva, el PEI es, como viene siendo costum-
bre en este Gobierno, un instrumento nacido de la 
invención rápida para disimular el fracaso de un mode-
lo de desarrollo de infraestructuras que no ha sido capaz 
de llevar a buen término el responsable del Ministerio 
de Fomento de este Gobierno y que adolece de un aná-
lisis serio sobre la financiación de obra pública en el 
actual contexto de crisis económica.

El PEI no tiene nada de «extraordinario», puesto 
que lo que anuncia son obras ya previstas en la planifi-
cación ordinaria. Tampoco es un modelo de colabora-
ción público-privada ya que no responde a un modelo 
concesional que traslada los riesgos inherentes al inver-
sor privado. Se trata de una mezcla del modelo alemán 
o pago aplazado y el peaje en sombra o peaje por dispo-
nibilidad, donde se difiere a futuro el pago de la deuda 
generada.

Sin embargo, después de este anuncio, el 12 de 
mayo, el Presidente de Gobierno, en su comparecencia 
sobre el Plan de Austeridad, volvió a anunciar un nuevo 
recorte en infraestructuras, esta vez de 6.045 millones 
de euros, que tiraba por tierra el anunciado PEI. El 
Ministro de Fomento, en su comparecencia para expli-
car el citado plan, no fue capaz de concretar el modelo 
de financiación público-privado que se proponía en el 
plan, ni tampoco precisar las obras que se verían afecta-
das por el último recorte.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular pre-
senta la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Presentar en el plazo de un mes una propuesta 
de recortes de gasto en materia de infraestructuras que 
concrete los compromisos de austeridad anunciados 
por el Gobierno y que se someta a la aprobación por la 
Cámara. Dicha propuesta debe responder a criterios de 
racionalidad económica y de equidad territorial de 
manera que no afecten a obras prioritarias de probada 
rentabilidad económica.

2. Proponer un Plan Extraordinario de Infraestruc-
turas (PEI) que dé prioridad de financiación a aquellas 
obras que incidan directamente en la recuperación de la 
actividad económica de una zona o del conjunto de 
España.

3. Revisar el PEIT 2005-2020 con criterios de pla-
nificación e inversión realista dentro del contexto de 
crisis económica que atravesamos, intentando acortar 
al máximo el horizonte temporal situado en 2020.
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4. Proponer para ello, y a la luz de la vigente ley 
de concesiones, nuevos mecanismos de financiación 
público-privada para la promoción de nuevas infraes-
tructuras de transporte.

5. Restablecer, como criterio general, que las 
infraestructuras de alta velocidad deben dedicarse al 
transporte de pasajeros, y que se fomente el transporte 
de mercancías a través de la mejora de la red conven-
cional de ferrocarriles.

6. Hacer de la seguridad un criterio prioritario en 
la política de infraestructuras de transporte, tanto duran-
te la ejecución de las obras, como en la utilización de 
las mismas. Mejorar las inspecciones de las aeronaves 
y la conservación de las carreteras haciendo especial 
hincapié en los programas de vialidad invernal.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 197 y siguientes del vigente 
Reglamento de la Cámara, con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación, formu-
la la siguiente propuesta de resolución sobre Financia-
ción Local.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 37

Exposición de motivos

La reforma de la financiación y el gobierno local 
está pendiente desde que en noviembre del año 2004 la 
Federación Española de Municipios y Provincias apro-
bara la Carta de Vitoria, con motivo del 25 aniversario 
de los Ayuntamientos Democráticos, y demandara «un 
nuevo Estatuto del Gobierno Local», dentro de los prin-
cipios de autonomía local contenidos en la Carta Euro-
pea de Autonomía Local, que contemplara, entre otras 
materias, el «ámbito competencial propio» de los muni-
cipios, provincias e islas y su conexión con los «medios 
adecuados para ejercitarlas».

Todo ello contenía un denominador común: la impe-
riosa necesidad de elaborar y aprobar una nueva legis-
lación en materia de gobierno local, la adecuación de 
su financiación en función de las competencias asumi-
das y la necesidad de que este nuevo modelo de finan-
ciación de las Entidades Locales se realice de manera 
urgente y simultánea al de las Comunidades Autóno-
mas.

No sólo no se ha llevado a cabo la reforma de la 
financiación local junto con la autonómica, sino que, 

pese a que ya está en vigor el nuevo modelo de finan-
ciación de las Comunidades Autónomas, el Gobierno la 
sigue retrasando, tal y como refleja el anuncio del Vice-
presidente Tercero del Gobierno y Ministro de Política 
Territorial, de que antes de 2011 no habrá un nuevo 
modelo de financiación local.

Esta decisión del Ejecutivo es absolutamente injusta 
y pone en serio riesgo la capacidad de financiación de 
las competencias municipales y la prestación de los servi-
cios públicos y esenciales que demandan los ciudada-
nos. Las haciendas locales están viéndose seriamente 
afectadas por el efecto de la crisis económica en la evo-
lución de la recaudación y en el incremento de los gas-
tos asociados al funcionamiento del Estado de bienestar 
en tiempos de crisis.

Cualquier modificación de la normativa referida a la 
Administración Local debe orientarse a garantizar la 
Autonomía Local, a avanzar en la segunda descentrali-
zación, atribuyendo a las Corporaciones Locales las 
funciones, competencias y responsabilidades que mejor 
pueden gestionar en beneficio de los ciudadanos, a 
modernizar las instituciones, a resolver la prestación y 
financiación de los servicios impropiamente gestiona-
dos por los entes locales, a la reorganización de las 
relaciones de cooperación entre el Estado, las Comuni-
dades Autónomas y los Entes Locales, y a definir el 
modelo de financiación que les garantice el aumento de 
la participación en el gasto público global español.

La futura Ley Básica de Gobierno y Administración 
Local debe profundizar en una verdadera articulación 
política y competencial de los gobiernos locales dentro 
de la arquitectura territorial del Estado, convirtiéndose 
en un verdadero Estatuto Básico del Gobierno Local. 
Pero no será suficiente, si no viene acompañada de un 
nuevo modelo de financiación local, capaz de garanti-
zar el correcto desarrollo de las administraciones loca-
les españolas.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular pre-
senta la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Remitir a la Cámara, antes de que finalice el 
año, el Proyecto de la nueva Ley de Financiación Local, 
conjuntamente con el nuevo Proyecto de Ley Básica de 
Gobierno y Administración Local, que necesariamente 
ha de venir acompañada de la correspondiente memoria 
económica.

2. Poner en marcha, en el plazo de 30 días, la línea 
de crédito ICO directa, en condiciones preferentes, diri-
gida a las Entidades Locales para facilitar el pago de 
deudas firmes e impagadas a empresas y autónomos 
con anterioridad al 30 de abril de 2010, como aprobó 
esta Cámara a través de la Ley de morosidad.
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A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 197 y siguientes del vigente 
Reglamento de la Cámara, con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación, formu-
la la siguiente propuesta de resolución para la defensa 
del Pacto de Toledo.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 38

Exposición de motivos

El conjunto de las fuerzas políticas suscribieron 
en 1995 el Pacto de Toledo, cuyas recomendaciones 
han orientado, sobre la base del máximo consenso polí-
tico y social, las sucesivas reformas producidas en 
nuestro sistema de pensiones.

En 2003 se revisó dicho Pacto, valorando los resul-
tados obtenidos en su aplicación e incorporando un 
nuevo conjunto de recomendaciones que siguen en 
vigor desde entonces.

El objetivo fundamental fue garantizar la sostenibi-
lidad de nuestro sistema de Seguridad Social y facilitar 
su acomodo a las nuevas realidades económicas, socia-
les e institucionales de los últimos años.

El Pacto de Toledo se configuró en su día como una 
malla de protección social para los pensionistas espa-
ñoles. Una red articulada de compromisos, consensos y 
acuerdos para el desarrollo del sistema de protección 
social en España. Había garantías explícitas de que sus 
recomendaciones debían ser cumplidas, con un notable 
espacio para que los Gobiernos sucesivos procedieran a 
su desarrollo. Se entendía que podía existir cierto grado 
de autonomía del Gobierno para fijar prioridades, para 
establecer la gradualidad en el cumplimiento, implanta-
ción y despliegue de las recomendaciones suscritas, 
pero existía el compromiso evidente de todos respecto 
al necesario cumplimiento de tal conjunto de recomen-
daciones.

La decisión del Gobierno de suspender la revalori-
zación de las pensiones para el año 2011, mediante el 
Real Decreto-Ley 8/2010, incumple los contenidos de 
la recomendación undécima del Pacto de Toledo 
de 1995 y en mayor medida aún la recomendación 
segunda del Pacto de Toledo de 2003, que insta a man-
tener el poder adquisitivo de los pensionistas y a conso-
lidar eventuales ganancias de poder adquisitivo deriva-
das de desviaciones del IPC. Además, esta decisión 
implica un perjuicio notable para la confianza y credi-
bilidad de los compromisos suscritos.

Es por ello, por lo que el Grupo Parlamentario Popu-
lar presenta la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

a) Cumplir las recomendaciones contenidas en el 
Pacto de Toledo, plenamente en vigor, para garantizar 
el necesario clima de confianza y lealtad que ha de pre-
sidir su eventual renovación.

b) Preservar los principios de consenso político y 
social, imprescindibles para acometer las reformas 
necesarias de nuestro sistema de pensiones, en orden a 
adecuarlo a los retos demográficos y socio-económicos 
a los que ha de enfrentarse.

c) En particular, restituir la garantía del manteni-
miento del poder adquisitivo de las pensiones de los espa-
ñoles, especialmente relevante en tiempos de crisis econó-
mica. A tal fin, el Gobierno adoptará las medidas 
alternativas de ahorro económico que permitan atender los 
objetivos de reducción del déficit público sin merma de la 
capacidad económica de los pensionistas españoles.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 197 y siguientes del vigente 
Reglamento de la Cámara, con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación, formu-
la la siguiente propuesta de resolución para la protec-
ción del Estado de Bienestar.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 39

Exposición de motivos

El sistema de bienestar, gestado a finales del 
siglo xix y desarrollado a lo largo del siglo xx, consoli-
dó un sistema de protección social que contribuyó a 
garantizar un conjunto de prestaciones sociales al alcan-
ce de amplias capas de la sociedad, especialmente 
aquellas con más dificultades económicas. Así, favore-
ció que aquellos sectores más vulnerables a las crisis 
económicas y por tanto al desempleo, tuviesen asegura-
dos, siquiera mínimamente, unos derechos que consti-
tuyen un sistema de protección ante las contingencias.

La naturaleza del Estado de Bienestar consiste en 
ofrecer algún tipo de protección a personas que, sin la 
ayuda del Estado, difícilmente podría ser obtenida. El 
Estado, por tanto, está obligado a garantizar determina-
das prestaciones fundamentales, como la sanidad, la 
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educación, las pensiones, servicios sociales, etc., que 
en el ordenamiento legal se estructuran a modo de dere-
chos universales.

Por ello, el Estado de Bienestar es esencialmente 
fruto de un acuerdo político. Todos los partidos políti-
cos somos conscientes de la necesidad de garantizar el 
Estado de Bienestar y los poderes públicos tienen el 
deber de garantizarlo y hacerlo de modo eficiente, espe-
cialmente en época de crisis.

Con la actual crisis económica, donde la caída de 
ingresos ha sido de un 15% en los dos últimos años y el 
déficit público ha alcanzado un 11,2% del PIB a finales 
de 2009 (frente al 2% de superávit del 2007), hemos 
podido observar como el Estado del Bienestar se ha 
resquebrajado debido a los recortes presupuestarios que 
ha llevado a cabo el Gobierno, que incluso habla de 
«hacer un paréntesis» o «podar el árbol».

El Gobierno ha tardado demasiado en reconocer la 
crisis y esto ha provocado la adopción de medidas drás-
ticas que han acabado haciendo mella en nuestro Esta-
do del Bienestar. Si no se hubieran adoptado decisiones 
de gasto innecesario y gastos superfluos, y se hubieran 
hecho las reformas necesarias, no se hubieran tenido 
que congelar las pensiones, recortar las prestaciones 
por hijo a cargo, eliminar el «cheque bebé» o las com-
pensaciones económicas que reciben las personas 
dependientes.

Cabe señalar, por añadidura, cómo a pesar de la 
grave situación de la financiación del sistema sanitario, 
el Gobierno también ha llevado a cabo recortes relevan-
tes en este ámbito. La supuesta inyección adicional de 
recursos tras la Conferencia de Presidentes de 2005 y el 
actual modelo de financiación autonómica no han ser-
vido para dotar a la sanidad de una financiación necesa-
ria, y ahora con estos nuevos recortes, se agrava todavía 
más el problema.

El Gobierno ha puesto casi todo el peso del recorte 
en el gasto farmacéutico, que representa tan sólo 
el 30% de la factura sanitaria, dejando de actuar sobre 
el 70% restante, a través de medidas que incidan en 
otros aspectos fundamentales, como el modelo de 
financiación, el modelo de gestión, la planificación de 
los recursos humanos o la extensión de la e-Sanidad 
(receta electrónica, historial electrónico, etc.) a todo el 
territorio.

El Presidente del Gobierno incumple su compromi-
so: «Conmigo de presidente jamás habrá recortes socia-
les». Así, este Gobierno no ha parado de decir desde el 
inicio de legislatura, hasta hace pocos meses, que no se 
producirían recortes sociales.

Ahora, el Gobierno realiza estos recortes de forma 
unilateral y mediante «decretazos», sin contar con el 
resto de fuerzas políticas, administraciones públicas 
afectadas o agentes sociales, desvirtuándose el princi-
pio de consenso político que debe regir en el Estado del 
Bienestar.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular con-
sidera necesario consensuar todas las reformas que 

afecten a nuestro Estado del Bienestar con el fin de 
garantizar su consolidación y sostenimiento al margen 
de las sucesivas crisis e incluso de la mala gestión eco-
nómica, como la que representa el actual Gobierno. Se 
hace necesaria una red articulada de compromisos, con-
sensos y acuerdos para el desarrollo del sistema de 
bienestar en España, como método para fortalecerlo y 
hacerlo eficaz y eficiente.

Es por ello que el Grupo Parlamentario Popular pre-
senta la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
buscar y respetar los pactos necesarios para proteger el 
Estado del Bienestar, de manera que las futuras refor-
mas, que afecten a los derechos sociales básicos de los 
ciudadanos, no se aborden de forma unilateral sin la 
participación de los grupos parlamentarios, los agentes 
sociales y todas las Administraciones Públicas afecta-
das, de forma similar a cómo el Pacto de Toledo se 
constituyó en relación con el sistema de pensiones.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 197 y siguientes del vigente 
Reglamento de la Cámara, con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación, formu-
la la siguiente propuesta de resolución para el apoyo a 
las familias más necesitadas.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 40

Exposición de motivos

La protección económica por hijo a cargo consiste 
en un conjunto de medidas diversas dirigidas a com-
pensar el coste económico que supone criar y educar a 
los hijos, así como evitar los posibles impactos negati-
vos derivados de este coste en la renta familiar que 
implican un descenso en la calidad de vida de las 
familias.

En España se trata, a grandes rasgos, de un siste-
ma de prestaciones familiares dirigido a familias con 
escasos recursos económicos, entendiéndose por 
tales a aquellas que demuestran una notable necesi-
dad económica, como es el caso de familias con 
recursos inferiores a once mil euros anuales. Esto 
nos sitúa a la cola de Europa en la concesión de este 
tipo de ayudas.
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El Real Decreto-ley 8/2010, de Medidas extraordi-
narias para la reducción del déficit público, introduce, 
dentro de las medidas de recorte presupuestario, las 
prestaciones por hijo a cargo, reduciendo las cuantías 
dirigidas a hijos menores de 3 años casi a la mitad, 
pasando de 500 euros anuales a 291 euros.

Un gobierno que predica ser social no puede reducir 
en un 42% la cuantía de esta prestación, que atiende 
fundamentalmente a personas que se encuentran próxi-
mas a la exclusión social. La crisis ha provocado que en 
el último año estas prestaciones hayan aumentado. En 
concreto, según datos del Ministerio de Trabajo, el 
número de familias con niños menores sin ninguna dis-
capacidad que reciben la prestación de 500 euros anua-
les hasta que cumplen los tres años ascienden a 143.870. 
El coste anual de esta medida asciende a 66.334.596 
euros y con el recorte que propone el Gobierno se aho-
rrarían tan sólo 27.860.530,32 euros.

Por tanto, no parece razonable que, por el importe de 
la cuantía de ahorro que se realiza con la aplicación de 
esta medida, sean aquellos que menos recursos tienen, 
los que se vean afectados por los recortes aprobados por 
el Gobierno, cuando existen partidas presupuestarias que 
si se ajustaran convenientemente impedirían que este 
recorte se aplicase a personas que viven en el límite de la 
pobreza y la exclusión social.

Por todo ello, Grupo Parlamentario Popular presen-
ta la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
llevar a cabo las modificaciones legales oportunas con 
el objeto de restablecer en la cuantía de 500 euros anua-
les las prestaciones por hijo a cargo para menores de 
tres años, que fueron recortadas por el artículo 7 del 
Real Decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se 
adoptan medidas extraordinarias para la reducción del 
déficit público, tal y como se establecía en la redacción 
anterior del artículo 182 bis uno de la Ley General de la 
Seguridad Social.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 197 y siguientes del vigente 
Reglamento de la Cámara, con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación, formu-
la la siguiente propuesta de resolución sobre Justicia y 
Seguridad.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 41

Exposición de motivos

El último barómetro del CIS muestra una clara insa-
tisfacción de los ciudadanos en el funcionamiento del 
servicio público esencial de la justicia en España. Sólo 
el 8% de los encuestados consideran que este servicio 
funciona bien y el 67% de los mismos estiman total-
mente insuficientes los medios personales y materiales 
con que cuenta la Administración de Justicia.

A ello contribuye de manera decisiva la lentitud de 
los procesos judiciales, el retraso en la modernización 
de la Administración de Justicia y la sensación de que 
determinados colectivos muy vulnerables, tales como 
menores, mujeres, personas incapacitadas, etc., carecen 
de la adecuada protección.

Dicha lentitud proviene de muchos factores, entre 
los cuales revisten especial trascendencia el aumento 
de la litigiosidad y la defectuosa organización y funcio-
namiento de la Oficina Judicial. Para avanzar en la 
solución de este problema el Partido Popular suscribió 
con el Gobierno un acuerdo, al que después se sumaron 
la mayoría de los grupos parlamentarios de esta Cáma-
ra, fruto del cual se aprobó la Ley 13/2009, de 3 de 
noviembre, de reforma de la legislación procesal para 
la implantación de la Oficina Judicial.

De modo complementario, en el último debate de 
política general sobre el Estado de la Nación de 2009, 
la Cámara, en la resolución 39, instó al Gobierno a 
comprometer en los Presupuestos Generales del Estado 
para los próximos tres años 600 millones de euros, es 
decir, 200 millones en cada ejercicio, con destino a la 
puesta en marcha de esa Oficina judicial y la imple-
mentación de un sistema informático de ámbito nacio-
nal para todos los Juzgados y Tribunales.

No obstante este esfuerzo legislativo, la Oficina 
Judicial sigue sin funcionar correctamente y las aplica-
ciones informáticas que deben servirle de soporte, pre-
sentan, aún, muchas deficiencias técnicas, que dilatan 
su implantación generalizada. Asimismo, el presupues-
to del Ministerio de Justicia para el ejercicio 2010, 
quedó lejos de la cifra comprometida y en el mes de 
febrero del presente año 2010, el presupuesto de este 
Departamento sufrió un recorte de gastos del orden 
de 26 millones de euros.

Por otro lado, la desconfianza de los ciudadanos en 
el funcionamiento de la Justicia y la sensación de inse-
guridad asentada en la población, proviene de una 
extendida sensación de que determinados colectivos 
muy vulnerables, tales como las mujeres víctimas de 
violencia de género o los menores, están faltos de una 
adecuada protección.

Así, en lo que va de este año 2010, ya se han produ-
cido 41 muertes por violencia de género, diez más que 
el año anterior, según datos del Centro Reina Sofía, 
dándose, además, la circunstancia de que las mujeres 
víctimas de violencia de género tienen miedo a denun-
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ciar y el número de denuncias desciende cada año según 
datos del Consejo General del Poder Judicial, lo que 
demuestra que la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género, tras cinco años de vigencia, ha 
resultado un instrumento insuficiente. El Informe de la 
Subcomisión para el estudio y el funcionamiento de 
dicha Ley, aprobado en diciembre de 2009, puso de 
manifiesto numerosas carencias de la misma y la nece-
sidad de reformarla.

Por último y en lo que se refiere a la violencia ejer-
cida sobre los menores, aun cuando gracias al consenso 
de todos los grupos se elevaron las penas en los casos 
de delitos contra la libertad e indemnidad sexual contra 
menores de trece años, quedó fuera de esta protección 
la violencia ejercida por menores sobre otros menores. 
Esto ha contribuido a generar la sensación en la socie-
dad de una cierta impunidad de estas conductas y de la 
inseguridad y desprotección de las víctimas. Se entien-
de, así, necesario abordar nuevas modificaciones en la 
Ley 5/2000, de Responsabilidad Penal del Menor, ya 
que las modificaciones introducidas por la Ley Orgáni-
ca 8/2006, no han determinado el resultado esperado 
para solucionar estos problemas.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular, for-
mula la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Impulsar la modernización de la Administra-
ción de Justicia, priorizando las siguientes medidas:

a) Cumplir el mandato de la Cámara contenido en 
la resolución 39 aprobada por el Congreso de los Dipu-
tados con ocasión del Debate del Estado de la Nación 
de 2009 y comprometer en los Presupuestos Generales 
del Estado para los próximos tres años 600 millones de 
euros, es decir, 200 millones en cada ejercicio, a ser 
destinados a la puesta en marcha de la Oficina Judicial 
y la implantación de un sistema informático de ámbito 
nacional accesible y compatible para todos los juzga-
dos y tribunales y que permita la comunicación de datos 
con el sistema integrado de registros a la administra-
ción de justicia

b) Llevar a cabo las acciones necesarias para que 
la Oficina Judicial pueda ser implantada sin más dila-
ción en todo el territorio nacional desarrollando el con-
tenido de la normativa que establece las bases y la 
estructura funcional de la nueva organización.

c) Remitir a las Cortes Generales los Proyectos de 
Ley prometidos por el Gobierno en el Debate sobre el 
Estado de la Nación de 2009, en particular, los de 
Demarcación y Planta, reforma del Registro Civil y 
otras leyes procesales.

2. Reforzar la protección de las víctimas especial-
mente vulnerables, en particular:

a) Abordar las reformas legislativas necesarias 
para reforzar la protección de las víctimas de violencia 
de género, en especial la modificación de la Ley Orgá-
nica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protec-
ción Integral contra la Violencia de Género, subsanan-
do sus errores materiales y mejorando la eficacia de su 
aplicación.

b) Remitir a las Cortes un proyecto de ley de refor-
ma de la Ley 5/2000, de Responsabilidad Penal del 
Menor, que resuelva el problema del aumento de la delin-
cuencia juvenil y la violencia con la que actúan los jóve-
nes y contenga las medidas educativas necesarias para la 
reincorporación de los menores en la sociedad.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula la siguiente propuesta de resolución 
para la defensa de la dignidad y la igualdad de todas las 
mujeres en España, a través de la prohibición del uso 
del velo integral en espacios públicos.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 42

La Constitución Española reconoce la libertad ideo-
lógica, religiosa y de culto de los individuos y de las 
comunidades sin más limitación, en sus manifestacio-
nes, que la necesaria para el mantenimiento del orden 
público protegido por la ley (art. 16.1). La obligación 
constitucional del Estado de proteger las creencias reli-
giosas y su expresión pública —consecuencia del prin-
cipio de laicidad positiva consagrado en el artículo 16.3 
CE— está sujeta al respeto de los valores superiores del 
ordenamiento constitucional, que delimitan el orden 
público de nuestra sociedad democrática.

El articulo 1 de la Constitución es taxativo cuando 
propugna la igualdad como valor superior del ordena-
miento jurídico. Esta disposición se relaciona directa-
mente con lo dispuesto en el artículo 10.1, que define la 
dignidad de la persona como fundamento del orden 
político y de la paz social. Por tanto, la supuesta expre-
sión pública de creencias que, como sucede con el velo 
integral, sea atentatoria contra la igualdad de la mujer y 
su dignidad como persona no puede ser amparada por 
la tutela que ofrece el artículo 16 de la Constitución.

El uso del velo integral excede de la simbología reli-
giosa protegida por la Ley. Se trata de una práctica que, 
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con la excusa de las creencias, contradice abruptamente 
la dignidad de la mujer, a la que se le priva del libre 
desarrollo de su personalidad y de mantener su derecho 
a una identidad pública. Además, constituye un símbo-
lo de sometimiento de la mujer al hombre, que contra-
dice el principio de no discriminación proclamado en el 
artículo 14 de la Constitución.

Hay un debate abierto en Europa al que España no 
es ajena. Recientemente, la Asamblea francesa ha apro-
bado un proyecto de ley que prohíbe el uso del velo 
integral en todos los espacios públicos porque atenta 
contra los derechos fundamentales consagrados en la 
Constitución Francesa de 1958, heredera directa de la 
tradición democrática proclamada por la Declaración 
Universal de Derechos del Hombre y el Ciudadano 
de 1789. Incluso el citado proyecto de ley, pendiente de 
ratificación por el Senado francés, establece sanciones 
que castigan la conducta de quienes obliguen a una 
mujer mediante «amenazas o violencia, abuso de poder 
o de autoridad» a usar el velo integral, sanciones que 
podrán llevar aparejadas penas de un año de cárcel y 
una multa de hasta 30.000 euros.

Francia se convertirá así, después de que lo hiciera 
Bélgica, en el segundo país europeo que prohíbe el velo 
integral. En España, el debate público sobre esta prenda 
se inició en varios municipios catalanes, donde se pro-
hibió el uso del velo integral por atentar contra la igual-
dad y dignidad de la mujer e impedir su derecho a la 
identidad pública. Muchos de estos municipios están 
gobernados por el partido socialista, entre ellos Barce-
lona, donde el alcalde socialista de esta localidad, Jordi 
Hereu, adoptó la decisión por decreto.

Pero también, el debate sobre la prohibición del velo 
integral ha llegado al ámbito nacional. Recientemente, 
se han aprobado en el pleno del Senado dos mociones 
procedentes del Grupo Parlamentario Popular y del 
Grupo Parlamentario Catalán en contra del uso del velo 
integral en nuestro país, considerando que se trata de un 
símbolo de sumisión de la mujer al hombre, contrario a 
la igualdad y a la dignidad de las mujeres.

Es por ello, que el Grupo Parlamentario Popular 
presenta la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
prohibir en espacios o acontecimientos públicos que no 
tengan finalidad estrictamente religiosa el uso de velos 
integrales (burka o niqab), así como cualesquiera otros 
atuendos que oculten el rostro y dificulten la identifica-
ción de la persona y la comunicación visual, por tratar-
se de una discriminación que no está amparada por la 
libertad religiosa al ser contraria a la dignidad de las 
personas y a la igualdad real y efectiva de los hombres 
y mujeres.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula la siguiente propuesta de resolución 
para la promoción de los intereses de los españoles en 
la Unión Europea.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 43

Exposición de motivos

El pasado Consejo de la Unión Europea, de 17 de 
junio, aprobó la nueva Estrategia Europa 2020, así 
como los objetivos generales de la misma. Esta estrate-
gia, relevo de la ratificada en Lisboa en el 2000, ha de 
guiar el camino de la UE en cuanto a recuperación eco-
nómica, del empleo y la competitividad durante los 
próximos diez años.

Los Estados Miembros, en colaboración con la 
Comisión Europea, han de preparar ahora los documen-
tos en los que se establezcan sus objetivos nacionales y 
se identifiquen los obstáculos al crecimiento y los lla-
mados «cuellos de botella», así como han de configurar 
los Programas Nacionales de Reforma, en los que se 
explicite las políticas que van a realizar y las áreas a 
cambiar para alcanzar dichos objetivos nacionales.

Es evidente que la citada Estrategia 2020 va a afectar 
al marco general de revisión y redefinición del presu-
puesto de la Unión Europea y al entorno de la prepara-
ción del nuevo debate sobre Perspectivas Financie-
ras 2014-2020. Los próximos meses serán decisivos para 
la dotación económica y las condiciones de dos políticas 
comunitarias que también están envueltas en un proceso 
de replanteamiento: hablamos de la Política Agraria 
Común y la Política Pesquera Común.

Dado la importancia que ambas tienen para España, 
los Grupos Parlamentarios habíamos incluido en la 
Proposición no de Ley sobre objetivos de Presidencia 
Española varios puntos dedicados a estas políticas. Sin 
embargo, el debate apenas se abordó durante el semes-
tre recién concluido, por lo que consideramos oportuno 
recalcar los aspectos que debe contemplar el Gobierno 
en su posición negociadora ante los Estados Miembros 
de la Unión Europea.

Por ello, el Grupo Parlamentario Popular propone la 
siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
adoptar una política de promoción de los intereses de 
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España en la Unión Europea de acuerdo a los siguientes 
parámetros:

1. Proponer la inclusión, en el futuro debate sobre 
los fondos estructurales, de nuevos criterios de reparto 
de dichos fondos entre los Estados Miembros que resul-
ten más adecuados a la Estrategia 2020, como son la 
incidencia del paro o la brecha tecnológica.

2. Presentar ante la Cámara, en el plazo de tres 
meses, la programación de los Objetivos Nacionales 
para España derivados de la Estrategia Europa 2020, en 
consonancia con lo acordado en el Consejo Europeo 
de 17 de junio pasado.

3. Presentar ante la Cámara, en el plazo de tres 
meses, el Programa Nacional de Reformas, en conso-
nancia con lo acordado en el Consejo Europeo de 17 de 
junio pasado. En dicho Programa se especificarán las 
medidas a adoptar para el cumplimiento de los objeti-
vos de la Estrategia Europa 2020 y se identificarán los 
obstáculos y dificultades existentes para el crecimiento 
y el empleo en España.

4. Defender las siguientes posiciones, en los deba-
tes que se abrirán en los próximos meses sobre la refor-
ma de la Política Agraria Común y el establecimiento 
de las nuevas perspectivas financieras de la UE para el 
periodo 2014-2020:

— Garantizar que la financiación de los nuevos 
objetivos establecidos en la Estrategia 2020 no se lleve 
a cabo reduciendo las actuales dotaciones presupuesta-
rias que reciben los agricultores y ganaderos europeos, 
ya que la financiación de dichos objetivos requerirán 
unos importantes recursos presupuestarios.

— Trabajar para que los agricultores y ganaderos 
españoles sigan percibiendo al menos el mismo nivel 
de ayudas directas que reciben en la actualidad y debe-
rá trabajar igualmente para que se mantengan las dota-
ciones actuales de los fondos destinados al desarrollo 
rural.

— Manifestar la oposición a introducir elementos 
de renacionalización y cofinanciación en la PAC que 
acabarían distorsionando las condiciones de compe-
tencia.

— Procurar que el actual modelo de reparto de ayu-
das basado en los rendimientos históricos no sea objeto 
de reformas sustanciales y en todo caso, que se garanti-
ce su vigencia hasta el año 2020.

— Proponer la introducción de mecanismos de 
intervención que actúen como redes de seguridad efica-
ces ante las crisis de precios o sanitarias.

— Realizar una defensa activa del sector lácteo ante 
las instituciones europeas, definiendo políticas de 
apoyo y trabajando, también a escala nacional, para 
facilitar los necesarios equilibrios en el mercado que 
permitan a los productores la viabilidad de sus explota-
ciones.

— Garantizar que las importaciones de terceros 
países estén sujetas a las mismas normas de calidad y 
seguridad alimentaria que exigimos a las producciones 
comunitarias, y se evitará el llamado «dumping sanita-
rio» o medioambiental.

• En este sentido, en el Acuerdo UE/Marruecos 
pendiente de ratificación por el Consejo y el Parlamen-
to Europeo, el Gobierno español deberá solicitar la 
inclusión de disposiciones especiales que permitan evi-
tar el incumplimiento sistemático por parte de Marrue-
cos de las condiciones del Acuerdo.

• En las negociaciones UE/Mercosur deberá elabo-
rarse una evaluación del impacto económico y social de 
dicho Acuerdo en la agricultura y ganadería española, 
especialmente en los sectores del vacuno, cereal, horto-
frutícola, vitivinícola y de las flores y plantas ornamen-
tales. Así mismo, es imprescindible establecer la consi-
guiente propuesta de compensaciones económicas a los 
sectores afectados por el Acuerdo.

5. Defender en la Unión Europea los siguientes 
objetivos en el proceso de reforma de la Política Pes-
quera Común en curso:

— Suprimir el concepto de estabilidad relativa e 
introducir los derechos transferibles de pesca a la flota 
de altura. Gestión basada en el control del esfuerzo de 
pesca, estableciendo un tratamiento diferenciado con 
discriminación positiva en las medidas de gestión para 
la flota de bajura (artesanal).

— Potenciar la actividad pesquera de los buques 
comunitarios en aguas exteriores de forma sostenible, 
promoviendo los acuerdos de asociación pesquera.

 — Establecer las medidas adecuadas para que no 
continúe la diferencia entre precios en origen y precios 
en consumo de los productos pesqueros, potenciando el 
papel de las organizaciones de productores pesqueros y 
la información sobre los mismos cara al consumidor, 
unido a una promoción adecuada y un riguroso control 
de las importaciones.

— Mantener el fondo europeo de la pesca (FEP) 
con la ampliación de sus medidas a ciertas actividades 
y colectivos no incluidos hasta ahora, como el maris-
queo, las rederas, neskatillas y empacadoras, así como 
la potenciación de las medidas destinadas a la moderni-
zación y al ajuste, vía capacidad, de la flota pesquera.

6. Dar al sector naval la consideración de sector 
industrial estratégico y formalizar oficialmente la nego-
ciación ante las instituciones europeas para levantar las 
restricciones a la construcción naval civil que pesan 
sobre el astillero de Navantia-Fene, en cumplimiento 
de las numerosas resoluciones aprobadas por esta 
Cámara.
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A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 197 y siguientes del vigente 
Reglamento de la Cámara, con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación, formu-
la la siguiente propuesta de resolución para resolver los 
problemas generados en la carrera militar por la mala 
gestión de la Ministra de Defensa.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 44

Desde su aprobación por esta Cámara, la Ley de la 
Carrera Militar no ha hecho más que causar diversos 
problemas, injusticias e inequidades que sólo han con-
seguido minar la moral de nuestro ejército, cuyos 
miembros, para defenderse de los errores de la Ley, no 
han tenido más remedio que registrar una enorme can-
tidad de recursos administrativos, que ya se han tradu-
cido, en decenas de casos, en contencioso-administrati-
vos, e incluso en dos cuestiones de inconstitucionalidad 
presentadas por la Audiencia Nacional.

Dos años después de su entrada en vigor perviven 
múltiples disfunciones, agravios y contradicciones que 
es necesario y urgente solucionar; que son expuestos, 
una y otra vez, por los afectados; que están provocando 
gran malestar y a los que el Gobierno, incomprensible-
mente, da la callada por respuesta.

El Grupo Parlamentario Popular entiende que, a 
pesar de lo proclamado repetidas veces a lo largo del 
texto de la vigente Ley de la Carrera Militar, el actual 
modelo se está alejando del modelo funcionarial espa-
ñol (Ley 7/2007 del Estatuto Básico del Empleado 
Publico), de grandes posibilidades de carrera y de pro-
moción interna, mientras en el ámbito militar se aban-
dona esa vía.

El Grupo Parlamentario Popular, consciente de los 
problemas y agravios existentes, ha presentado en esta 
Cámara múltiples iniciativas, preguntas y proposicio-
nes para la modificación de la Ley 39/2007, destinadas 
a paliar la compleja casuística de errores y discrimina-
ciones existente.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular pre-
senta la siguiente propuesta de resolución:

El Gobierno remitirá a la Cámara, con carácter de 
urgencia, una modificación de la Ley 39/2007, de 19 de 
noviembre, de la Carrera Militar, a efectos de dar solu-
ción a las múltiples disfunciones, agravios, situaciones 
injustas y vulneración de derechos individuales que 
están provocando, en todas las escalas, los criterios 

aplicados para las evaluaciones, ascensos, y el sistema 
de integración de escalas, de acuerdo con los siguientes 
criterios:

• Revisar los elementos básicos de los procesos de 
calificación, para que estos sean instrumentos incenti-
vadores del mérito y la capacidad. Propondrá tanto su 
rediseño como el de los órganos responsables de su ela-
boración y valoración.

• Contemplar la homologación de criterios con el 
Sistema General de Enseñanza y con los principios y 
normas de aplicación general al personal al servicio de 
la Administración General del Estado y, por tanto, entre 
otras modificaciones, suprimirá el curso de adaptación 
de escalas de oficiales.

• Potenciar el papel de los suboficiales, eslabón 
fundamental en el ejército. Corregirá los múltiples 
agravios que perviven, las expectativas de carrera trun-
cadas y las escasas posibilidades de futuro. Así mismo 
establecerá un régimen transitorio respetuoso con la 
formación y valoración de méritos que estuvieron 
vigentes hasta la entrada en vigor de la presente Ley.

• Subsanar las disfunciones, desigualdades, incerti-
dumbres, agravios y posibilidades de discrecionalidad 
que tanto la presente Ley como su desarrollo normativo 
han creado, provocando un malestar sin precedentes en 
numerosos estamentos militares de los tres ejércitos.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 197 y siguientes del vigente 
Reglamento de la Cámara, con motivo del Debate de 
política general en torno al estado de la Nación, formu-
la la siguiente propuesta de resolución para que el 
Gobierno cumpla los mandatos del Congreso de los 
Diputados.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

Propuesta de resolución núm. 45

Dotar al Parlamento de relevancia y protagonismo 
político ha sido siempre una de las promesas estrella 
del PSOE. En su programa electoral para las elecciones 
de 2004 se comprometía a «recuperar el papel central 
de las Cortes Generales, especialmente del Congreso de 
los Diputados, e impulsar su protagonismo en la vida 
política» y en el de 2008 apelaba a su consolidación 
«como el principal foro público en el que se contrasten 
las distintas alternativas políticas, facilitando el debate 
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de los problemas que generan más inquietud a la ciuda-
danía y ofreciendo soluciones a los mismos».

Sin embargo, como suele ocurrir con el Partido 
Socialista, estas promesas no han encontrado ningún 
reflejo en la actitud del Gobierno y, en particular, en su 
relación con las Cámaras. Todo lo contrario, el Gobier-
no se ha colocado en situación de primacía sobre el 
Parlamento, pervirtiendo con ello la equilibrada separa-
ción de poderes que recoge nuestra Constitución. De 
esta forma, el Gobierno socialista ha tratado de silen-
ciar el papel del Parlamento en el debate político —a 
través del veto a aquellas propuestas que no le ha inte-
resado someter a discusión— y ha hecho oídos sordos a 
sus mandatos —ignorando las obligaciones derivadas 
de las propuestas aprobadas por la Cámara.

De hecho, en lo que va de legislatura, el Gobierno 
ha incumplido más de 25 iniciativas aprobadas por el 
pleno del Congreso de los Diputados a iniciativa del 
Grupo Parlamentario Popular, entre las que se incluyen 
asuntos tan trascendentes para nuestro país como per-
mitir a PYMES y autónomos no pagar IVA por las fac-
turas no cobradas, reducir el número de altos cargos en 
el Gobierno, rectificar en la congelación de las pensio-
nes o, más recientemente, aprobar un Plan Global fren-
te a la Crisis.

Es más, la ignorancia del Gobierno a la voluntad del 
Parlamento llega al extremo de que, a pesar de que son 
ya cinco las ocasiones en las que el Congreso de los 
Diputados ha instado al Gobierno a reducir y racionali-
zar su estructura, el Ejecutivo no ha mostrado ninguna 
disposición a atender a este requerimiento.

Esta situación ha sido denunciada en reiteradas oca-
siones por el Grupo Parlamentario Popular, reivindi-
cando el valor de las decisiones adoptadas en la Cáma-
ra, como expresión de la soberanía nacional en ella 
representada.

Es más, con fecha de 18 de mayo de 2010, el Con-
greso de los Diputados aprobó, con el apoyo de todos 
los grupos parlamentarios, una Proposición No de Ley 
del Grupo Parlamentario Popular que tenía por objeto 
poner en valor el papel del Parlamento, estableciendo 
una serie de garantías del cumplimiento por parte del 
Gobierno de las iniciativas aprobadas en la Cámara. En 
este sentido, se establece que, a partir de ahora, la Vice-
presidenta Primera del Gobierno deberá comparecer al 
inicio de cada periodo de sesiones en la Comisión 
Constitucional para informar sobre el grado de cumpli-
miento de las iniciativas aprobadas, tanto en Pleno 
como en Comisión, previa remisión de un informe que 
será público y accesible a todos los ciudadanos a través 
de la página web del Congreso en el que se dará cuenta 
de forma singularizada del cumplimiento de cada una 
de ellas.

Sin embargo, los antecedentes del Gobierno en sus 
relaciones con la Cámaras y su reiterada tendencia a 
arrinconar el papel del Parlamento, hacen pensar que 
tampoco esta iniciativa, dirigida a garantizar el cumpli-

miento de todas las demás, sea tenida en cuenta por 
parte del Ejecutivo socialista.

Por esta razón, el Grupo Parlamentario Popular 
quiere reiterar al Gobierno su obligación de cumplir 
con éste y con el resto de mandatos emanados del Par-
lamento, y quiere, para ello, concretar los términos en 
los que habrá de hacerlo de forma inmediata. Enten-
demos más necesario que nunca un compromiso por 
parte del Gobierno, en una situación en la que su pro-
pia credibilidad está severamente cuestionada y la 
calidad de nuestra democracia está expuesta a cada 
vez mayores ataques, y entendemos que el mejor 
modo de asumir este compromiso es en el marco del 
Debate sobre el Estado de la Nación, por su importan-
cia como balance público de la situación política y 
como origen, a su vez, de nuevos compromisos del 
Gobierno y nuevos mandatos parlamentarios. Cree-
mos, en definitiva, que éste es el mejor modo de que 
los ciudadanos tengan la confianza y la certeza de que 
su Gobierno respeta y asume la voluntad popular cum-
pliendo las resoluciones del Parlamento en el que 
están representados.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular pre-
senta la siguiente propuesta de resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Cumplir de forma efectiva los mandatos ema-
nados de la voluntad mayoritaria de la Cámara, sea en 
forma de Proposiciones no de Ley, aprobadas en Pleno 
o en Comisión, Mociones consecuencia de Interpela-
ción o, especialmente, Resoluciones derivadas del 
Debate del Estado de la Nación, como condición 
imprescindible para garantizar la calidad de la Demo-
cracia y la legitimidad del Gobierno.

2. Comparecer en la Comisión Constitucional al 
inicio de cada período de sesiones, previa remisión 
del correspondiente informe, para informar sobre el 
grado de cumplimiento de las iniciativas que hayan 
contado con el apoyo de la Cámara en el período de 
sesiones anterior al de su presentación. Dicho infor-
me, en el que se dará cuenta de forma singularizada 
del cumplimiento de cada iniciativa aprobada en Pleno 
y Comisiones del Congreso, será publicado y será 
accesible a todos los ciudadanos a través de la página 
web del Congreso.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Por medio del presente escrito y al amparo de lo 
establecido en el artículo 197 del Reglamento de la 
Cámara, el Grupo Parlamentario de Esquerra Republi-
cana-Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds 
formula las siguientes propuestas de resolución con 
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motivo del Debate de política general en torno al estado 
de la Nación, realizado el 14 y 15 de julio.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—Joan Herrera Torres y Gaspar Llamaza-
res Trigo, Diputados.—Joan Ridao i Martín, Porta-
voz del Grupo Parlamentario Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds.

Propuesta de resolución núm. 46

El Grupo Parlamentario Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula la siguiente propuesta de resolución 
sobre la financiación de confesiones religiosas.

El Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede 
sobre asuntos económicos afirma en su artículo 5 que 
«La Iglesia Católica declara su propósito de lograr por 
si misma los recursos suficientes para la atención de 
sus necesidades. Cuando fuera conseguido este propó-
sito, ambas partes se pondrán de acuerdo para sustituir 
los sistemas de colaboración financiera».

Sin embargo, más de 30 años después, el Estado 
español sigue subvencionando a la Iglesia Católica 
mediante el mismo sistema y sin que haya habido revi-
sión alguna al respecto. Es más, lejos de revisarlo, en 
los últimos años se ha consolidado con el incremento 
del porcentaje de asignación del IRPF de un 0,52% al 
0,7%, a pesar de que los Acuerdos no establecen la 
obligatoriedad, sino sólo la posibilidad, de establecer 
un porcentaje sobre el rendimiento del IRPF.

La aportación del 0,7% del IRPF a la Iglesia Católi-
ca, aunque voluntaria, no es complementaria, sino que 
se detrae de los ingresos del Estado. Además vulnera el 
principio de igualdad entre todas las creencias, religio-
sas y no religiosas.

Asimismo, la Iglesia mantiene otros privilegios que 
deberían ser suprimidos con el objeto de garantizar esta 
igualdad a la vez que la neutralidad religiosa del Estado.

Por todo ello se presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno 
española:

Incorporar, en el Proyecto de Ley de reforma de la 
Ley Orgánica de Libertad Religiosa, las medidas opor-
tunas para garantizar la autofinanciación de las confe-
siones religiosas. En este sentido, se suprimirá la asig-
nación tributaria a la Iglesia Católica, así como el resto 
de beneficios fiscales.

 

Propuesta de resolución núm. 47

El Grupo Parlamentario Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula la siguiente propuesta de resolución 
sobre las modificaciones del marco normativo finan-
ciero.

Pese a todos los esfuerzos realizados hasta el 
momento para solventar la falta de crédito que padecen 
las empresas y familias, a día de hoy es evidente que 
este problema no ha sido resuelto y lastra las posibili-
dades de recuperación de la economía pese a los recur-
sos o avales otorgados a las entidades de crédito para 
superar la desconfianza generalizada que todavía impe-
ra en el mercado interbancario y que son utilizados para 
otros fines distintos.

Se hace imprescindible introducir nuevos elementos 
normativos que hagan posible superar esta grave situa-
ción como sería la instauración de un coeficiente de 
crédito, calculado en función de los depósitos disponi-
bles y los créditos concedidos, que complemente el 
coeficiente de reservas y el de solvencia, y al que debe-
rían de someterse preceptivamente la banca y el resto 
de entidades financieras asimiladas cuando acudan a 
ellas empresas y familias que no hayan incurrido en los 
últimos años en un exceso de endeudamiento.

Igualmente es necesario el impulso de otras medi-
das acordadas por esta Cámara el pasado 24 de junio a 
través de la moción 173/151, relativas al incremento de 
la transparencia de los servicios financieros y de los 
productos ofertados por las entidades de crédito, la dis-
minución progresiva de las comisiones que cobran por 
ellos, la vinculación de las retribuciones variables de 
los directivos y otros responsables de empresas cotiza-
das a los beneficios que éstas obtengan a largo plazo, o 
la constitución de un Comité de Supervisión de Retri-
buciones adscrito al Consejo de la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores que vele justamente por la 
transparencia en materia de retribuciones.

También es preciso dar solución al problema de los 
embargos y las ejecuciones hipotecarias que están afec-
tando a centenares de miles de familias en nuestro país, 
estableciendo la dación de la vivienda en pago de la 
totalidad de la deuda hipotecaria.

A su vez, el Gobierno debería constituir un fondo 
de rescate financiado principalmente por las entidades 
crediticias a través de una nueva tasa específica para el 
sector que supondría para el mismo la posibilidad de 
recurrir a los recursos depositados en futuras crisis 
financieras, y al mismo tiempo, una garantía de que el 
erario público no volvería a asumir en exclusiva la 
carga de apuntalar unas entidades que hasta la fecha 
han demostrado haber asumido riesgos excesivos a lo 
largo de los últimos tiempos.
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No es menos importante considerar que el Real 
Decreto-ley aprobado por el Gobierno para modificar 
la LORCA supone la bancarización de las Cajas de 
Ahorro, rompiendo el modelo social que debería deter-
minar este tipo de entidades. Es preciso garantizar la 
naturaleza jurídica de las Cajas, su función socioeconó-
mica y su vinculación con la sociedad y el territorio.

Las Cajas han de formar parte, además, de un espacio 
público financiero donde se produzca el despliegue ope-
rativo directo del Instituto de Crédito Oficial (ICO) y se 
regule el papel y representación de las participaciones 
públicas en instituciones financieras privadas. Todo ello 
para garantizar la necesaria estabilidad financiera y la 
financiación de la actividad económica productiva, 
aspectos imprescindibles para superar la crisis.

Por último, si bien es cierto que la imposición de un 
impuesto sobre las transacciones financieras de carác-
ter claramente especulativas y cortoplacistas requiere 
de un amplio consenso internacional o cuanto menos 
comunitario, no cabe duda que su implementación faci-
litaría la superación del contexto de crisis en el que nos 
hallamos, y supondría una garantía de que escenarios 
como el que padecemos no volviesen a reproducirse 
con la misma intensidad y virulencia. Es por ello que el 
Estado Español debe de comprometerse a defender su 
instauración en todos aquellos foros económicos e ins-
tituciones internacionales en las que esté presente y de 
este modo apoyar sin ambivalencias a aquellos países 
que desde hace tiempo abanderan su instauración.

Por todo ello se presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Facilitar el crédito a las empresas y familias, 
estableciendo normativamente un coeficiente de crédi-
to para entidades de crédito y asimiladas calculado en 
función de los depósitos disponibles y los créditos con-
cedidos, y que complemente el coeficiente de reservas 
y el de solvencia. Dichas entidades deberán informar 
de las desviaciones que se produzcan en su cumpli-
miento.

2. Adoptar en los próximos tres meses las medidas 
oportunas que hagan posible el desarrollo efectivo del 
contenido de la moción 173/151 aprobada por el Con-
greso de los Diputados el pasado 24 de junio de 2010, 
especialmente en lo relativo al incremento de la trans-
parencia de los servicios financieros y de los productos 
ofertados por las entidades de crédito, la disminución 
progresiva de las comisiones que cobran por ellos, la 
vinculación de las retribuciones variables de los directi-
vos y otros responsables de empresas cotizadas a los 
beneficios que éstas obtengan a largo plazo, y la consti-
tución de un Comité de Supervisión de Retribuciones 
adscrito al Consejo de la Comisión Nacional del Mer-
cado de Valores que vele justamente por la transparen-
cia en materia de retribuciones.

3. Establecer como regla general en los préstamos 
hipotecarios y para los deudores de buena fe, que la 
obligación garantizada se haga solamente efectiva sobre 
los bienes hipotecados, en los términos previstos en el 
artículo 140 de la Ley Hipotecaria.

4. Implementar una tasa bancaria que permita 
constituir un Fondo de Reserva para afrontar con mayo-
res garantías futuras crisis del sistema financiero, sin 
que ello suponga ocupar el espacio fiscal que algunas 
Comunidades Autónomas hayan dispuesto con tributos 
sobre los depósitos bancarios.

5. Preservar la actual naturaleza jurídica de las 
Cajas de Ahorro recuperando su vinculación con las 
necesidades sociales y los territorios de sus Comunida-
des Autónomas, prohibir sus actividades en paraísos fis-
cales e inversiones especulativas en los mercados finan-
cieros, y garantizar el control democrático de su gestión.

6. Desarrollar una norma básica sobre Banca 
Pública que suponga el despliegue operativo directo del 
Instituto de Crédito Oficial (ICO), fortalezca el carácter 
público de las Cajas de Ahorro y regule el papel y repre-
sentación de las participaciones públicas en institucio-
nes financieras privadas.

7. Impulsar la introducción de una tasa sobre las 
transacciones financieras de carácter claramente espe-
culativas tal y como acordó el Consejo Europeo del 
pasado 17 de junio en su conclusión número 17, y el 
Congreso de los Diputados el pasado 24 de junio 
de 2010 con la aprobación de la moción 173/151.

 

Propuesta de resolución núm. 48

El Grupo Parlamentario Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula siguiente propuesta de resolución 
sobre el mantenimiento de la edad de jubilación.

El gobierno ha manifestado, a través del informe 
sobre la reforma del sistema de pensiones que el minis-
terio de Trabajo e Inmigración remitió al Congreso de 
los Diputados, la voluntad de proceder a retrasar la edad 
de jubilación a los 67 años. Dicha propuesta, atendien-
do a la sostenibilidad del sistema, como se demuestra 
mediante los datos referidos al superávit presupuestario 
de la Seguridad Social del año 2008 (14.428,21 millo-
nes de euros), 2009 (8560,83 millones de euros) y unas 
dotaciones actuales del Fondo de Reserva que alcanzan 
62.500,55 millones de euros, han sembrado una inquie-
tud en la ciudadanía de difícil comprensión, máxime en 
la coyuntura actual de crisis económica.

La decisión del gobierno significa romper el acuer-
do establecido por el poder ejecutivo con los agentes 
sociales en el año 2006 de incentivación de la prolonga-
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ción voluntaria de la vida laboral, factor que ha contri-
buido al hecho que en la actualidad el Estado español 
contemple una media de edad de jubilación de 63 años 
y 10 meses, una de las edades de jubilación más altas 
de la Unión Europea e introduce una distorsión catas-
trofista en un debate que debe contemplarse y llevarse a 
cabo desde el consenso y el análisis global de aquellos 
otros factores que también inciden en las garantías de 
sostenibilidad futura más allá de las estrictamente 
demográficas, como son el aumento de la productivi-
dad, el incremento de la participación de la mujer en el 
trabajo, la llegada de inmigrantes, el aumento de coti-
zaciones, reformulación de prestaciones, etc.

Por otro lado, es una paradoja pretender aumentar la 
vida activa de las personas más allá de la edad legal de jubi-
lación cuando la tasa de paro juvenil del Estado español es 
la más alta de la Europa de los Veintisiete. De hecho, la tasa 
de paro juvenil española, con más del 40%, duplica a la 
europea, que está en el 20%. Es decir, 4 de cada 10 jóvenes 
del Estado que intentan trabajar, no pueden hacerlo.

Asimismo, un estudio presentado en Barcelona por 
el catedrático de la UAB, Josep Oliver, ha señalado que 
en los dos últimos años el número de jóvenes en la 
población activa se ha rebajado en 732.000 personas.

Por todo ello se presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno 
español a mantener la edad legal de jubilación en 65 
años.

 

Propuesta de resolución núm. 49

El Grupo Parlamentario Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula siguiente propuesta de resolución 
sobre mantenimiento del Pacto de Toledo.

El Pacto de Toledo es uno de los pilares fundamen-
tales del Estado del Bienestar actual y su modificación 
se ha basado siempre en el acuerdo de las fuerzas polí-
ticas. Sin embargo, el Gobierno español ha quebranta-
do esta filosofía al recortar, mediante Real Decreto, uno 
de los derechos establecidos: el de revalorización de las 
pensiones. El Real Decreto fue ratificado por el Con-
greso de los Diputados con un solo voto de diferencia. 
Este precedente supone un punto de inflexión en la his-
toria y filosofía del Pacto de Toledo.

Con su aprobación, el Gobierno español ha incum-
plido el punto G) del Acuerdo sobre consolidación y 
racionalización del sistema de Seguridad Social, que en 
el marco del Pacto de Toledo, establece la revaloriza-
ción automática de las pensiones para mantener el 

poder adquisitivo de los pensionistas. Asimismo, en 
este punto, también se establece que «se deberá seguir 
garantizando que las ganancias de poder adquisitivo 
que puedan derivarse de una inflación real inferior a la 
prevista se consoliden con carácter permanente en las 
pensiones, evitando la corrección a la baja cuando exis-
tan mejoras de poder adquisitivo derivadas del compor-
tamiento de los precios». Este Acuerdo se concretó en 
el artículo 48 de la Ley General de la Seguridad Social. 
El gobierno español, mediante la aprobación del Real 
Decreto Ley 8/2010, de 20 de mayo, ha incumplido 
pues este artículo y las recomendaciones del Pacto de 
Toledo, estableciendo a la vez un peligroso antecedente 
de rompimiento del consenso que lo caracterizaba 
desde su creación en el año 1995.

Además, teniendo en cuenta que la pensión media 
de jubilación se sitúa por debajo del salario medio bruto 
(1.194,17 euros), en 888,27 euros, permite afirmar que 
el 40% de las pensiones se encuentran amenazadas por 
el riesgo de pobreza.

El rechazo a que el Real Decreto se tramitara como 
Proyecto de Ley impidió que se realizaran enmiendas y, 
por tanto, que se pudiera corregir este punto.

Por todo ello se presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

1. El Congreso de los Diputados manifiesta la 
voluntad de mantener el espíritu de consenso en el 
Pacto de Toledo y subraya la necesidad de requerir un 
amplio acuerdo entre las fuerzas políticas para cual-
quier modificación.

2. Por ello, insta al Gobierno español a mantener 
para el año 2011 la revalorización de las pensiones que 
establece el Pacto de Toledo, suprimiendo artículo 4 del 
Real Decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo, mediante el 
Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2011.

 

Propuesta de resolución núm. 50

El Grupo Parlamentario Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula siguiente propuesta de resolución 
sobre medidas fiscales para corregir el ajuste social y 
asegurar la sostenibilidad de las finanzas públicas.

La decisión del Gobierno de acelerar la reducción 
programada del déficit público hasta situarlo en el 3% 
del PIB en 2013 se ha plasmado en un ajuste social sin 
precedentes que, en particular, recorta las retribuciones 
del personal del sector público en un 5% de media 
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en 2010 y las congela en 2011, y suspende para 2011 la 
revalorización de más del 60% de las pensiones.

Según el Gobierno, el ahorro que se consigue con 
este ajuste asciende a 6.000 millones de euros, si bien 
son medidas que pueden afectar negativamente al con-
sumo y a la demanda agregada, y por tanto, al creci-
miento económico y a la propia evolución de los ingre-
sos públicos y del déficit.

La crisis que atraviesa nuestra economía precisa 
medidas que impulsen la actividad económica, sin 
negar la necesidad de evitar que el déficit público plan-
tee serios problemas a la hora de su financiación. Sien-
do esto último evidente, lo cierto es que frente al ajuste 
social del Gobierno se pueden articular a corto plazo 
otras políticas por el lado de los ingresos buscando 
efectos redistributivos positivos y con menor impacto 
negativo sobre el consumo y la demanda agregada.

Así, el ahorro que busca el Gobierno congelando 
pensiones o recortando salarios a los empleados públi-
cos podría obtenerse recuperando el gravamen en el 
Impuesto sobre el Patrimonio y aumentando los tipos 
impositivos a los contribuyentes de mayor capacidad 
económica en el Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas (IRPF). Estas medidas, como decimos, son 
socialmente más justas y afectan a contribuyentes que 
tienen una menor propensión relativa al consumo.

A corto plazo, recuperar el Impuesto sobre el Patri-
monio permite recaudar no menos de 2.200 millones de 
euros, y aumentar el marginal máximo del IRPF y la 
tributación del ahorro sumaría nuevos recursos que en 
conjunto equivaldrían al teórico ahorro del ajuste anti-
social del Gobierno.

A medio plazo, una reforma fiscal en profundidad 
priorizando la reducción de nuestro elevado fraude fis-
cal, será condición necesaria para asegurar la sostenibi-
lidad de nuestras finanzas públicas preservando el papel 
del gasto público en el desarrollo económico y social 
de nuestro país.

Por todo ello se presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno 
español a:

1. Elevar en el IRPF el tipo marginal máximo hasta 
el 50% para bases liquidables superiores a 100.000 euros 
y establecer un tramo más en la tarifa del ahorro para 
bases liquidables superiores a 12.000 euros a un tipo del 
24%, y recuperar el Impuesto sobre el Patrimonio.

2. Establecer como objetivo a medio plazo del Plan 
de lucha contra el fraude fiscal la reducción del volumen 
de fraude en nuestro país a los parámetros medios comu-
nitarios, potenciando los recursos humanos de la Admi-
nistración, en particular, mediante la adecuación del con-
tenido y características de los puestos de trabajo a las 
especiales condiciones de su desempeño.

 

Propuesta de resolución núm. 51

El Grupo Parlamentario Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula siguiente propuesta de resolución 
sobre el mantenimiento del programa temporal de pro-
tección por desempleo e inserción.

El artículo 1.2 de la Ley 14/2009, de 11 de noviem-
bre, por la que se regula el programa temporal de pro-
tección por desempleo e inserción, conocido popular-
mente como la «ayuda de los 420 euros», establece que 
la duración del programa será de seis meses a contar 
desde el día 16 de agosto de 2009, si bien en la disposi-
ción final tercera de dicha Ley se habilita al Gobierno 
para que éste pueda prorrogar dicho programa por 
períodos de seis meses.

El pasado día 15 de febrero de 2010 concluyó la 
duración del programa citado y el Gobierno haciendo 
uso de esa habilitación, estableció mediante el Real 
Decreto 133/2010, de 12 de febrero, la prórroga del 
programa temporal de protección por desempleo e 
inserción por seis meses, al considerar que se daban las 
condiciones para su prórroga, ya que la crisis económi-
ca sobre el empleo y el mercado de trabajo que lo moti-
varon persistían.

Esta nueva prórroga del programa vence el día 15 de 
agosto de 2010. Teniendo en cuenta que las condicio-
nes expuestas en el Real Decreto para la prórroga se 
siguen produciendo sería lógico y deseable renovarla.

Por todo ello se presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno 
español a:

Aprobar una nueva prórroga del Programa Temporal 
de Protección por Desempleo e Inserción cuya vigencia 
finaliza el próximo 15 de agosto de 2010.

 

Propuesta de resolución núm. 52

Para la racionalización del gasto militar y el manteni-
miento de las políticas sociales y a Ayuda Oficial al 
Desarrollo

A través del Real Decreto Ley 8/2010, de 20 de 
mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias 
para la reducción del déficit público, el Gobierno optó 
por una contención del gasto de las administraciones 
públicas que no discernía las particularidades de cada 
una de ellas y que se fundamentaba principalmente en 
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una reducción progresiva de la masa salarial del sector 
público en un 5% en término anuales.

Sin embargo, y pese a las diversas iniciativas apro-
badas por el Congreso de los Diputados a lo largo de la 
presente legislatura el Ejecutivo hasta la fecha no ha 
llevado a cabo ninguna reestructuración de la Adminis-
tración General del Estado tendente a adecuarla al 
marco competencial del estado autonómico. Es eviden-
te, que de realizarse no solo se evitaría una concurren-
cia de funciones con otras administraciones que supo-
nen una grave deslealtad institucional, sino también 
duplicidades innecesarias, onerosas o ineficientes, que 
repercuten negativamente en la simplificación y agili-
zación administrativa, y por consiguiente en la calidad 
de los servicios prestados a la ciudadanía.

Asimismo, el presidente del Gobierno anunció, el 
pasado 12 de mayo de 2010, anunció que, para reducir 
el déficit público, sólo tomaría medidas sobre los gas-
tos de la Administración Pública del Estado, sin incidir 
en la política de ingresos. Pero hay muchas otras parti-
das que, en una situación económica cuando menos 
delicada, pueden contribuir de manera efectiva a una 
reducción drástica del déficit público. Una de ellas es el 
gasto militar.

En el marco del debate de los Presupuestos Genera-
les del Estado para 2010, aprobados por esta Cámara, el 
Gobierno señaló que el presupuesto de Defensa dismi-
nuyó un 6,2% respecto al del año anterior. Esto —tal 
como han indicado numerosas organizaciones no 
gubernamentales, como Justicia i Pau  es cierto si se 
tiene en cuenta sólo el presupuesto del Ministerio de 
Defensa. Sin embargo, si de analiza el gasto militar 
global, entonces la disminución es bastante inferior, tan 
sólo de un 2,4%.

El Centre d’Estudis per la Pau J. M. Delàs, en un 
estudio estima que el gasto militar para el año 2010 
supera los 18.000 millones (casi 50 millones €/día), si 
le sumamos las partidas que están fuera del Ministerio 
de Defensa (clases pasivas militares, ISFAS, Guardia 
Civil, créditos I+D, organismos militares internaciona-
les e intereses de Deuda pública).

A ello hay que añadir las aportaciones realizadas 
mediante el Fondo de Contingencia, que en lo que lle-
vamos de año asciende a 624.481.336,16 euros. Ello 
además supone un uso perverso del Fondo, que lejos de 
atender necesidades urgentes e imprevistas, está siendo 
utilizado para enmascarar un incremento del Ministerio 
de Defensa al margen del gasto asignado a él directa-
mente en los Presupuestos Generales del Estado.

Así, en la liquidación del año 2008 nos encontramos 
con un incremento de 1.597 millones de euros respecto 
del presupuesto inicial del Ministerio de Defensa, lo 
que representa un 15,8% sobre el inicial.

Si el gasto militar, en pleno siglo xxi, ya es más que 
cuestionable en épocas de bonanza económica; lo es 
mucho más en una época como la actual de severa cri-
sis económica que ha llevado al Gobierno a decidir uni-
lateralmente recortar, entre otras, la Ayuda oficial al 

Desarrollo. No es, a nuestro juicio, una prioridad para 
el Estado dedicar millones de euros a la compra de 
aviones de combate EF-2000, helicópteros de combate 
Tigre, los aviones de transporte A400M, o los blinda-
dos Leopard 2E, cuyo coste global, de aquí a que finali-
cen dichos proyectos ascienden a unos 15.000 millones 
de euros.

Por otra parte, España cuenta actualmente con unos 
135.000 efectivos, entre ellos unos 48.000 mandos, en 
sus Fuerzas Armadas, con el objetivo de ampliarlas 
hasta 170.000. Por ello, cada año, ingresan en la Fuer-
zas Armadas entre 2.000 y 4.000 efectivos nuevos.

Un ajuste en el gasto como el que propugna el 
Gobierno también debería tener en cuenta una reduc-
ción de los efectivos de las Fuerzas Armadas, con el 
objetivo de reducir los 5.335 millones de euros que se 
destinaron a asumir los gastos de personal de las Fuer-
zas Armadas.

El Estado debe reequilibrar sus cuentas pero en 
absoluto como ha anunciado que lo va a hacer. De entre 
las políticas que se van a ver severamente afectadas 
figura la reducción en 800 millones para AOD incum-
pliendo el Pacto de Estado contra la Pobreza y el com-
promiso europeo hecho ante la UE de destinar para este 
año el 0.51% de la RNB a AOD.

La crisis no puede ser una excusa para incumplir la 
responsabilidad internacional de apoyar a los más vul-
nerables, al contrario, es ahora cuando más sufren el 
impacto de una crisis que ellos no han generado pero 
que les golpea especialmente. No en vano, por primera 
vez en la historia se han superado los mil millones de 
personas con hambre y es necesario buscar nuevas vías 
para recursos adicionales en lugar de reducir las actua-
les políticas de cooperación internacional.

Por ello, queremos recuperar la idea de «Dividendo 
por la Paz» hoy más vigente que nunca, en el sentido de 
la utilización alternativa de los recursos invertidos 
actualmente en gastos militares para cubrir las necesi-
dades sociales y mejorar nuestra política de coopera-
ción.

Por todo lo expuesto, el Congreso de los Diputados 
insta al Gobierno a:

1. Presentar, antes de finalizar el año, un informe 
sobre la estructura del Gobierno y de la Administración 
General del Estado, con objeto de mejorar la coordina-
ción interadministrativa y evitar duplicidades en la 
prestación de servicios, según lo establecido en el artí-
culo 31 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organiza-
ción y Funcionamiento de la Administración General 
del Estado, así como en el artículo 22.1 de la 
Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómi-
co. A tal efecto, el informe deberá señalar los Ministe-
rios, Secretarías de Estado, Direcciones Generales y 
otras instancias afectadas como también, el procedi-
miento y calendario para llevar a cabo una eficiente 
adecuación.
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2. Presentar en un plazo máximo de dos meses 
ante el Congreso de los Diputados, un Plan para la 
reducción de al menos un 30% del gasto militar en la 
presente Legislatura, contemplando la primera fase de 
la reducción en los próximos Presupuestos Generales 
del Estado.

3. Congelar del incremento del número de efecti-
vos de las Fuerzas Armadas de España y presentación 
de un plan de reducción de efectivos militares.

4. Destinar los recursos recortados a mejorar las 
políticas sociales y a Ayuda Oficial al Desarrollo

5. Paralizar la ejecución de nuevas partidas de I+D 
militar previstas para este año y trasladar, en el marco 
del próximo proyecto de ley de presupuestos generales 
del Estado, el 50% de los recursos destinados a I+D 
militar a I+D civil.

6. Avanzar en el cumplimiento del Pacto de Esta-
do contra la Pobreza reforzando la cantidad, la calidad 
y el impacto de la ayuda. Y en particular cumplir con su 
punto B1.c que limita la ayuda reembolsable al 5% y 
excluir como posibles receptores de la AOD reembolsa-
ble a los Países Menos Adelantados (PMA), países alta-
mente endeudados (HIPC), así como a países con bajos 
ingresos (LIC-Low Income Countries), países con un 
Índice de Desarrollo Humano Bajo y Países Altamente 
Endeudados de Renta Media.

 

Propuesta de resolución núm. 53

El Grupo Parlamentario Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula siguiente propuesta de resolución 
sobre el almacén temporal centralizado de residuos 
nucleares.

El proceso de búsqueda de emplazamiento para el 
almacén temporal centralizado de residuos radioactivos 
de alta actividad se precipitó el pasado 23 de diciembre 
de 2009, cuando se aprobó la resolución por la que se 
efectuaba la convocatoria para la selección de los muni-
cipios candidatos a albergar el emplazamiento del 
Almacén Temporal Centralizado de combustible 
nuclear gastado y residuos radiactivos de alta actividad 
(ATCRRAA) y su centro tecnológico asociado.

En dicha convocatoria se establecía un período ajus-
tadísimo en el tiempo para la presentación de candidatu-
ras, y desaparecía cualquier referencia a la necesidad de 
alcanzar un consenso con las Comunidades Autónomas 
afectadas, pues la sola voluntad de un municipio para 
albergar esta instalación era considerada suficiente. De 
este modo se ignoraba que una infraestructura de esta 
envergadura y sus efectos sobre el conjunto del territo-
rio supera sin ninguna duda el estricto marco local.

Asimismo, el procedimiento por su carácter abre-
viado, un mes para presentar candidaturas y 20 días 
para presentar alegaciones, difícilmente permitía un 
proceso de información y participación adecuado, 
transparente y participativo, lo cual contraviene la 
Directiva de Aarhus en materia de participación e infor-
mación ambiental.

Por otro lado, más allá del proceso mismo iniciado 
por el Gobierno, es evidente que hasta la fecha no se ha 
elaborado un programa que determine la vida operativa 
de cada central y por consiguiente, el volumen de resi-
duos generados por las mismas. Es importante tener 
presente, que la acumulación de residuos está estrecha-
mente ligada a los años de actividad de las centrales 
nucleares. La prolongación de su vida comporta que 
dichas centrales no puedan acoger todos los residuos 
que generan pues las instalaciones construidas en su 
momento para albergarlos acaban siendo desbordadas.

La gestión del problema de los residuos nucleares 
no es la creación de un almacén temporal centralizado, 
sino que pasa por una serie de compromisos previos: el 
primero es la elaboración de un calendario o programa 
de determinación de la vida útil de cada central nuclear 
para su progresivo cierre.

Las centrales nucleares producen actualmente 160 
toneladas de residuos de alta actividad. El coste del tra-
tamiento de estos residuos no es asumido en su integri-
dad por sus productores, sino que por ejemplo fue 
incluido en la factura de la electricidad hasta el año 2005 
si bien es cierto que con posterioridad se repercutieron 
los costes sobre los propietarios. La energía nuclear no 
es ni tan barata ni tan limpia como algunos nos quisie-
ran hacer creer. De hecho, sólo funciona mientras se 
externalizan parte de sus costes (los ya citados de los 
residuos radioactivos, responsabilidad civil limitada...). 
Unos costes que cabe recordar que hipotecan el futuro 
de otras generaciones.

Por todos estos motivos, la eventual construcción de 
una instalación temporal de almacenamiento no puede 
implicar en ningún caso vía libre a los productores de 
energía nuclear para generar residuos sin ningún límite.

Consecuentemente, en estos momentos el objetivo 
prioritario es la elaboración de un plan de cierre de las 
centrales nucleares, de forma que la construcción del 
ATCRRAA más allá de precisar de un consenso institu-
cional y territorial, debería de supeditarse a dicho plan. 
Sólo cuando tengamos claro cuándo cerrarán las cen-
trales y, por lo tanto, la cantidad de residuos que se 
habrán generado, tendrá sentido plantear su almacena-
miento a largo término.

Por todo ello, se presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Paralizar el proceso iniciado por la Resolución 
de 23 de diciembre de 2009, de la Secretaría de Estado 
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de Energía, por la que se efectúa la convocatoria pública 
para la selección de los municipios candidatos a albergar 
el emplazamiento del Almacén Temporal Centralizado e 
combustible nuclear gastado y residuos radiactivos de 
alta actividad (ATC) y su centro tecnológico asociado.

2. No acometer un nuevo procedimiento para 
albergar el emplazamiento del Almacén Temporal Cen-
tralizado hasta que:

a) El VI Plan Nacional de Residuos Radioactivos 
haya sido sometido a lo dispuesto en la Ley 9/2006, de 
28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determi-
nados planes y programas en el medio ambiente.

b) Se haya elaborado un programa que determine 
la vida operativa de cada central y se haya encargado 
al CSN y ENRESA el desarrollo del citado plan.

3. Vincular cualquier proceso sobre la futura ubi-
cación del ATC al consenso social e institucional, espe-
cialmente con las Comunidades Autónomas que puedan 
verse afectadas por las candidaturas municipales pre-
sentadas. En este sentido es importante que dicho con-
senso se adecue a lo establecido en el convenio de Aar-
hus, firmado y ratificado por todos los Estados miembro 
de la Unión Europea, sobre el acceso a la información y 
la participación de la ciudadanía en la toma de decisio-
nes en los asuntos ambientales, y también a las reco-
mendaciones del programa COWAM de la CE que se 
refiere específicamente a la gobernanza de los procedi-
mientos para la gestión de residuos radioactivos en los 
países de la Unión Europea.

 

Propuesta de resolución núm. 54

El Grupo Parlamentario Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula siguiente propuesta de resolución 
sobre el Impulso y la Gestión de las Infraestructuras 
estatales situadas en Catalunya.

Históricamente Catalunya en relación a sus infraes-
tructuras ha padecido dos graves problemas, que hoy 
por hoy distan de ser resueltos. En un primer término, 
su endémica falta de inversión que ha conllevado un 
grave retraso en la construcción e inauguración de ins-
talaciones vitales para el desarrollo del tejido producti-
va y las comunicaciones de ciudadanía. En segundo 
lugar, la imposibilidad de poder incidir de manera efec-
tiva en su gestión por parte de las instituciones catala-
nes y de sus agentes económicos. Y todo ello pese a las 
reiteradas y prácticamente unánimes demandas políti-
cas y sociales trasladadas al Estado desde Catalunya a 
lo largo de los años.

Así pues, todavía hoy Catalunya no puede decidir de 
manera determinante sobre el futuro del Aeorport del 
Prat, pese a suponer un pilar fundamental no solo de su 
economía, sino también de todo el arco o el litoral 
Mediterráneo del Estado Español. Asimismo, el traspa-
so de los aeropuertos de Reus, Sabadell o Girona sigue 
pendiente de producirse pese a que el Estatut de Auto-
nomía de Catalunya en su artículo 140 determina que 
«corresponde a la Generalitat la competencia exclusiva 
sobre aeropuertos,... que no tengan la calificación legal 
de interés general».

Por otro lado, el Corredor Ferroviario Mediterráneo 
aunque todas las instituciones y agentes sociales, aca-
démicos y económicos de Andalucía, Murcia, País 
Valencia y Catalunya han coincido en su importancia 
por el hecho que supondría un impulso de primer orden 
para la economía de estos territorios, hasta el momento 
carece de una planificación y proyección de futuro. 
Para ello es muy importante que en la revisión de la 
política de la red Transeuropea se impulsen los corre-
dores y se incluya el corredor Mediterráneo en los pro-
yectos prioritarios, tal y como se acordó en la reunión 
organizada conjuntamente por la Comisión Europea y 
la Presidencia Española del Consejo de la EU en Zara-
goza el pasado 7 de junio de 2010.

Y finalmente, existe una cuestión también vinculada 
a las infraestructuras de Catalunya que precisa de la 
acción del Gobierno para poder desarrollar sus futuras 
potencialidades. Este es el caso de la conocida Ronda 
del Vallés, instrumento fundamental para la mejora de 
las comunicaciones terrestres del Área Metropolitana 
de Barcelona, que por tener un carácter eminentemente 
comarcal, debería traspasarse su titularidad a la Gene-
ralitat de Catalunya, institución que de manera consen-
suada con el resto de administraciones locales ha impul-
sado el Plan Territorial Metropolitano de Barcelona.

Por todo lo expuesto, el Congreso de los Diputados 
insta al Gobierno a:

A. En materia aeroportuaria.

1. Sobre el Aeroport del Prat:

a) Hacer efectivas antes de finalizar el año 2010, 
las medidas contempladas en la Moción consecuencia 
de interpelación urgente del Grupo Parlamentario de 
Esquerra Republicana-Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya Verds, que fue aprobada por el Congreso de 
los Diputados el 17 de junio de 2008, y por consiguien-
te, presentar el nuevo modelo de gestión aeroportuaria 
comprometido por el Gobierno, y que para el caso con-
creto del aeropuerto del Prat, suponga la creación de un 
consorcio en el que participe la Generalitat de Catalun-
ya, las administraciones locales concernidas, el sector 
privado y la Administración General del Estado en el 
seno del cual, la parte catalana ha de tener en su órgano 
rector la mayoría determinante para adoptar las siguien-
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tes decisiones estratégicas, tal y como acordó el Parla-
ment de Catalunya en su resolución 87NIII sobre la 
gestión del Aeroport de Barcelona de 16 de noviembre 
de 2007:

i) En materia presupuestaria, presupuestos anua-
les de explotación y política de inversiones.

ii) En gestión aeroportuaria, Gestión de slots y 
establecimiento y modificación de tarifas.

iii) En servicios aeroportuarios, definición del 
régimen de concesión y prestación de los servicios.

iv) En gestión del dominio público, infraestructu-
ras, planificación y programación, Planes estratégicos y 
planes Directores.

v) Reasignar los espacios en la terminal Sur del 
Aeropuerto de Barcelona-El Prat.

b) Retirar la propuesta de Estatutos de la Sociedad 
Estatal «Empresa de Gestión de Aeropuertos del Esta-
do, S.A.» que está tramitando el Gobierno del Estado, 
por ser contraria a lo expresado por esta Cámara en la 
moción mencionada, por no contemplar la participa-
ción determinante de la Generalitat de Catalunya el 
Aeropuerto de Barcelona-El Prat.

c) Revisar la asignación de espacios en la Termi-
nal Sur del Aeropuerto de Barcelona-El Prat, si los 
cambios de propiedad de las compañías aéreas que ope-
ren en este aeropuerto, ponen en riesgo la competitivi-
dad del mismo y la calidad de su gestión aeroportuaria.

d) Cambiar el actual nombre de Aeropuerto de 
Barcelona por el Aeroport El Prat-Barcelona con el fin 
de reflejar su correcta situación geográfica.

2. Sobre los aeropuertos de Girona-Costa Brava, 
Reus y Sabadell.

Desclasificar como aeropuertos de interés general, 
así como llevar a cabo el traspaso de su titularidad a la 
Generalitat de Catalunya antes de finalizar el año 2010, 
los aeropuertos de Girona-Costa Brava, Reus y Saba-
dell, tan y como así lo acordó el Parlament de Catalun-
ya en la moción 50/VIII, de sobre la participación de 
las instituciones catalanas en la gestión de infraestruc-
turas aeroportuarias de 15 de abril de 2009.

B. En materia ferroviaria.

1. Mercancías:

1.1 Seguir impulsando en el seno de la Unión 
Europea, la inclusión del Corredor Mediterráneo com-
pleto, como Proyecto Prioritario Europeo de la Red 
Transeuropea de Transporte (RTT).

1.2 Planificar y ejecutar de forma urgente el corre-
dor ferroviario Mediterráneo, que haga posible el enla-
ce de Valencia y Barcelona con Francia, y por extensión 
con el resto de Europa, a fin de potenciar el desarrollo 
económico de las regiones que conforman el arco Medi-

terráneo del Estado Español, así como la competitivi-
dad de sus puertos, en el marco de la revisión de la Red 
Transeuropea de Transporte.

1.3 Garantizar que en dicha planificación se inclu-
yan los ramales de acceso ferroviario al puerto Tarrago-
na y al Puerto de Barcelona; 

1.4. Garantizar la finalización de las obras del tramo 
ferroviario del trazado Castellón de la Plana-Tarragona 
antes del año 2017.

2. Sobre el AVE Barcelona-Valencia-Murcia se 
deberán preveer las siguientes actuaciones anuales:

2.1 Realizar el estudio informativo necesario antes 
de finalizar el año 2010.

2.2 Garantizar su construcción antes de finalizar 
el año 2017.

3. En virtud de artículo 16 del Estatuto de Autono-
mía de Catalunya que establece la competencia exclusi-
va de la Generalitat sobre los transportes terrestres de 
viajeros y mercancías por ferrocarril que transcurran 
íntegramente dentro del territorio de Catalunya con 
independencia de la titularidad de la infraestructura; 
hacer afectivas antes del 01 de Enero 2011 la transfe-
rencia de las competencias de gestión y planificación 
del servicio de trenes Regionales.

C. Ronda del Vallés.

Impulsar el cambio de titularidad de la vía de la 
Ronda del Vallés en el tramo Sabadell-Granollers con 
el fin de fortalecer la validez del planeamiento territo-
rial elaborado por la Generalitat de Catalunya.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Por medio del presente escrito y al amparo de lo 
establecido en el artículo 197 del Reglamento de la 
Cámara, el Grupo Parlamentario de Esquerra Republi-
cana-Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds 
formula las siguientes propuestas de resolución con 
motivo del debate de política general en torno al estado 
de la Nación, realizado el catorce y quince de julio.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—Gaspar Llamazares Trigo, Diputado.—
Joan Herrera Torres, Portavoz Adjunto del Grupo 
Parlamentario Esquerra Republicana-Izquierda Unida-
Iniciativa per Catalunya Verds.

Propuesta de resolución núm. 55

El pueblo de Catalunya aprobó en referéndum, el 18 
de junio de 2006, el Estatuto de Autonomía. El Estatuto 
es fruto del pacto entre Catalunya y el Estado por el cual 
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Catalunya alcanzó las mayores cotas de autogobierno de 
su historia. Los principales objetivos que se perseguían 
con el proceso de reforma del Estatuto eran: un mayor 
reconocimiento de la identidad nacional y de la lengua 
catalana; incrementar el poder político del autogobierno 
preservando las competencias de la Generalitat; estable-
cer un catálogo de derechos y principios rectores adapta-
dos a la realidad social; la desconcentración de la justi-
cia; la mejora de las relaciones intergubernamentales con 
la participación de la Generalitat en las decisiones, insti-
tuciones y organismos del Estado, la participación en la 
Unión Europea y la acción exterior y un sistema de finan-
ciación más justo.

El Estatuto pasó por todos los trámites constitucio-
nalmente previstos, fue aprobado en el Parlament por 
una amplia mayoría, por el Congreso y por el Senado. 
Para la entrada en vigor del Estatuto, según la Constitu-
ción, es imprescindible la ratificación mediante refe-
réndum de la ciudadanía de Catalunya, como garantía 
del derecho a la autonomía. El Parlament de Catalunya 
no puede imponer el Estatuto que apruebe, pues este 
debe ser debatido y aprobado por las Cortes Generales. 
Y estas no pueden imponer el Estatuto que aprueben 
pues debe ser ratificado por la ciudadanía mediante 
referéndum. Esta es la esencia del pacto.

La sentencia del Tribunal Constitucional ha roto este 
pacto y ha provocado la crisis del pacto Constitucional 
por el cuál Catalunya aceptaba una Constitución abierta 
y flexible que garantizaba su derecho a la autonomía. 
El Tribunal ha actuado como una cuarta cámara parla-
mentaria. El Estatuto ahora vigente, con preceptos anu-
lados y otros reinterpretados, no es el Estatuto que 
acordaron los parlamentarios ni el que aprobó la ciuda-
danía de Catalunya.

El principal responsable de esta situación es el Parti-
do Popular que impulsó una campaña contra la tramita-
ción del Estatuto, que presentó el recurso ante el Tribunal 
Constitucional contra un estatuto ya refrendado, que ha 
politizado el Tribunal y ha fomentado en anticatalanismo 
con fines electorales. El Gobierno también es responsa-
ble por su pasividad y la falta de un modelo de Estado 
claro y sin complejos de carácter federal que permitiera 
desarrollar una idea de una España realmente plural.

Las fuerzas políticas catalanistas, un gran número 
de entidades sociales y la gran mayoría de la ciudada-
nía de Catalunya han manifestado su rechazo a la sen-
tencia tanto por la forma como por el fondo. La senten-
cia ha sido dictada por un Tribunal Constitucional 
deslegitimado, después de cuatro años, con mandatos 
caducados, recusaciones, filtraciones periodísticas y 
una más que evidente politización. Unos hechos que 
provocaron que el Tribunal perdiera toda apariencia de 
independencia.

La sentencia trata al Estatut como una simple ley 
ordinaria y de carácter autonómico, pervirtiendo su 
función constitucional y su carácter de ley orgánica 
pactada y aprobada por las Cortes Generales; modifica 
sustancialmente la mayor parte de los objetivos que 

pretendía, vaciando su contenido político y trata de fijar 
una idea de España centralista y nacionalmente unifor-
me, que no responde ni a la realidad ni a la voluntad 
mayoritaria de los ciudadanos de Catalunya.

La manifestación celebrada en Barcelona el 10 de 
julio fue una expresión de dignidad democrática, de 
rechazo a una sentencia que supone un agravio para 
Catalunya y una agresión a nuestro autogobierno. La 
ciudadanía de Catalunya, en su diversidad y pluralidad 
de opciones políticas, ha afirmado que somos una 
nación y que queremos decidir sobre nuestro presente y 
nuestro futuro. Catalunya aceptó de buen grado el 
marco de convivencia que ofrecía la Constitución para 
el desarrollo de la democracia y el autogobierno. Pero 
la sociedad catalana, siempre abierta al diálogo y al 
pacto, no aceptará imposiciones. La sentencia supone 
un grave problema para Catalunya y para España pues 
pone en cuestión el propio pacto constitucional.

La sociedad catalana ni acepta la sentencia ni se 
resigna a un Estatuto recortado y a unas aspiraciones 
nacionales frustradas. La sentencia y la manifestación 
del 10 de julio abren una nueva etapa. Es imprescindi-
ble restablecer del pacto suscrito recuperando todo el 
Estatuto aprobado por la ciudadanía, mediante las solu-
ciones políticas, normativas y constitucionales que sean 
necesarias.

El encaje de Catalunya en España y un desarrollo 
coherente del Estado autonómico sólo tienen solución 
en el marco dé un cambio constitucional en un sentido 
federal que reconozca el carácter plurinacional del 
Estado.

Por todo ello, el Congreso de los Diputados constata:

1. El sentimiento expresado por el Parlament de 
Catalunya y significativamente por la manifestación que 
bajo el lema «Som una nació, nosaltres decidim», refle-
jó un rechazo amplio y mayoritario de la sentencia del 
Tribunal Constitucional entorno a l’Estatut de Catalun-
ya y constató una interpretación de la Constitución que 
ha hecho que dicho texto pueda llegar a no servir para 
Catalunya; de la voluntad de defender el autogobierno y 
de exigir respeto a la voluntad de la ciudadanía expresa-
da en el referéndum del 18 de junio de 2006 de aproba-
ción del nuevo Estatuto de Autonomía de Catalunya.

E insta al Gobierno a:

2. Reconocer la realidad plurinacional y plurilin-
güística del Estado, impulsando las medidas necesarias 
para garantizar el reconocimiento político y simbólico 
de Catalunya como nación.

3. Presentar ante esta Cámara, antes de finalizar el 
presente año, las reformas normativas necesarias para 
el uso normal de todas las lenguas del Estado en la 
Administración General del Estado, garantizando la 
igualdad de derechos y deberes de los hablantes de las 
cuatro lenguas que son oficiales en el Estado. Así como 
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la reforma de la Constitución con el objetivo de hacer 
del Senado una auténtica Cámara de representación 
territorial.

4. Presentar ante esta Cámara, antes de finali-
zar el presente año, las reformas normativas necesa-
rias, para garantizar el derecho a usar el catalán, el 
vasco y el gallego en las relaciones con los órganos 
constitucionales y jurisdiccionales y regular los 
requisitos de capacitación lingüística exigibles a 
funcionarios estatales, jueces, magistrados y fisca-
les, entre otros.

5. Presentar ante esta Cámara, una ley para la 
mejora del autogobierno, en el próximo período de 
sesiones, que incluirá todas las reformas de leyes esta-
tales relacionadas con preceptos del Estatuto que hayan 
sido o anulados o reinterpretados por la sentencia, 
reformando leyes ordinarias para garantizar la partici-
pación de la Generalitat en instituciones organismos, 
empresas y decisiones del Estado o asumir competen-
cias ejecutivas; la reforma de leyes orgánicas como la 
del Poder Judicial o la del Defensor del Pueblo y utili-
zando mecanismos como los previstos en los artícu-
los 150.1 y 150.2 de la Constitución para la transferen-
cia de competencias y facultades estatales, entre otras 
medidas posibles.

6. Establecer un acuerdo político y desarrollar los 
mecanismos normativos necesarios para que el Estado 
en su práctica normativa respete las previsiones conte-
nidas en el Estatut antes de la sentencia, en materia de 
competencias exclusivas y compartidas, con el objetivo 
de garantizar que la Generalitat pueda realizar políticas 
propias.

7. Presentar, de acuerdo con la Generalitat de 
Catalunya, un plan con las medidas necesarias y un 
calendario concreto para el pleno desarrollo del Estatu-
to, especialmente en materia de traspasos.

8. Aprobar, en el próximo periodo de sesiones, 
una nueva etapa de descentralización del Estado y 
de fortalecimiento autonómico, con el traspaso de 
los trenes regionales, así como los aeropuertos de 
Reus, Girona y Sabadell y la participación determi-
nante de las instituciones catalanas en el Aeropuerto 
del Prat. A su vez, en el próximo periodo de sesio-
nes se articularan medidas para impulsar la asunción 
por parte de la Generalitat y del conjunto de CCAA 
de la gestión de obras e infraestructuras de interés 
general, ya sea a través de cambios normativos o de 
convenios.

9. El Congreso de los Diputados impulsará la 
reforma de su Reglamento, antes de finalizar el presen-
te año, para el uso normal de todas las lenguas del Esta-
do en la Cámara, garantizando la igualdad de derechos 
y deberes de los hablantes de las cuatro lenguas que son 
oficiales en el Estado.

 

Propuesta de resolución núm. 56

El Grupo Parlamentario Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 197 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, formula siguiente propuesta de resolución 
sobre reforma del sistema electoral.

Un sistema electoral democrático se aleja de su raíz 
si, en aras de una estabilidad gubernamental o por cual-
quier otra razón, la correlación entre votos y escaños 
queda gravemente distorsionada. La proporcionalidad 
entre la composición política del Congreso y la vota-
ción popular expresada en las urnas es una exigencia 
ineludible de cualquier sistema democrático.

Un sistema electoral de tipo proporcional debe cum-
plir varias características para que sea idóneo y técnica-
mente se denominan: monotonía respecto del tamaño 
de las circunscripciones, monotonía respecto de los 
votos, consistencia, respeto de la cuota de proporciona-
lidad, control del sesgo hacia la desproporción y forta-
lecimiento de coaliciones.

Es incuestionable que el actual régimen electoral con-
tradice directamente la voluntad popular al llevar a que 
opciones políticas con más votos obtengan menos esca-
ños que opciones políticas con menos votos. Además la 
excesiva desigualdad en la asignación de escaños por cir-
cunscripción provincial impide que la fórmula electoral 
despliegue sus efectos de reparto proporcional. La con-
secuencia es que el sistema en vigor origina un gran 
número de votos inútiles, tiene un índice de proporciona-
lidad muy bajo, genera una infra-representación de las 
provincias más pobladas y perjudica gravemente a fuer-
zas políticas importantes que compiten a nivel estatal, de 
tal modo que el voto útil no es una decisión ideológica 
del elector, sino una decisión forzada ante el corsé que 
supone una circunscripción de tamaño pequeño regida 
por la fórmula D’Hondt, beneficiando a las dos primeras 
fuerzas políticas, y que convierte en estéril el voto a las 
demás fuerzas políticas estatales.

En definitiva, se está vulnerando directamente el artí-
culo 68 de la Constitución Española en el que se deter-
mina, como no podía ser de otra manera, que el valor del 
voto ha de ser igual para todos los ciudadanos.

En conclusión, el mapa político representado en el 
Congreso de los Diputados no refleja fielmente la inten-
sidad’ de las preferencias políticas de los ciudadanos.

El carácter de representante del pueblo español que 
el artículo 66 de la Constitución Española confiere a las 
Cortes Generales, hace del Congreso de los Diputados 
el máximo órgano representativo en el que ha de quedar 
fielmente reflejada la voluntad popular.

Por otro lado, después de un recorrido de 30 años de 
existencia de las Comunidades Autónomas existe con-
senso en la necesidad de abordar la reforma del Sena-
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do, un objetivo planteado por los sucesivos gobiernos 
de distinto signo, pero que nunca se ha cumplido.

Por todo ello se presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

I. Acometer antes de la finalización de la presente 
legislatura una reforma de la ley Orgánica del Régimen 
Electoral General que contenga, al menos, los siguien-
tes objetivos:

1. Aumentar a 400 el número total de escaños del 
Congreso de los Diputados, tal y como permite el ar-
tículo 68.1 de la Constitución Española y distribuir 
los 50 escaños adicionales de forma proporcional.

2. Reducir de dos a uno el número fijo de diputa-
dos por circunscripción, mediante una simple modifi-
cación del artículo 162 de la LOREG.

3. Modificar la fórmula de reparto de escaños, 
sustituyendo la ley D’Hondt por otra fórmula que 
garantice una mayor proporcionalidad.

4. Limitar o prohibir la práctica del «transfuguis-
mo político».

II. Impulsar la reforma del Senado, para que la 
Cámara Alta se convierta en una verdadera Cámara de 
representación territorial con capacidad de decisión en 
aquellas materias en las que las competencias e intere-
ses de las Comunidades Autónomas se vean afectadas.

 

Propuesta de resolución núm. 57

Memoria histórica

Han pasado más de dos años desde la aprobación de 
la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reco-
nocen y amplían derechos y se establecen medidas en 
favor de quienes padecieron persecución o violencia 
durante la guerra civil y la dictadura. La aprobación de 
la denominada ley de la memoria histórica era un ejer-
cicio democrático imprescindible teniendo en cuenta 
que España es uno de los países del mundo con más 
víctimas por desaparición forzosa. Por ello el Estado 
debe garantizar el derecho de las familias de las perso-
nas desaparecidas a conocer las circunstancias de la 
muerte y el paradero de miles de personas, cosa que 
actualmente no sucede.

Los familiares de las víctimas están doblemente vic-
timizadas, por ser familiares de personas desaparecidas 
y por estar sometidas a un auténtico vía crucis judicial, 
teniendo que ir juzgado a juzgado para recuperar los 
cuerpos de aquellos familiares asesinados, enterrados 
en cunetas o en fosas comunes. Todo ello ha puesto en 
evidencia que el artículo 11 de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, no garantiza las políticas públicas impres-

cindibles para localizar y recuperar los seres queridos 
de los descendientes de las víctimas del franquismo y 
más cuando la realidad muestra que la fiscalía del esta-
do y la audiencia nacional les ha dado la espalda.

Por todo ello, es necesario modificar la Ley de la 
Memoria para establecer con claridad que es responsa-
bilidad de las administraciones públicas satisfacer el 
derecho de los familiares de personas desaparecidas 
durante la Guerra Civil y la dictadura franquista y de 
toda la sociedad a conocer la verdad sobre esos hechos 
y procurar la localización, recuperación y identifica-
ción de personas desaparecidas y, si es el caso, la seña-
lización y dignificación de los espacios donde se ubi-
quen fosas de la Guerra Civil. Siendo, por tanto, 
responsabilidad de las administraciones públicas asu-
mir los gastos derivados de esta reparación.

A la falta de marco institucional, se le debe añadir la 
ausencia de medios. Los avances más significativos, 
como el mapa informático de fosas, han sido fundamen-
talmente fruto de los esfuerzos y el trabajo de las Comu-
nidades Autónomas comprometidas con la recuperación 
de la memoria histórica y el reconocimiento y homenaje 
a los represaliados del franquismo. Una de las políticas 
estatales impulsadas es la Oficina para las Víctimas de 
la Guerra Civil y de la Dictadura creada por acuerdo del 
Consejo de Ministros el 19 de diciembre de 2008. Una 
de las funciones, entre otras, de la Oficina es la Coordi-
nación de las actuaciones con los Departamentos minis-
teriales competentes en materia de recuperación de la 
Memoria Histórica. Los recursos materiales y humanos 
de esta oficina contrastan con los de otros estados con 
políticas activas de recuperación de la memoria como 
las que se dan, por ejemplo, en Alemania, Argentina o 
Chile. En el caso Alemán, por ejemplo, el Comisionado 
Federal de Documentos, que alberga los archivos de la 
Stasi, tiene 90 millones de euros de presupuesto y una 
plantilla de 1.700 trabajadores. Más de 2,6 millones de 
personas se han dirigido a dicho comisionado para con-
sultar los archivos del régimen. Cifras que quedan muy 
lejos de las destinadas en España a las políticas activas 
de recuperación de la memoria.

Por todo lo expuesto, el Congreso de los Diputados 
insta al Gobierno a que, en cumplimiento de la Moción 
consecuencia de interpelación urgente sobre las medi-
das que tiene previsto el Gobierno aprobar para hacer 
efectiva la aplicación y desarrollo de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían 
derechos y se establecen medidas a favor de quienes 
padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura, aprobada por el Pleno de esta 
Cámara en la sesión celebrada el 21 de abril de 2009; 
garantice, a partir del 1 de septiembre de 2010, las polí-
ticas públicas de localización, exhumación e identifica-
ción de las fosas o enterramientos de las personas des-
aparecidas durante la Guerra Civil y el franquismo.
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A la Mesa del Congreso de los Diputados

Por medio del presente escrito y al amparo de lo 
establecido en el artículo 197 del Reglamento de la 
Cámara, el Grupo Parlamentario Esquerra Republica-
na-Izquierda Unida-Iniciativa Per Catalunya Verds for-
mula las siguientes Propuestas de Resolución con moti-
vo del Debate de política general en torno al estado de 
la Nación, realizado el pasado catorce y quince de julio 
de 2010.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—Joan Ridao i Martín, Portavoz del Grupo 
Parlamentario Esquerra Republicana-Izquierda Unida-
Iniciativa per Catalunya Verds.

Propuesta de resolución núm. 58

Sobre el derecho de libre acceso a la información 
pública

Las Administraciones Públicas tienen el deber de 
responder de su actuación ante la ciudadanía. No obs-
tante, para ello se requiere el establecimiento de los 
oportunos mecanismos que permitan el libre acceso de 
la ciudadanía a la información administrativa.

La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, aunque, por un lado, 
establece el derecho, por otro, lo limita y obstaculiza. 
Así, en su artículo 37.1 establece que «Los ciudadanos 
tienen derecho a acceder a los registros y a los docu-
mentos que, formando parte de un expediente, obren en 
los archivos administrativos, cualquiera que sea la 
forma de expresión, gráfica, sonora o en imagen o el 
tipo de soporte material en que figuren, siempre que 
tales expedientes correspondan a procedimientos ter-
minados en la fecha de la solicitud».

Esta Ley, no obstante, no explicita qué es un expe-
diente, qué documentos deben o no formar parte de él o 
cuando se considera que un procedimiento está termina-
do. Por otro lado, tampoco toda la información que puede 
ser útil para la ciudadanía y que debería ser trasparente 
corresponde a un procedimiento administrativo.

El Consejo de Europa ha elaborado el Convenio 
sobre el Acceso a los Documentos Públicos en que 
establece este derecho, instando a los Estados miem-
bros a tomar las medidas necesarias en su ordenamien-
to jurídico para garantizar «el derecho de cualquiera, 
sin discriminación de ningún tipo a acceder, bajo peti-
ción, a los documentos públicos en posesión de las 
autoridades públicas», salvo en aquellos posibles lími-
tes que se prevean legalmente, por ejemplo, en seguri-
dad nacional. El Convenio Europeo establece que no es 
necesario justificar las razones para tener acceso a un 
documento oficial y que la autoridad debe colaborar en 
la identificación, localización y pronta entrega del 

mismo. Asimismo, se establece la gratuidad del proce-
dimiento, sin menoscabo de los costes reales de repro-
ducción y entrega que habrán de ser públicos, y la ins-
tauración de un proceso de reclamación y apelación 
rápido y barato.

El Estado español es uno de los cinco Estados de la 
Unión Europea (junto a Grecia, Chipre, Malta y Luxem-
burgo) que no disponen de una Ley de acceso a la infor-
mación pública.

Con el objeto de superar esta anomalía, se creó la 
Coalición Pro Acceso como una plataforma de la socie-
dad civil que exige la adopción e implementación de 
una ley de acceso a la información en el Estado, basada 
en 9 principios:

1. El derecho a la información es un derecho de 
todas y todos.

2. El derecho de acceso se aplica a todas las enti-
dades públicas.

3. Realizar solicitudes debe ser sencillo, rápido y 
gratuito.

4. Los funcionarios tienen la obligación de ayudar 
a los solicitantes.

5. Principio de publicidad de la información: el 
secreto y la denegación de la información son la excep-
ción.

6. Las denegaciones de acceso a la información 
deben ser limitadas y estar debidamente motivadas.

7. Toda persona tiene el derecho de recurrir las 
denegaciones de acceso o la no contestación a las soli-
citudes realizadas.

8. Las entidades públicas, a iniciativa propia, 
deben poner a disposición del público información 
sobre sus funciones y gastos sin que sea necesario rea-
lizar una solicitud.

9. El derecho de acceso a la información debe ser 
garantizado por un órgano independiente.

El derecho de acceso debe incluir a todos los pode-
res del Estado, a las entidades que ejercen funciones 
públicas o que están subvencionadas con fondos públi-
cos, con las únicas limitaciones que establece el artícu-
lo 105.b de la Constitución Española: la seguridad 
nacional, la defensa del Estado, la averiguación de deli-
tos y la intimidad de las personas.

Esta transparencia permitiría un mayor control sobre 
el destino del dinero público y podría suponer un meca-
nismo esencial en la lucha contra la corrupción. El 
reconocimiento de este derecho supondría una profun-
dización en nuestra democracia, fomentaría el interés y 
la participación ciudadana en los asuntos públicos y 
abriría una nueva dimensión del derecho de informa-
ción y de expresión, y por extensión en el trabajo perio-
dístico. Por otro lado, también permitirá abrir un nuevo 
filón de ocupación para empresas que se dediquen a la 
búsqueda, sistematización y oferta de datos públicos.
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Por todo lo expuesto,

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno 
español a:

1. Presentar, en el periodo máximo de 6 meses, 
una Ley de acceso a la información pública para toda la 
ciudadanía de obligado cumplimiento para todos los 
poderes del Estado, las entidades que ejercen funciones 
públicas y aquéllas otras que perciban fondos públicos.

2. Limitar dicho derecho de acceso debidamente 
motivado, a aquellos casos que establece la Constitu-
ción Española en su artículo 105.b: la seguridad nacio-
nal, la defensa del Estado, la averiguación de delitos y 
la intimidad de las personas.

3. Garantizar que en dicha Ley se determine un 
trámite para la obtención de la información sencillo, 
rápido, y gratuito que en caso de incumplimiento o 
denegación, dé derecho a un proceso eficiente de recla-
mación y apelación.

4. Crear una autoridad ad hoc que garantice el 
derecho al libre acceso a la información pública y, en 
consecuencia, tenga competencias para obligar a las 
administraciones a entregar inmediatamente la infor-
mación solicitada.

 

Propuesta de resolución núm. 59

Sobre la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el 
Estatut d’Autonomia de Catalunya y la independencia 
nacional

La sentencia emitida por el Tribunal Constitucional 
sobre el Estatut d’Autonomia de Catalunya el 28 de 
junio de 2010 supone un recorte muy significativo de 
aspectos fundamentales de esta norma jurídica ratifica-
da en referéndum por la ciudadanía el 18 de junio 
de 2006. La declaración de inconstitucionalidad de la 
totalidad o parte de catorce artículos y la restricción 
interpretativa sobre otros veintiséis modifica en los 
aspectos fundamentales del Estatut que la ciudadanía 
de Catalunya aprobó.

El 30 de septiembre de 2005 el Parlament de Cata-
lunya aprobó una propuesta de Estatut que definía Cata-
lunya como nación en su articulado, establecía una 
carta de derechos y deberes, garantizaba la bilaterali-
dad de las instituciones catalanas con las del Estado, 
codificaba las competencias de la Generalitat y amplia-
ba su alcance, instauraba un sistema de financiación 
justo de acuerdo con las aportaciones de Catalunya a la 
hacienda del conjunto del Estado, permitía la participa-
ción y presencia de la Generalitat en los organismos del 
Estado y ante la Unión Europea y establecía una des-
centralización del poder judicial. La tramitación poste-
rior en las Cortes Generales comportó una alteración 
importante del texto aprobado en el Parlament de Cata-

lunya, con un recorte significativo que diluía los objeti-
vos de la propuesta catalana. La ciudadanía de Catalun-
ya, a pesar de todo, ratificó en referéndum el Estatut 
aprobado en las Cortes Generales, y desde ese momen-
to, el Parlament de Catalunya ha trabajado por su desa-
rrollo y defensa.

Cuatro años más tarde de la ratificación del Estatut 
por parte de la ciudadanía de Catalunya, la sentencia 
del Tribunal Constitucional declara la incompatibili-
dad de la voluntad expresada por el pueblo de Catalun-
ya con la Constitución. Ataca la base del nuevo marco 
de relaciones entre Catalunya y España que represen-
taba el nuevo estatuto. La sentencia deja para el Estado 
la tutela efectiva de la autonomía política de Catalun-
ya, dejando claro en todos los casos que la última ins-
tancia es siempre el ámbito estatal, quien tiene la últi-
ma palabra, incluyendo los ámbitos exclusivos de la 
Generalitat. Con esta decisión, se excluye la voluntad 
de ser y decidir del pueblo de Catalunya del marco 
jurídico y constitucional español. La sentencia no reco-
noce a Catalunya como nación a todos los efectos 
como tampoco que el pueblo de Catalunya pueda deci-
dir, lo que propició el clamor de cientos de miles de 
personas que nos manifestamos en Barcelona el pasa-
do día 10 de julio.

Este hecho sitúa al Parlament de Catalunya en la 
necesidad de defender las decisiones tomadas por el 
pueblo de Catalunya, de quien emana el poder y la 
representación políticas, y obliga al conjunto de institu-
ciones, sociedad y fuerzas políticas catalanas a plantear 
un nuevo horizonte basado en el derecho del pueblo de 
Catalunya a decidir libremente su futuro, sin otro límite 
que su voluntad expresada de forma libre, democrática 
y pacífica.

Por todo lo expuesto,

El Congreso de los Diputados:

1. Manifiesta su rechazo a la vulneración de la 
voluntad popular que supone la sentencia de un Tribu-
nal Constitucional viciado de legitimidad sobre el Esta-
tut de Catalunya, y considera que con esta decisión las 
instituciones del Estado han excluido la voluntad expre-
sada por el pueblo catalán del marco constitucional. En 
estas condiciones no puede acatarse dicha sentencia.

2. Se hace eco del clamor de la ciudadanía de Cata-
lunya por las calles de Barcelona el pasado 10 de julio: 
«Som una nació, nosaltres decidim» y constata que la 
libertad y las aspiraciones de autogobierno de Catalunya 
no tienen encaje en el Estado autonómico. El camino 
hacia el pleno autogobierno de Catalunya, a pesar de los 
avances conseguidos en los últimos treinta años de auto-
nomía, Catalunya tiene el derecho a decidir democrática-
mente su futuro político en paz y libertad.

3. Así las cosas, el Congreso de los Diputados 
declara su respeto ante cualquier proceso democrático 
para que Catalunya se constituya en un estado, de 
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derecho, democrático y social, integrado en la Unión 
Europea, si cabe mediante la celebración de un refe-
réndum donde este nuevo horizonte sea sometido a 
decisión libre y voluntaria del conjunto del pueblo de 
Catalunya.

 

Propuesta de resolución núm. 60

Sobre Memoria Histórica

La Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se 
reconocen y amplían derechos y se establecen medi-
das en favor de quienes padecieron persecución o vio-
lencia durante la guerra civil y la dictadura, establece 
en su artículo 3 la ilegitimidad «por vicios de forma y 
fondo, las condenas y sanciones dictadas por motivos 
políticos, ideológicos o de creencia por cualesquiera 
tribunales u órganos penales o administrativos durante 
la Dictadura contra quienes defendieron la legalidad 
institucional anterior, pretendieron el restablecimien-
to de un régimen democrático en España o intentaron 
vivir conforme a opciones amparadas por derechos y 
libertades hoy reconocidos por la Constitución». Asi-
mismo, también declara «la ilegitimidad de los tribu-
nales, jurados y cualesquiera otros órganos penales o 
administrativos que, durante la Guerra Civil, se hubie-
ran constituido para imponer, por motivos políticos, 
ideológicos o de creencia religiosa, condenas o san-
ciones de carácter personal, así como la de sus resolu-
ciones».

Una de las víctimas de estas condenas ilegítimas 
fue el President de la Generalitat de Catalunya, Lluís 
Companys, que fue una de las 192.684 personas eje-
cutadas por el general Franco entre el final de la gue-
rra y 1944. El Govern de Catalunya ha manifestado 
su voluntad de obtener la nulidad formal de la sen-
tencia del Consejo de Guerra que lo condenó a muer-
te. Hasta que no se produzca esta anulación, el Presi-
dent Companys continuará siendo culpable del delito 
de rebelión militar. Esto supone una clara injusticia, 
más que para su memoria y honor —resarcido por la 
Historia y el pueblo catalán—, para la memoria y el 
honor de una democracia que no ha sido capaz de 
resarcirlo.

Por todo lo expuesto,

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno 
español a:

Impulsar las acciones necesarias para que el Estado 
español declare nula de pleno derecho la condena, 
mediante Consejo de Guerra sumarísimo, al President 
de Catalunya Lluís Companys.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Don Josep Antoni Duran i Lleida, en su calidad de 
Portavoz del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-
cia i Unió), de acuerdo con lo establecido en el artícu-
lo 197 del Reglamento de la Cámara, presenta 15 Pro-
puestas de Resolución en el Debate de política general 
celebrado los días 14 y 15 de julio de 2010.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—Josep Antoni Duran i Lleida, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió).

Propuesta de resolución núm. 61

En defensa del autogobierno de Catalunya ante Senten-
cia del Tribunal Constitucional

El Congreso de los Diputados apoya la Declaración 
Institucional del Presidente de la Generalitat de Cata-
lunya, de 28 de Junio, donde, ante la Sentencia del Tri-
bunal Constitucional sobre el Estatuto de Catalunya, 
manifiesta que ha cometido una gran irresponsabilidad 
y ha escrito una de las páginas más tristes de su historia 
política y jurídica. Ha hecho un mal servicio a Catalun-
ya, a España y al espíritu inclusivo de la Constitución 
del 78 que nadie puede secuestrar. No compartimos el 
contenido de la Sentencia en aquello que cuestiona el 
Estatut, convencidos de la constitucionalidad íntegra 
del mismo, acordado entre el Parlament de Catalunya y 
las Cortes españolas, y refrendado mayoritariamente 
por el pueblo de Catalunya.

El Congreso de los Diputados también reconoce, 
como manifestó el President Montilla en la menciona-
da declaración, que «No hay tribunal que pueda juzgar 
nuestros sentimientos ni nuestra voluntad. Somos una 
nación» y no debe renunciar a la satisfacción plena de 
las aspiraciones de autogobierno contenidas en el Esta-
tuto votado. Por ello, el Congreso de los Diputados se 
compromete a defender íntegramente su contenido y a 
desplegarlo en plenitud, por ser la expresión mayorita-
ria de la unidad civil y política de Catalunya y porque 
así lo decidió el pueblo de Catalunya.

 

Propuesta de resolución núm. 62

Más inversión pública productiva: Corredor mediterrá-
neo, AVE y ferrocarril de mercancías hasta la frontera, 
cuarto cinturón de Barcelona, desdoblamiento de 
la N-II y traspaso de los servicios de media distancia de 
Catalunya. La Generalitat ha de gestionar las inversio-
nes del Estado en Catalunya.

El Congreso de los Diputados considera necesa-
rio, y así lo ha manifestado reiteradamente esta 
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Cámara, priorizar en los próximos años aquellas 
inversiones en infraestructuras que más contribuyan 
a la competitividad de la economía, minimizando los 
efectos de la austeridad presupuestaria en este tipo 
de inversiones. De esta forma, lamenta la dilación 
del Gobierno en la reorganización de los recursos 
económicos del Grupo Fomento para acelerar las 
licitaciones y obras que obtengan una mayor priori-
dad, paralizando aquellas que aporten menor compe-
titividad y recalando la colaboración público-privada 
en aquellas que inversiones productivas que así lo 
permitan.

Ante la paralización en la toma de decisiones sobre 
la priorización de las inversiones de los próximos años 
y los retrasos históricos en las obras que el Estado eje-
cuta en Catalunya, el Congreso de los Diputados insta 
al Gobierno a:

1. Delegar a la Generalitat de Catalunya, en el 
plazo de 3 meses, la ejecución de las obras del Estado 
en Catalunya, incluyendo la realización de estudios de 
impacto ambiental en los casos que éstos sean necesa-
rios. Esta encomienda se iniciará con la ejecución de 
las obras contenidas en el Plan de cercanías de Barcelo-
na, a causa de los retrasos acumulados.

2. Transferir a la Generalitat de Catalunya los 
829 millones de euros correspondientes la liquidación 
del Presupuesto General del Estado para el año 2008 y 
que están pendientes de concreción en aplicación de 
la Disposición adicional tercera del Estatuto de Cata-
lunya.

3. Presentar de forma inmediata, y en todo caso 
durante este mes de julio, las concreciones del Plan de 
impulso a las inversiones productivas y medidas de 
austeridad en el gasto del Grupo Fomento del perío-
do 2010-2013, así como el plan de inversión extraordi-
naria de colaboración público-privada.

4. Dar cumplimiento a la competencia exclusiva 
de la Generalitat sobre los transportes de viajeros y 
mercancías por ferrocarril que transcurran íntegramen-
te dentro del territorio de Catalunya, mediante el tras-
paso de los servicios de media distancia que discurran 
íntegramente en el territorio de Catalunya.

5. Priorizar, de forma inequívoca, la tramitación y 
ejecución del corredor del Mediterráneo en su integri-
dad, desde Algeciras a la frontera francesa, recabando 
si es necesario la colaboración con el sector privado. 
Estas obras incluirán, en todo caso, los accesos al Puer-
to de Barcelona y de Tarragona.

6. Desarrollar las autopistas del mar como modo 
alternativo y complementario al transporte terrestre de 
mercancías, especialmente en el Mediterráneo.

7. Articular de forma urgente un fondo de homo-
geneización, el rescate selectivo y la subvención de 
peajes durante el año 2010, que establezca mecanismos 
que limiten los costes sociales de estas infraestructuras 
de utilidad pública en los tramos más vinculados a la 
movilidad obligada y se dote de los suficientes recursos 

económicos. Paralelamente a la creación del fondo se 
realizará el debate en profundidad sobre la financiación 
de la obra pública, incluyendo el cobro por el uso de las 
infraestructuras y la necesidad de reequilibrar los actua-
les pagos, que en ningún caso debe comportar un incre-
mento de los costes soportados por el sector del trans-
porte español.

8. Acelerar las obras dependientes del Grupo 
Fomento en las autovías de Cataluña, especialmente 
el desdoblamiento de la carretera nacional N-II (des-
doblamiento en las comarcas de Girona), desdobla-
miento de la carretera nacional N-340 por las comar-
cas de Tarragona y Barcelona y la B-40 (cuarto 
cinturón).

9. Evitar la posibilidad de nuevos retrasos en los 
compromisos de ejecución de las inversiones del AVE 
entre Barcelona y la frontera francesa, confirmando en 
toda su amplitud los plazos acordados para la solución 
provisional (2010) y definitiva (2012).

10. Proceder al inmediato estudio de la privatiza-
ción de empresas o participaciones en empresas públi-
cas dependientes del ministerio de Fomento.

11. Adecuar los planes para la privatización de 
AENA de forma que se permita a la Generalitat gestio-
nar los aeropuertos catalanes sobre las siguientes 
bases:

a) La creación de un consorcio del aeropuerto 
de Barcelona para su gestión, participado por la 
Generalitat de Catalunya, las Administraciones loca-
les próximas, el sector privado y la Administración 
General del Estado. La parte catalana del Consorcio 
debe tener una mayoría determinante en el órgano 
rector para adoptar cualquiera de las decisiones 
estratégicas siguientes:

I. En materia presupuestaria, la aprobación de los 
presupuestos anuales de explotación y política de inver-
siones

II. En gestión aeroportuaria, la gestión de los slots 
y el establecimiento y modificación de las tarifas.

III. En servicios aeroportuarios, la definición 
de los regímenes de concesión y prestación de los 
servicios.

IV. En gestión del dominio público, infraestructu-
ras, planificación y programación, los planes estratégi-
cos y planes directores.

b) La desclasificación como aeropuertos de inte-
rés general y su traspaso a la Generalitat de los aero-
puertos de Girona, Reus y Sabadell sin que pierdan la 
posibilidad de realizar vuelos internacionales fuera del 
espacio Schengen.
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Propuesta de resolución núm. 63

Política industrial, internacionalización y actividades 
de I+D+i: Ejes de la reactivación económica

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
adoptar una nueva estrategia, más ambiciosa, de políti-
ca industrial, internacionalización y de innovación, que 
constituya una de las bases de la reactivación económi-
ca. A tal efecto, deberá colaborar y acordar, conjunta-
mente con las Comunidades Autónomas, un conjunto 
de medidas de política fiscal, financiera y presupuesta-
ria que tengan como principal objetivo promover un 
mayor peso de la actividad industrial en la economía, 
tanto mediante el apoyo a la transformación y mejora 
de la competitividad de los sectores tradicionales, como 
el apoyo a los sectores emergentes y a la innovación.

En particular y entre las medidas a acordar, se consi-
dera necesario:

a) Priorizar las políticas industriales de apoyo a la 
internacionalización y a la exportación, reforzando la 
actuación del Instituto de Comercio Exterior e incre-
mentando su financiación. Así mismo, crear la cuenta 
corriente tributaria para las empresas exportadoras, con 
el fin que puedan compensar sus impuestos (IRPF, 
IIEE, IS) con los saldos de IVA acreedores.

b) Eximir a las actividades de I+D+i de los obliga-
dos recortes presupuestarios aplicados en el contexto 
de las políticas de austeridad que se derivan de los pro-
gramas de estabilidad.

c) Modificar la regulación del impuesto sobre 
sociedades con el fin de posibilitar que las empresas 
que efectúen actividades de I+D+i, pero no dispongan 
de cuota suficiente para aplicarse dichas deducciones, 
puedan aplicárselas como crédito fiscal.

 

Propuesta de resolución núm. 64

Política energética más sostenible, menos dependiente 
y más competitiva

El Congreso de los Diputados considera necesario 
determinar unos objetivos de mix de energía primaria a 
largo plazo que permitan articular un marco estable 
capaz de hacer compatibles los retos propios de la polí-
tica energética, con aquellos propios de la lucha contra 
el cambio climático y el mantenimiento de unas tarifas 
energéticas competitivas.

Dicho objetivo debería permitir reducir progresiva-
mente la dependencia energética, garantizar una alta 
calidad de servicio, avanzar en la eficiencia y ahorro 
energéticos, incrementar las interconexiones eléctricas 
con nuestros países vecinos, diversificar las fuentes de 
producción con un mayor peso de las renovables y sin 
excluir ninguna fuente disponible.

A tal efecto, el Pleno del Congreso de los Diputados 
considera oportuno que, a través de los cauces regla-
mentariamente previstos y respetando su autonomía de 
actuación, la Subcomisión de análisis de la estrategia 
energética española para los próximos 25 años pueda 
finalizar su trabajo en el mes de julio de 2010 e insta al 
Gobierno a asumir, en su integridad, las conclusiones 
que se alcancen en dicha Subcomisión.

 

Propuesta de resolución núm. 65

Refuerzo del sistema financiero. Más liquidez para 
PYMES y autónomos

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
adoptar las medidas necesarias en el ámbito de la rees-
tructuración del sistema financiero para garantizar su 
solvencia y capacidad de incrementar la liquidez de la 
actividad económica, especialmente hacia las pequeñas 
y medianas empresas y autónomos.

En este mismo sentido insta al Gobierno a adoptar las 
medidas necesarias para reducir los riesgos del sector inmo-
biliario en las entidades financieras y a facilitar la capitaliza-
ción de cajas y bancos, con estricto respeto a las competen-
cias que tienen las CC.AA. en materia de cajas de ahorro.

Ante el debate europeo sobre las medidas a adoptar 
respecto el aumento de garantías del sistema financie-
ro, el Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
reforzar el Fondo de Garantía de Depósitos, como ins-
trumento preventivo en futuras crisis financieras, asi-
mismo, estudiar la habilitación de un coeficiente que 
asegure el riesgo derivado de la financiación activa a 
largo plazo y la pasiva a corto plazo.

En el marco de la lucha contra la morosidad, el 
Congreso de los Diputados insta al Gobierno a instru-
mentar las medidas necesarias para facilitar y exigir el 
cumplimiento de la Ley 15/2010, de 5 de julio, de 
modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, 
por la que se establecen medidas de lucha contra la 
morosidad en las operaciones comerciales. Entre 
estas, urge al Gobierno a instrumentar la nueva línea 
de crédito ICO-morosidad Entes Locales, prevista en 
la Disposición Adicional Cuarta de la misma, con el 
fin de facilitar que el ICO otorgue liquidez a las 
empresas y a los autónomos con créditos pendientes 
con las Entidades Locales.

 

Propuesta de resolución núm. 66

Impulsar la reactivación económica sin incrementar la 
presión fiscal a personas, empresas y trabajadores autó-
nomos

El Congreso de los Diputados ante la necesidad de 
reactivar la actividad económica insta al Gobierno a no 
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incrementar la presión fiscal para las personas y para 
las actividades económicas y profesionales; el aumento 
de la recaudación fiscal para estabilizar las finanzas 
públicas deberá proceder de la recuperación del creci-
miento económico y del empleo.

 

Propuesta de resolución núm. 67

Complementar la reforma laboral con medidas directas 
para la creación de empleo y para la mejora de la for-
mación

El Congreso de los Diputados constata la necesidad 
de profundizar en la actual reforma laboral presentada 
por el Gobierno del Estado con el fin de definir un 
nuevo marco laboral más eficiente para las empresas y 
más justo para los trabajadores.

Dicha reforma laboral deberá ser complementada 
con otras reformas y medidas destinadas a dinamizar la 
creación de empleo y a apoyar a las personas en paro 
con el fin que encuentren un nuevo empleo. Entre estas, 
el Congreso insta al Gobierno a:

1. Impulsar un Proyecto de ley de reforma de la 
negociación colectiva, en caso de no incorporarse en la 
reforma laboral, que permita una mejor adaptación a 
las pequeñas y medianas empresas y una mayor vincu-
lación de los salarios con la productividad.

2. Preparar una reforma de la normativa que regu-
la el pago de prestaciones por desempleo, a aplicar a 
partir del momento que el empleo inicie un proceso de 
recuperación, para introducir una mayor vinculación 
entre la percepción de estas prestaciones —contributi-
vas y subsidios—, las políticas activas de empleo y la 
aceptación de una oferta de trabajo.

3. Dar cumplimiento a la Disposición Adicional 
Primera de la ley 14/2009, por la que se regula el pro-
grama temporal de protección por desempleo e inser-
ción, presentando durante el mes de septiembre el estu-
dio sobre los resultados de la prestación extraordinaria 
por desempleo, así como las prestaciones y subsidios 
por desempleo, la renta activa de inserción y los restan-
tes mecanismos de protección de estas contingencias 
articuladas por parte de las Comunidades Autónomas y 
los entes locales.

4. Dar estricto cumplimiento a las sentencias del 
Tribunal Constitucional que otorgan a las comunidades 
autónomas la gestión de políticas de empleo, como 
debe ocurrir con la gestión de la totalidad de recursos 
del FORCEM destinados a formación continúa.

5. Bonificar en un 100%, por un período de dos 
años, las cotizaciones a la seguridad social que pagan 
las empresas para todo puesto de trabajo que suponga 
creación neta de empleo para la empresa contratante.

6. Impulsar un plan específico, en colaboración con 
las Comunidades Autónomas, para la recolocación de 

entre 100.000 y 150.000 personas en paro procedentes 
del sector de la construcción, a través de programas espe-
cíficos de formación y de seguimiento, que les permitan 
ser contratados en sectores demandantes de mano de 
obra como por ejemplo los de rehabilitación, instalación 
energética, seguridad, turismo, dependencia, entre otros.

 

Propuesta de resolución núm. 68

Pensiones, cumplimiento de los Pactos de Toledo y 
mejora del sistema de atención a la dependencia

El Congreso de los Diputados reafirma la validez de 
los principios y mecanismos establecidos en el denomi-
nado Pacto de Toledo, para continuar impulsando las 
reformas que mejoren los niveles de protección social 
existentes y garanticen la sosteniblidad futura del siste-
ma de pensiones.

Asimismo, el Congreso de los Diputados reitera la 
necesidad de impulsar dichas reformas con el máximo 
consenso político y en base al diálogo social, y reclama 
al Gobierno que suspenda las medidas en materia de 
pensiones, incluidas en el Real Decreto-ley 8/2010, 
de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraor-
dinarias para la reducción del déficit público, adoptadas 
unilateralmente, garantizando con ello el mantenimien-
to del poder adquisitivo de los pensionistas en 2011.

En esta línea, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno en materia de Dependencia a:

— Aprobar, antes de finalizar el 2010, un plan glo-
bal para favorecer la creación de empleo en el sector de 
la dependencia que incluya entre otras, las medidas 
establecidas en la Moción 173/000124 de CiU, aproba-
da por el Pleno el 16 de marzo.

— Establecer un nuevo sistema de financiación en 
materia de Dependencia que garantice la sostenibilidad 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Depen-
dencia, y se base en los costes reales de los servicios.

Finalmente, el Pleno del Congreso de los Diputados 
considera oportuno que, a través de los cauces regla-
mentariamente previstos, se pueda crear en el seno de 
la Comisión de Sanidad, Política Social y Consumo, 
una Subcomisión para seguir el desarrollo y aplicación 
de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción 
de la autonomía personal y atención a las personas en 
situación de dependencia, y para participar en su eva-
luación.
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Propuesta de resolución núm. 69

Incrementar los recursos destinados a política de vivien-
da y rehabilitación

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
reajustar el Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación 
con el fin de propiciar la existencia de un amplio par-
que de viviendas en régimen de alquiler que facilite el 
derecho constitucional de acceso a la vivienda. A tal 
fin, procederá a incrementar o reajustar los recursos del 
Plan de manera que aquellas comunidades autónomas 
que hubieran agotado las dotaciones destinadas a cons-
trucción de vivienda en régimen de alquiler puedan 
incrementar sus respectivas dotaciones.

 

Propuesta de resolución núm. 70

Política de inmigración y cooperación

1. Inmigración.

El Congreso de los Diputados, en el actual momento 
de crisis económica, considera necesario reforzar la 
plena integración social y laboral de las personas inmi-
grantes en situación legal y evitar un incremento de las 
personas inmigrantes en situación irregular.

A tal efecto insta al Gobierno a:

— Impulsar las medidas pertinentes para garantizar 
la eficacia en el control de las fronteras terrestres y 
aéreas y el retorno de aquellas personas que se encuen-
tren en situación administrativa irregular.

— Incrementar las inversiones en aquellos munici-
pios con más población extranjera para contribuir a su 
integración y evitar su exclusión social.

— Promover, de común acuerdo con las Comuni-
dades Autónomas, políticas activas de ocupación orien-
tadas, de manera prioritaria, a la formación de los tra-
bajadores extranjeros en situación de desempleo, 
incentivando el conocimiento de las lenguas oficiales 
reconocidas en la Comunidad Autónoma en la cual 
residen, como instrumento indispensable para la inte-
gración en la sociedad de acogida y la incorporación al 
mercado de trabajo.

— Proceder al desarrollo reglamentario de la Ley 
de Extranjería para incorporar todas aquellas previsio-
nes introducidas por la Ley Orgánica 2/2009, de 11 de 
diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros 
en España y su integración social, especialmente las 
que hacen referencia a la participación activa de las 
comunidades autónomas en dicha política y las relati-
vas a los mecanismos para prevenir la irregularidad 
sobrevenida.

2. Cooperación.

El Congreso de los Diputados constata que el Ejecu-
tivo incumple el compromiso, expresado por el propio 
Presidente del Gobierno, de no reducir el gasto destina-
do a Cooperación para el Desarrollo con el recorte 
incluido en el plan para reducir el déficit público.

El Congreso de los Diputados, además, insta al 
Gobierno a:

— Incorporar en el marco de la reforma de la Ley 
23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo, un compromiso vinculante para 
alcanzar el 0,7% del PIB destinado a AOD en 2015.

— Reforzar de forma urgente, las capacidades ins-
titucionales y humanas de la cooperación española para 
conseguir un uso más eficaz de los recursos, poniendo 
especial énfasis en la investigación y la innovación, en 
la modernización de la gestión, en la racionalización de 
las estructuras existentes e incrementando la predictibi-
lidad y transparencia de la ayuda.

— Incrementar su compromiso con mecanismos 
innovadores de financiación.

 

Propuesta de resolución núm. 71

Pacto educativo, más recursos para la educación y la 
Universidad, lucha contra el fracaso escolar, más y 
mejores becas e investigación

1. El Congreso de los Diputados lamenta la no 
consecución de un Pacto de Estado para la educación 
que dote de estabilidad al sistema educativo, a la vez 
que insta al Gobierno a seguir incrementando los recur-
sos destinados a las políticas educativas, con un estric-
to respeto a las competencias de las comunidades autó-
nomas.

2. Entre las políticas educativas específicas, el 
Congreso de los Diputados insta al Gobierno a elaborar 
un calendario anual de objetivos de reducción de la tasa 
de abandono escolar, con el fin de conocer su evolución 
y de conseguir alcanzar el objetivo europeo de no supe-
rar el 10% de fracaso en 2020. Para ello, el Gobierno 
procederá a acordar con las comunidades autónomas 
un programa marco de financiación de actuaciones de 
lucha contra el abandono escolar, que deberá ser defini-
do y concretado por las comunidades autónomas dentro 
de sus competencias.

En la misma línea de lucha contra el abandono esco-
lar, se insta al gobierno a crear un grupo de trabajo en el 
Consejo de Universidades para adecuar el contenido de 
la formación inicial del profesorado a la consecución 
del objetivo de reducción del fracaso escolar, con espe-
cial atención a la exigencia del dominio pedagógico y 
metodológico de habilidades en las materias instrumen-
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tales que garantizan el éxito escolar en la educación 
obligatoria. Se procederá a prorrogar progresivamente 
la educación obligatoria gratuita hasta los 18 años.

3. El Congreso insta igualmente al Gobierno a 
dotar de más recursos a la Universidad con el fin de 
posibilitar su plena adaptación al Espacio Educativo 
Europeo dentro del llamado Plan Bolonia. En este con-
texto urge al Gobierno a:

a) En política de becas: aumentarlas en número y 
cuantía, para acercarlas a la media comunitaria, refor-
mar su distribución territorial con el fin de evitar discri-
minaciones en las política de becas como las que se 
producen en Catalunya; y traspasar su gestión a las 
comunidades como Catalunya que así lo contemplan en 
sus Estatutos.

b) En la política de investigación: Favorecer el 
incremento sostenido de los recursos, con políticas de 
excelencia y competencia para su obtención, así como la 
mejora de los mecanismos de colaboración existentes 
entre los centros de investigación y el tejido productivo, 
estableciendo un marco de relaciones ágil y transparente 
para incentivar al emprendedor universitario y promover 
la tarea de investigación en las Universidades.

 

Propuesta de resolución núm. 72

Desarrollo de las previsiones de los nuevos estatutos de 
autonomía en materia de Justicia

El Congreso de los Diputados, de acuerdo con lo 
aprobado por el Pleno de la Cámara el día 2 de abril 
de 2009, insta al Gobierno a impulsar este mismo año 
un Proyecto de Ley Orgánica de modificación de la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, que 
desarrolle legislativamente las medidas que, en el ámbi-
to del Poder Judicial, han previsto de manera expresa 
los nuevos Estatutos de Autonomía.

De manera concreta, deberán desarrollarse legislati-
vamente las previsiones para otorgar a los Tribunales 
Superiores de Justicia las nuevas competencias en 
materia de casación, creación de los Consejos de Justi-
cia de ámbito autonómico y nueva asunción de compe-
tencias de las Comunidades Autónomas en el ámbito de 
los medios personales y materiales y en la definición de 
la Planta Judicial en sus respectivos territorios.

 

Propuesta de resolución núm. 73

Plan de austeridad, simplificación administrativa, transpa-
rencia y mejora de la financiación de los entes locales

El Pleno del Congreso de los Diputados considera 
necesario que, a través de los cauces reglamentariamen-

te previstos y respetando la autonomía de las cámaras, 
en el Presupuesto de las Cortes Generales para el 
año 2011 se incluya una dotación presupuestaria sufi-
ciente para desarrollar adecuadamente la nueva Oficina 
Presupuestaria de la cámara, estableciendo los meca-
nismos de colaboración necesarios para que pueda ini-
ciar las funciones encomendadas durante el primer tri-
mestre del año 2011.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Presentar, de forma inmediata y en todo caso este 
mes de julio, el contenido del Plan de austeridad de la 
Administración General del Estado 2011-2013 y el Plan 
de acción inmediata 2010, acompañados de un informe 
que detalle la concreción de la revisión sobre todos los 
programas y políticas de gasto realizados en cada Minis-
terio y sus empresas y organismos dependientes.

2. Establecer una moratoria para el año 2011 en el 
reintegro de las liquidaciones definitivas a favor del 
Estado del sistema de financiación de las Comunidades 
Autónomas y entes locales de los ejercicios 2008 
y 2009. En el caso de los Entes locales, el calendario de 
devolución se establecerá en el nuevo marco de finan-
ciación local, que debería presentarse, conjuntamente 
con el Proyecto de reforma de la Ley de Bases de Régi-
men Local, durante el próximo período de sesiones.

 

Propuesta de resolución núm. 74

Políticas contra la pobreza y la exclusión social

El Congreso de los Diputados urge al Gobierno a 
reformar y actualizar el Plan de Acción para la Inclu-
sión Social 2008-2010 para hacer frente al empeora-
miento de la situación económica y al aumento de la 
pobreza y de la exclusión social, elaborando un nuevo 
Plan.

El nuevo Plan de Acción para la Inclusión Social 
2010-2012 deberá atender tanto a los tradicionales per-
files de grupos de población afectados por la exclusión 
social, como a las nuevas bolsas de pobreza (pobreza 
coyuntural) derivadas de la grave crisis económica en 
la que nos encontramos.

Dicho Plan deberá también:

— Tener en cuenta la descentralización de compe-
tencias en materia de protección social entre les dife-
rentes administraciones.

— Elaborarse de forma inmediata, favoreciendo 
una participación y coordinación más activa y directa 
de todos los actores implicados en las actuaciones a 
favor de la integración e inserción social, las Comuni-
dades autónomas y las entidades del Tercer Sector.
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— Seguir los objetivos de la estrategia europea para 
la inclusión social.

— Acompañarse de un diagnóstico de la situación 
de pobreza y exclusión social que incorpore los datos 
más actuales posibles.

Además, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a:

— Incrementar en mayor medida, los recursos de 
las organizaciones no gubernamentales que trabajan 
para la integración de las personas en riego de exclu-
sión social, a través del Fondo Extraordinario que con 
este objetivo se ha creado recientemente.

— Introducir criterios sociales para la contratación 
pública, a fin de incentivar la contratación de personas 
en riesgo de exclusión social y con discapacidad.

— Aumentar las deducciones fiscales aplicables a 
las entidades que trabajan en el ámbito social y esta-
blecer, como regla general en los procedimientos de 
contratación pública, el criterio de precio final con 
IVA, cuando intervengan en ellos entidades del Tercer 
Sector.

— Presentar, antes de finalizar el 2010, un Proyec-
to de Ley de Economía social para apoyar y reforzar la 
labor que realiza el Tercer Sector.

 

Propuesta de resolución núm. 75

Supresión del Impuesto de Sucesiones y Donaciones

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
modificar la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, con efectos a 
partir del año 2010, a fin de suprimir la tributación de 
las transmisiones «mortis causa» e ínter vivos a favor 
de familiares directos, previendo, en aplicación del 
principio de lealtad institucional, la compensación a las 
Comunidades Autónomas, como impuesto estatal cedi-
do a estas Administraciones.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV) formula, 
al amparo de lo dispuesto en el artículo 197 del Regla-
mento del Congreso de los Diputados, con motivo del 
Debate de política general en torno al estado de la 
Nación, las siguientes propuestas de resolución.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de julio 
de 2010.—Josu Iñaki Erkoreka Gervasio, Portavoz 
del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV).

Propuesta de resolución núm. 76

Transferencia de competencias a la Comunidad Autó-
noma Vasca en materia de inspección de trabajo

Tanto la Constitución, a través de su artícu-
lo 149.1.7.ª, como el Estatuto de Autonomía para el 
País Vasco, a través del su artículo 12.2, establecen un 
marco de distribución competencia) por el que corres-
ponde al Estado la legislación laboral y a la Comunidad 
Autónoma su ejecución.

El Estatuto de Gernika se distingue por la plenitud 
con la que regula la asunción por la Comunidad Autó-
noma del País Vasco de las competencias ejecutivas en 
materia laboral, dado que el ya citado artículo 12.2 no 
contiene reservas de facultades en favor del Estado y 
detalla la asunción por la CAPV de las facultades res-
pecto a las relaciones laborales y la organización, direc-
ción y tutela de los servicios de ejecución, añadiendo 
que los poderes públicos vascos deben procurar que las 
condiciones de trabajo se adecuen al nivel de desarrollo 
y progreso social, así como promover la cualificación 
de los trabajadores y su formación integral.

Por otra parte, deben tenerse en cuenta las compe-
tencias exclusivas de la Comunidad Autónoma del País 
Vasco que contempla el Estatuto de Gernika en cuanto 
a la organización, régimen y funcionamiento de sus ins-
tituciones, y en cuanto a la materia relativa a cooperati-
vas y demás entidades y ámbitos de orden social.

La actividad y los servicios ejecutivos de inspección 
están regulados en la Ley 42/1997, de

.
 14 de noviem-

bre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguri-
dad Social, en la que se aborda con una visión y organi-
zación multidisciplinar el ejercicio de la inspección en 
todo el área socio-laboral y se encomiendan sus funcio-
nes a los órganos de la gestión inspectora. Las disposi-
ciones adicionales sexta y séptima de dicha Ley previe-
nen tanto la atribución de la función inspectora a los 
funcionarios propios de las Comunidades Autónomas 
con competencias legislativas en materia de orden 
social, como la transferencia a las Comunidades Autó-
nomas de funcionarios de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social del Estado, en el marco de los Acuer-
dos de participación y colaboración entre Administra-
ciones públicas.

Procede, en consecuencia, que la Comunidad Autó-
noma del País Vasco asuma las funciones que, dentro 
de su ámbito territorial y en relación con la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social, viene desempeñando la 
Administración del Estado.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que transfiera a la Comunidad Autónoma del País Vasco 
las funciones que, en ejecución de la Ley 42/1997, de 
14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Tra-
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bajo y Seguridad Social, viene realizando la organiza-
ción de la gestión inspectora dependiente de la Admi-
nistración del Estado, dentro del ámbito de aquellas 
materias de ejecución de la legislación laboral que han 
sido ya objeto de transferencias a la Comunidad Autó-
noma del País Vasco, y sin perjuicio de los ámbitos 
correspondientes a sus competencias exclusivas de 
organización, régimen y funcionamiento de sus institu-
ciones, así como de sus competencias exclusivas en 
materia de orden social.

En particular, a los efectos de lo dispuesto en el 
párrafo anterior, se considerarán transferencias a ser 
asumidas por la Comunidad Autónoma del País Vasco 
en materias de ejecución de la legislación laboral las 
correspondientes a los Reales Decretos 2209/1979, de 7 
de septiembre; 1260/1981, de 8 de mayo; 812/1985, 
de 8 de mayo; y 2557/1985, de 18 de diciembre.

En consecuencia, la Comunidad Autónoma del País 
Vasco, deberá asumir, dentro de su ámbito territorial, 
las facultades propias de la inspección y, en particular, 
las de vigilancia y exigencia de cumplimiento de las 
normas legales, reglamentarias y contenido normativo 
de los convenios colectivos; asistencia técnica; y arbi-
traje, conciliación y mediación; todo ello en relación 
con los siguientes ámbitos:

— Ordenación del trabajo y las relaciones sindicales.
— Prevención de riesgos laborales.
— Cooperativas, Sociedades Anónimas Laborales 

y cualesquiera otras fórmulas de economía social.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que en el plazo de tres meses alcance los acuerdos nece-
sarios para proceder a las mencionadas transferencias.

 

Propuesta de resolución núm. 77

Formación profesional ocupacional y continua

De acuerdo con lo que dispone el artículo 12.2 del 
Estatuto, la Comunidad Autónoma Vasca tiene compe-
tencias de ejecución en materia de legislación laboral, 
asumiendo las facultades y competencias que en este 
terreno ostenta actualmente el Estado respecto a las 
relaciones laborales; también la facultad de organizar, 
dirigir y tutelar, con la alta inspección del Estado, los 
servicios de éste para la ejecución de la legislación 
laboral, procurando que las condiciones de trabajo se 
adecuen al nivel de desarrollo y progreso social, pro-
moviendo la cualificación de los trabajadores y su for-
mación integral. Por su parte, el artículo 10.25 recono-
ce a la Comunidad Autónoma competencia exclusiva 
en materia de promoción, desarrollo económico y pla-
nificación de la actividad económica del País Vasco de 
acuerdo con la ordenación general de la economía.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12.2 
del Estatuto de Gernika, transfiera a la CAV las funcio-
nes y servicios correspondientes a la ejecución de la 
legislación laboral en materia de formación profesional 
ocupacional y continua, lo que entre otros extremos 
implica la sustitución de todos los servicios públicos de 
empleo estatales en la CAV, que determinará y gestio-
nará en su territorio los programas de formación profe-
sional sin ninguna limitación por parte del estado, así 
como la transferencia de todos los centros públicos 
docentes de este ámbito.

Quedarán incluidos en la transferencia los servicios 
dedicados a la formación profesional continua, los cua-
les serán gestionados por la Fundación HOBETUZ en 
lugar del FORCEM.

Los fondos destinados a formación profesional pro-
cederán de cuotas devengadas por empresarios y traba-
jadores, que serán recaudadas directamente por las ins-
tituciones vascas, y los correspondientes fondos 
estructurales europeos.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que en el plazo de tres meses alcance los acuerdos nece-
sarios para proceder a las mencionadas transferencias.

 

Propuesta de resolución núm. 78

Traspaso a la CAV de las competencias sobre el INSS, 
Instituto Social de la Marina, así como la gestión del 
régimen económico de la Seguridad Social

El artículo 18.2.a) del Estatuto dispone que en mate-
ria de Seguridad Social corresponderá al País Vasco el 
desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación 
básica del Estado, salvo las normas que configuran el 
régimen económico de la misma. Asimismo, la letra b) 
de dicho epígrafe señala que corresponderá al País 
Vasco la gestión del régimen económico de la Seguri-
dad Social. Por otra parte, dicho artículo establece que 
la Comunidad Autónoma podrá organizar y administrar 
a tales fines, y dentro de su territorio, todos los servi-
cios relacionados con las materias antes expresadas.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que transfiera a la CAV las funciones y servicios que el 
Instituto Nacional de la Seguridad Social presta en el 
País Vasco.

Asimismo, insta a la transferencia a la CAV de las 
funciones y servicios desempeñados por el Instituto 
Social de la Marina en el País Vasco en lo que se refiere 
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a la gestión del régimen especial de los trabajadores 
del mar.

Por otra parte, el Congreso de los Diputados entien-
de que la habilitación estatutaria para la reclamación de 
la transferencia que ampare la gestión del régimen eco-
nómico de la Seguridad Social por parte de las institu-
ciones vascas tiene meridiano apoyo en los artícu-
los 18.2.b) y 18.4 del Estatuto de Gernika, sin que 
deban ser impedimento insalvable las competencias 
que sobre la materia ha reservado la Constitución al 
Estado.

Deben conciliarse ambos textos, constitucional y 
estatutario, y en ese sentido el Congreso de los Diputa-
dos señala que la disposición transitoria quinta del 
Estatuto de Gernika tiene un valor jurídico y político 
relevante, pues cohonesta ambos intereses de manera 
equilibrada. Debe pues hacerse realidad el mandato de 
la disposición transitoria citada para establecer los 
mecanismos de relación entre la Comunidad Autónoma 
y el Estado en orden a la gestión del régimen económi-
co de la Seguridad Social por parte de aquélla.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que en el plazo de tres meses alcance los acuerdos nece-
sarios para proceder a las mencionadas transferencias.

 

Propuesta de resolución núm. 79

Traspaso de las políticas activas de empleo a la CAV

En materia laboral, el Estatuto de Gernika, a dife-
rencia de la mayoría de Estatutos de Autonomía, refleja 
la especificidad de la autonomía financiera de las insti-
tuciones vascas y enuncia la capacidad de actuación 
pública en Euskadi con el importante matiz de su orien-
tación hacia dos objetivos generales: «adecuar las con-
diciones de trabajo al nivel de desarrollo y progreso 
social» y «promover la cualificación y formación inte-
gral de los trabajadores».

Las expectativas que suscitó este contenido del auto-
gobierno vasco se corresponden también con una nota-
ble peculiaridad en la composición de los agentes socia-
les empresariales y sindicales mayoritarios de ámbito 
vasco, así como en la preponderancia del tejido produc-
tivo vasco de naturaleza industrial. Todos estos compo-
nentes confirman la presencia de un ámbito específico 
de relaciones laborales y hacen esperar de la importante 
capacidad gestora pública vasca la aportación de políti-
cas relevantes que incentiven e impulsen con fuerza la 
actividad económica.

Hasta el día de hoy, sin embargo, la mayor parte de 
estas potencialidades se han desarrollado de un modo 
parcial e imperfecto. Tras la transferencia de algunos 
servicios laborales básicos en la etapa pre autonómica 
no ha habido continuidad en la asunción de la mayor 
parte de funciones públicas que reflejan las Leyes.

Por lo que atañe a las políticas de protección social, 
el Estatuto de Gernika asume mayores capacidades que 
la mera gestión de recursos y el traslado de prestacio-
nes a la ciudadanía.

En materia de seguridad social, el Estatuto de Ger-
nika permite alcanzar el mismo grado de desarrollo y 
de garantía de las prestaciones sociales a la ciudadanía 
vasca. La asunción de la gestión económica del siste-
ma, prevista en el Estatuto, implica compartir su finan-
ciación a través de convenios con las instituciones esta-
tales, para cuya suscripción deben dimensionarse 
sendos compromisos de solidaridad que contribuirían a 
la estabilidad y corresponsabilidad con el conjunto del 
sistema en el Estado.

Hay que tener en cuenta que el carácter unitario de 
la seguridad social en todo el Estado y su manifestación 
a través de la llamada «caja única» del sistema no son 
obstáculos insalvables para que las instituciones vascas 
puedan asumir su gestión territorial, incluida la garan-
tía financiera de todas las prestaciones, tal y como con-
templa el Estatuto de Gernika.

En una situación económica como la actual dispo-
ner de todos los mecanismos posibles para poder luchar 
contra el desempleo y lograr una más eficaz gestión de 
los recursos desde una cercanía al ciudadano es funda-
mental.

En consecuencia, los ciudadanos de la CAV necesi-
tan de las competencias e instrumentos del ámbito eco-
nómico, laboral y financiero que a pesar de estar pre-
sentes en el texto estatutario de 1978 aún no se han 
transferido.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que transfiera las competencias de Políticas Activas de 
Empleo a la CAV, de manera que el fomento y protec-
ción al empleo incluya las ayudas para la creación de 
puestos de trabajo (subvenciones gestionadas), y las 
bonificaciones de cuotas en las cotizaciones a la Segu-
ridad Social, cuyo traspaso se materializará a través del 
Sistema de Concierto Económico.

Asimismo, se procederá a la transferencia de las 
competencias que los Servicios Públicos de Empleo 
ejercen en materia de Políticas Activas de Empleo.

Propuesta de resolución núm. 80

Políticas pasivas

En materia laboral, el Estatuto de Gernika, a dife-
rencia de la mayoría de Estatutos de Autonomía, refleja 
la especificidad de la autonomía financiera de las insti-
tuciones vascas y enuncia la capacidad de actuación 
pública en Euskadi con el importante matiz de su orien-
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tación hacia dos objetivos generales: «adecuar las con-
diciones de trabajo al nivel de desarrollo y progreso 
social» y «promover la cualificación y formación inte-
gral de los trabajadores».

Las expectativas que suscitó este contenido del auto-
gobierno vasco se corresponden también con una nota-
ble peculiaridad en la composición de los agentes socia-
les empresariales y sindicales mayoritarios de ámbito 
vasco, así como en la preponderancia del tejido produc-
tivo vasco de naturaleza industrial. Todos estos compo-
nentes confirman la presencia de un ámbito específico 
de relaciones laborales y hacen esperar de la importante 
capacidad gestora pública vasca la aportación de políti-
cas relevantes qué incentiven e impulsen con fuerza la 
actividad económica.

Hasta el día de hoy, sin embargo, la mayor parte de 
estas potencialidades se han desarrollado de un modo 
parcial e imperfecto. Tras la transferencia de algunos 
servicios laborales básicos en la etapa pre autonómica 
no ha habido continuidad en la asunción de la mayor 
parte de funciones públicas que reflejan las Leyes.

Por lo que atañe a las políticas de protección social, 
el Estatuto de Gernika asume mayores capacidades que 
la mera gestión de recursos y el traslado de prestacio-
nes a la ciudadanía.

En materia de seguridad social, el Estatuto de Ger-
nika permite alcanzar el mismo grado de desarrollo y 
de garantía de las prestaciones sociales a la ciudadanía 
vasca. La asunción de la gestión económica del siste-
ma, prevista en el Estatuto, implica compartir su finan-
ciación a través de convenios con las instituciones esta-
tales, para cuya suscripción deben dimensionarse 
sendos compromisos de solidaridad que contribuirían a 
la estabilidad y corresponsabilidad con el conjunto del 
sistema en el Estado.

Hay que tener en cuenta que el carácter unitario de 
la seguridad social en todo el Estado y su manifestación 
a través de la llamada «caja única» del sistema no son 
obstáculos insalvables para que las instituciones vascas 
puedan asumir su gestión territorial, incluida la garan-
tía financiera de todas las prestaciones, tal y como con-
templa el Estatuto de Gernika.

En una situación económica como la actual dispo-
ner de todos los mecanismos posibles para poder luchar 
contra el desempleo y lograr una más eficaz gestión de 
los recursos desde una cercanía al ciudadano es funda-
mental.

En consecuencia, los ciudadanos de la CAV necesi-
tan de las competencias e instrumentos del ámbito eco-
nómico, laboral y financiero que a pesar de estar pre-
sentes en el texto estatutario de 1978 aún no se han 
transferido.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El artículo 18.2.a) del Estatuto dispone que en mate-
ria de Seguridad Social corresponderá al País Vasco el 

desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación 
básica del Estado, salvo las normas que configuran el 
régimen económico de la misma. Asimismo, dicho artí-
culo, en su apartado 4, establece que la Comunidad 
Autónoma podrá organizar y administrar a tales fines, y 
dentro de su territorio, todos los servicios relacionados 
con las materias antes expresadas.

En consecuencia, el Congreso de los Diputados insta 
al Gobierno a que proceda a la transferencia a las insti-
tuciones vascas de las funciones y servicios dedicados 
a la gestión de las prestaciones por desempleo tanto en 
su nivel contributivo como asistencial así como cual-
quier otro subsidio de la misma naturaleza, incluyendo 
la gestión en todos sus ámbitos de los fondos proceden-
tes de las cuotas para el desempleo devengadas por tra-
bajadores y empresarios.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que en el plazo de tres meses alcance los acuerdos nece-
sarios para proceder a las mencionadas transferencias.

 

Propuesta de resolución núm. 81

Cumplimiento de resoluciones del TC sobre compe-
tencias autonómicas en materia de crédito, banca y 
seguros

Considerando que las Comunidades Autónomas, en 
sus respectivos Estatutos de Autonomía, han asumido 
competencia exclusiva en materia de Cajas de Ahorros 
y Cooperativas de Crédito, así como competencia de 
desarrollo legislativo y ejecución en materia de ordena-
ción del crédito, banca y seguros, sin perjuicio de la 
reserva al Estado de la competencia exclusiva en mate-
ria mercantil, sobre las bases de la citada ordenación, 
así como en lo que atañe a las bases y coordinación de 
la planificación general de la actividad económica; no 
obstante, aún no se han corregido sendas vulneraciones 
del bloque de constitucionalidad, ya constatadas por la 
doctrina contenida, entre otras, en las Sentencias del 
Tribunal Constitucional 96/1996 y 235/1999, por las 
que se encomendó al legislador estatal realizar las 
modificaciones pertinentes en la legislación vigente 
para dar entrada a las competencias autonómicas.

Considerando que la equiparación que
 
el Tribunal 

Constitucional ha realizado entre las Cajas de Ahorros 
y las Cooperativas de Crédito en orden a determinar el 
ámbito competencial que corresponde a las Comunida-
des Autónomas no ha sido trasladada a la legislación 
estatal, por lo que se han de asignar a la autoridad auto-
nómica las competencias legislativas y de ejecución 
sobre las Cooperativas de Crédito, fijando el «domici-
lio social» como único punto de conexión, sin perjuicio 
de la competencia estatal para fijar las bases de la orde-
nación.

Considerando que la previsión introducida en el 
artículo 2.3 de la LORCA por el apartado uno del 
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artículo 101 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, 
choca con lo previsto en la disposición adicional cuarta 
de la propia LORCA y se aparta del espíritu que dio 
lugar a dicha norma, así como de la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, negando al legislador autonó-
mico la facultad de determinar el sistema de selección 
de consejeros generales que, garantizando la representa-
tividad y el principio democrático, atienda de la mejor 
manera posible al grado de implantación o penetración 
de las Cajas de Ahorros en los distintos territorios y, en 
consecuencia, permita la mejor representación de los 
genuinos intereses de las zonas en las que operan.

Y considerando, además, que hace cuatro años esta 
Cámara aprobó con el voto favorable incluso del Grupo 
Socialista, una Resolución al respecto, por la que se 
instaba al Gobierno a cumplir las Sentencias del Tribu-
nal Constitucional sobre competencias autonómicas en 
materia de crédito, banca y seguros en el que se señala-
ba literalmente que: «El Congreso de los Diputados 
insta al Gobierno a elaborar y presentar en esta Cámara 
en el plazo improrrogable de doce meses, un Proyecto 
de Ley al objeto de cumplir la doctrina del Tribunal 
Constitucional contenida en las Sentencias 9611996 
y 235/1999 y, a tal efecto, atribuir a las Comunidades 
Autónomas con competencias estatutariamente asumi-
das las potestades de desarrollo normativo y de ejecu-
ción de la legislación básica estatal».

Por consiguiente presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

Pasados ya todos los plazos habidos y por haber, el 
Congreso insta de nuevo al Gobierno a:

Elaborar y presentar ante el Congreso de los Diputados 
un Proyecto de Ley, en el plazo improrrogable de tres meses, 
al objeto de cumplir la doctrina del Tribunal Constitucional 
contenida en las Sentencias 96/1996 y 235/1999:

• Atribuir a las Comunidades Autónomas con com-
petencias asumidas, fijando para su ejercicio las nor-
mas de conflicto o conexión necesarias, las potestades 
de desarrollo legislativo y ejecución respecto a las enti-
dades de Bancos Privados, Establecimientos Financie-
ros de Crédito, Entidades de Dinero Electrónico y 
Sociedades de Garantía Recíproca

• Establecer como único punto de conexión para 
distribuir competencias respecto a las Cooperativas de 
Crédito su domicilio social, por razón de su equipara-
ción con las Cajas de Ahorros fijada en las Sentencias 
9611996, 8611992 y 8711993

• Suprimir el apartado 2.3 de la LORCA para respe-
tar la competencia exclusiva autonómica en cuanto al 
sistema de elección de los consejeros generales de las 
Cajas de Ahorros.

 

Propuesta de resolución núm. 82

Traspaso a la CAV de competencias relacionadas con el 
artículo 12.2 de su Estatuto

El artículo 12.2 del Estatuto de Autonomía de Ger-
nika, atribuye a la CAV la ejecución de la legislación 
laboral del Estado asumiendo las facultades y compe-
tencias que en este terreno ostenta la Administración 
central. En este ámbito se encuentran incluidas compe-
tencias tales como la de regulación de empleo o el 
Fondo de Garantía Salarial que se configura como un 
organismo autónomo dedicado a la gestión de salarios e 
indemnizaciones por despido en los supuestos previstos 
en el Estatuto de los Trabajadores, o los centros de 
investigación y asistencia técnica que realizan funcio-
nes en materia de seguridad e higiene en el trabajo.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
ampliar la transferencia efectuada en su día a la CAV 
en relación con la actividad administrativa en la regula-
ción de empleo, de manera que se entiendan incluidas 
sin excepción todo tipo de empresas.

Asimismo, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a que proceda al traspaso de la gestión del 
servicio del Fondo de Garantía Salarial, resolviendo las 
cuestiones relativas a la financiación de este servicio de 
manera que las cuotas correspondientes serán recauda-
das y gestionadas por las instituciones vascas.

Igualmente, en el marco del artículo 149.1.7 de la 
Constitución y 12.2 del Estatuto, la Comunidad 
Autónoma Vasca debe recibir la transferencia de las 
funciones en materia de seguridad e higiene en el 
trabajo que realizan los centros de investigación y 
asistencia técnica, como complemento necesario del 
traspaso que en su día se realizó de los gabinetes 
provinciales.

Propuesta de resolución núm. 83

Máquinas-herramienta

La máquina-herramienta a través de sus soluciones 
y equipos está en el origen de toda actividad industrial. 
No existe producto fabricado de manera industrial en 
cuyo proceso no intervenga directa o indirectamente la 
máquina-herramienta.

Los sectores industriales tractores (automoción, 
generación de energía, aeronáutica, ferrocarril, bienes 
de equipo, etc.), confían su capacidad productiva y la 
implementación de gran parte de sus innovaciones al 
sector de máquina-herramienta que les permite incor-
porar mayor productividad, trabajar con nuevos mate-
riales, con mayores precisiones y eficiencia. Se trata de 
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un sector que incide de manera decisiva en la competi-
vidad de los principales sectores productivos, y por 
tanto, de la economía en su conjunto.

Es una realidad incuestionable que la práctica totali-
dad de los países industrialmente avanzados se preocu-
pan de contar con un sector de máquina-herramienta 
fuerte, y unos sectores tractores como los anteriormen-
te citados equipados con máquinas de última genera-
ción. Sin esta combinación sería impensable contar con 
una industria competitiva y capaz de fabricar productos 
de alto valor añadido.

El sector, tras tres años difíciles en el período 2002-
2004, ha contado con cuatro años posteriores de creci-
miento consecutivos, que se han visto frenados por la 
actual situación de crisis económica. De hecho, se ha 
cerrado el año 2009 con un descenso de la demanda 
de un 67% y de un 27% de la producción. Este signifi-
cativo cambio de tendencia se debe a un gran deterio-
ro de la demanda internacional ocasionada por la cri-
sis económica mundial, que ha afectado especialmente 
al mercado nacional, que con un descenso del consu-
mo de máquina-herramienta muy significativo en la 
última década (casi un 50% tan sólo en 2009), sufre el 
riesgo de descapitalización paulatina de su capacidad 
productiva.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
impulsar, en el plazo de tres meses, en coordinación 
con la Asociación Española de Fabricantes de Máqui-
nas-Herramienta (AFM) un Plan de incentivación de la 
inversión productiva y la renovación del parque de 
maquinas-herramienta.

A tales efectos, el Gobierno establecerá, tanto para 
lo que resta del año 2010 como para el próximo 
año 2011:

A) Por un lado, medidas dirigidas a la incentiva-
ción de la demanda de máquinas herramienta, mediante 
ayudas directas a la compra de estos equipamientos por 
parte de las PYMES industriales, estableciéndose una 
subvención al comprador de hasta el 30% del valor 
total, compatible con desgravaciones fiscales a la inver-
sión en equipos productivos, que pudieran ser, como en 
el caso Italia, de hasta un 50%.

B) Por otro, medidas de refuerzo de la financia-
ción estableciendo la concesión de avales que garanti-
cen al fabricante parte del importe de un pedido; hasta 
un 30% del mismo y por un periodo máximo de 18 
meses, con el fin de hacer posible la venta del equipo y 
la financiación del circulante afecto al mismo. Estos 
avales podrán garantizar tanto ventas domésticas como 
internacionales.

 

Propuesta de resolución núm. 84

Denominaciones oficiales de los territorios históricos 
de la Comunidad Autónoma de Euskadi

En los últimos veinte años las Cortes Generales han 
procedido a modificar la denominación oficial de algu-
nas provincias del Estado, fijando, como válida, a todos 
los efectos, la establecida en la lengua vernácula corres-
pondiente. Es el caso de Lleida, Girona, A Coruña, u 
Ourense, entre otros. Las Juntas Generales de los Terri-
torios Históricos vascos fijaron normativamente la 
denominación oficial de sus respectivos territorios en la 
manera que las autoridades de la Comunidad Autóno-
ma vienen reconociendo y utilizando desde hace dos 
décadas. En consecuencia,

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno:

A que promueva las medidas legislativas necesarias 
para modificar la denominación oficial de Vizcaya, 
Guipúzcoa y Álava, en tanto que demarcaciones pro-
vinciales, ajustándose a lo dispuesto por las Juntas 
Generales de los respectivos Territorios Históricos.

Propuesta de resolución núm. 85

ESS

Desde los Presupuestos Generales del Estado del 
año 2006 viene impulsándose en colaboración entre el 
Gobierno del Estado y el Gobierno Vasco la creación y 
puesta en marcha en el País Vasco del proyecto investi-
gador que se denominó, en sus inicios, Centro de Neu-
trones por Espalación.

El proyecto ha conocido, desde aquellos orígenes, 
diversas vicisitudes siendo la principal de ellas la aspi-
ración, con la que trabajaron ambos Gobiernos, para 
lograr la ubicación en Euskadi del proyecto europeo 
denominado ESS.

La decisión, en su día, de que dicho proyecto 
europeo se vaya a ubicar finalmente en Lundt (Sue-
cia) no ha supuesto, en ningún caso, el abandono, 
por parte de ambos Gobiernos, de la voluntad de 
desarrollar en Bilbao —País Vasco— un proyecto 
qué, sin esperar necesariamente y, todavía menos, 
quedar dependiente de lo que finalmente resulte o 
deje de resultar dicho Proyecto europeo, camine en 
la dirección apuntada, si bien con el necesario reco-
rrido y autonomía propios.

El proyecto ha venido desarrollándose hasta el día 
de hoy con base en un Convenio de colaboración que 
firmaron el Ministerio de Educación y Ciencia y el 
Gobierno Vasco en diciembre de 2006. Las partes acor-
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daron una vigencia del Convenio desde el día de su 
firma hasta el 31 de Diciembre de 2010.

La proximidad de la finalización del Convenio, 
unida a las diversas circunstancias conocidas por el 
proyecto durante estos años hacen necesario renovar la 
voluntad, expresada ampliamente por miembros de 
ambos Gobiernos, así como la firma y adecuación y de 
un nuevo Convenio a esas circunstancias.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

Instamos al Gobierno a que, de conformidad con los 
compromisos públicos reiteradamente manifestados 
por él mismo, firme, antes de la finalización del presen-
te año 2010, un nuevo convenio con el Gobierno Vasco 
para la financiación, por un importe global de 180 
millones de euros, de un centro, con entidad propia, de 
aceleradores de partículas de alta potencia que, al tiem-
po que posibilite el desarrollo autónomo de investiga-
ción en dicho campo, propicie la aportación futura al 
proyecto de Fuente Europea de Neutrones por Espala-
ción, (European Espalation Source, ESS), así como 
tomar parte en otras actuaciones internacionales en las 
que participe el Estado (CERN, ISIS, IFMIF...) en este 
ámbito.

Propuesta de resolución núm. 86

De traspaso a la Diputación Foral de Araba-Álava de 
los terrenos en instalaciones militares de Araka

Es opinión unánime la necesidad de optimización 
de recursos para mejorar la situación económica y con-
tribuir a un progresivo cambio de las bases productivas 
en las que se asienta la economía.

En la actualidad, las FF.AA. españolas disponen de 
unos terrenos en el lugar denominado Araka, muy 
próximo a la ciudad de Vitoria. La presencia de efecti-
vos en los mismos es exigua. Y perentoria la necesidad 
de terrenos para uso de desarrollo industrial en la proxi-
midad del cluster empresarial que desarrolla el proyec-
to de coche eléctrico «Hiriko». El desarrollo de este 
tipo de energías limpias en la automoción es una apues-
ta estratégica realizada desde el propio Gobierno del 
Estado en una transición a un nuevo modelo productivo 
manifestada públicamente durante la presidencia espa-
ñola de la UE.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que proceda a la desafección de uso militar de las insta-
laciones y terrenos de Araka (Araba-Álava) pertene-
cientes al Ministerio de Defensa de manera que su titu-

laridad sea traspasada a la Diputación Foral del 
Territorio Histórico de Araba-Álava.

Propuesta de resolución núm. 87

De reconocimiento de la participación internacional de 
selecciones deportivas de aquellas CC.AA. contempla-
das en la disposición transitoria segunda de la C.E.

Es universalmente admitido que el deporte, además 
de constituir un elemento esencial para el bienestar de 
las personas, de los colectivos y de las sociedades, es 
un instrumento de reflejo de la diversidad social, histó-
rica o cultural de los pueblos o naciones, tanto a nivel 
interno como a nivel internacional.

El artículo 2 de la Constitución española declara que 
el Estado español está integrado por un conjunto de 
regiones y nacionalidades. Es decir, el texto constitu-
cional reconoce la pluralidad de nacionalidades de 
España. Dichas nacionalidades que forman parte del 
Estado de las Autonomías cuentan con algunas federa-
ciones deportivas que vienen reivindicando histórica-
mente su integración en las federaciones deportivas 
internacionales para participar en las competiciones 
oficiales de ámbito internacional. Dichas nacionalida-
des se corresponden con las contempladas en la Dispo-
sición Transitoria segunda de la Constitución española.

La Constitución española, en su artículo 149.1, 
establece las materias reservadas al Estado con carác-
ter exclusivo y en ninguna de ellas se hace referencia 
al deporte. Asimismo, los redactores del texto constitu-
cional recogieron explícitamente esta materia en el 
artículo 148.1.19 entre las que podían ser asumidas por 
las comunidades autónomas. De hecho, estas comuni-
dades autónomas, en sus respectivos estatutos de auto-
nomía, han incorporado el deporte como competencia 
exclusiva, lo que viene a demostrar que nos hallamos 
ante una de las materias que el Tribunal Constitucional 
califica de competencia exclusiva en sentido estricto.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que en el plazo de tres meses presente un proyecto de 
ley de modificación de la actual ley del deporte de 
manera que ésta reconozca el derecho de las federa-
ciones deportivas autonómicas correspondientes a 
aquellas CC.AA. contempladas en la Disposición 
transitoria segunda de la C.E. para integrarse en las 
correspondientes federaciones deportivas internacio-
nales y organismos olímpicos a fin de representar a 
sus respectivos ámbitos geográficos y fomentar la par-
ticipación en las competiciones internacionales, sean 
o no oficiales, de sus selecciones deportivas en la 
forma y ámbito que estimen oportuno.
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Propuesta de resolución núm. 88

A favor de posibilitar la manifestación de la voluntad 
popular de los vecinos de los enclaves de Treviño y 
Valle de Villaverde

El denominado condado de Treviño es un enclave 
comprende los municipios de Condado de Treviño y La 
Puebla de Arganzón que está a 12 kilómetros de Vito-
ria, y a más de 100 kilómetros de Burgos, provincia en 
la que está englobada, en el dos de cada tres consultas 
sanitarias se hacen en la Comunidad Autónoma vasca, 
más del 60 por ciento de los niños del enclave están 
escolarizados en Álava y su población está absoluta-
mente integrada socialmente en la sociedad alavesa.

Ambos municipios han solicitado insistentemente 
su derecho a ser consultados sobre su adscripción a una 
u otra comunidad autónoma. Así, por ejemplo, en 1991, 
Treviño convoca un referéndum para preguntar a los 
vecinos si quieren ser consultados. En 1996 lo solicita 
la Puebla de Arganzón. En 2005 Treviño vuelve a soli-
citar la consulta.

Por su parte, el Valle de Villaverde (hasta 2005 llamado 
Villaverde de Trucíos) es un enclave con un único munici-
pio en la Comunidad Autónoma de Cantabria rodeado por 
municipios de la CAV. El citado municipio solicitó insisten-
temente en septiembre de 1986, octubre de 1987 y marzo 
1991 la celebración de un referéndum entre sus vecinos y 
vecinas para manifestar en su caso la voluntad de que el 
municipio se integrara en la CAV. El Gobierno del Estado 
sistemáticamente ha rechazado esa posibilidad.

La voluntad popular se erige en valor fundamental 
de la constitución Española. Por otra parte no es admi-
sible que el derecho a solicitar su adscripción a una u 
otra comunidad autónoma existente en varios estatutos 
de autonomía sea bloqueado por diversas instancias 
institucionales impidiendo así conocer la voluntad de 
los vecinos y vecinas y que ésta se haga realidad. El 
derecho, y menos el bloque de inconstitucionalidad, no 
pueden ser meras expresiones hueras de contenido.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados manifiesta que la voz 
de los vecinos y vecinas de los enclaves de Treviño y 
Valle de Villaverde acerca de su voluntad de pertenecer a 
la Comunidad Autónoma en la que se encuentran o pasar 
a integrarse en la Comunidad Autónoma del País Vasco 
debe ser respetada. En consecuencia, considera que debe 
facilitarse por parte de todas las instituciones y organis-
mos que se realice cuanto antes una consulta popular ofi-
cial, e insta al Gobierno a que utilice todos los mecanis-
mos e influencia a su alcance ante otras instancias 
institucionales a fin de posibilitar que pueda expresarse 
esa voluntad democrática sin ningún tipo de trabas.

 

Propuesta de resolución núm. 89

Menores extranjeros no acompañados

En relación a los menores extranjeros que deben ser 
acogidos por la red de servicios sociales de las Comu-
nidades Autónomas o Instituciones Forales, se observa 
la existencia de una manifiesta desproporción entre los 
que son acogidos por una u otras comunidades y se 
observa así mismo, el incumplimiento del artículo 35 
de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre dere-
chos y libertades de los extranjeros en España y su inte-
gración social, y de su protocolo de aplicación, en rela-
ción a la edad de estos menores muchas veces 
falsificadas particularmente por los que presentan docu-
mentos de identificación enviados por correo desde sus 
países de origen.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
establecer los mecanismos necesarios para que el con-
tingente de menores acogidos por los Servicios Socia-
les sea proporcional al número de habitantes de la 
Comunidad Autónoma o Territorio Foral y a establecer 
criterios uniformes por parte del Ministerio Fiscal a 
efectos de una determinación exacta de la condición de 
menor invocada cuando la apariencia física ofrece 
dudas.

Propuesta de resolución núm. 90

Relativa al marco jurídico-político que precisa Euskadi

El 25 de octubre de 1979, los vascos y vascas de 
Araba, Bizkaia y Gipuzkoa aprobaron en referéndum el 
Estatuto de Autonomía de Gernika. Un Estatuto que en 
si mismo es un pacto de naturaleza política. La ciuda-
danía navarra, por el contrario, no tuvo ocasión de 
refrendar dicho Estatuto, ni tan siquiera el denominado 
Amejoramiento del Fuero, aprobado por las Cortes 
Generales en 1982.

El Pacto Estatutario representó la voluntad mayori-
taria del Pueblo Vasco para acceder a su autogobierno. 
La ciudadanía vasca ha valorado positivamente los fru-
tos que dicho pacto ha venido produciendo en los años 
de vigencia, al tiempo que ha expresado y denunciado 
el flagrante y sistemático incumplimiento que los suce-
sivos gobiernos del estado han realizado

 
en cuanto al 

pleno y leal desarrollo del Estatuto de Gernika.
El Parlamento Vasco aprobó por la mayoría absoluta 

de sus miembros en el pleno celebrado el 30 de diciem-
bre de 2004 el Estatuto Político de la Comunidad de 
Euskadi, que presentado y defendido en el Congreso de 
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los Diputados el 1 de febrero de 2005 ni siquiera se 
admitió a trámite.

Cinco años después hemos conocido el desenlace 
que ha tenido la «vía catalana», tantas veces recomen-
dada a los vascos y vascas.

El Tribunal Constitucional, las leyes orgánicas y no 
orgánicas y un largo etcétera de mecanismos legales, 
así como el homogeneizador diseño del Estado de las 
Autonomías han creado un acervo jurídico y político 
que hace imposible garantizar que el Estatuto de Ger-
nika sea respetado y desarrollado en su integridad.

Quebrada la lealtad, ha desaparecido el elemento 
fundamental para el funcionamiento del sistema: la 
confianza.

Por consiguiente, presenta la siguiente propuesta de 
resolución:

El Congreso de los Diputados entiende que desde el 
reconocimiento de la realidad plurinacional del Estado 
Español y en orden a la consecución de una conviven-
cia democrática de las distintas realidades nacionales y 
sentimientos de pertenencia que acoge en su seno Eus-
kadi precisa de un marco jurídico-político del que se 
desprenda:

1. El carácter e identidad del Pueblo Vasco como 
una realidad basada en la voluntad de sus ciudadanas y 
ciudadanos conformada por vínculos sociales, históri-
cos, económicos y culturales llamada Euskadi-Euskal 
Herria

2. El respeto por las instituciones del Estado a las 
decisiones que sobre su futuro político adopte libre y 
democráticamente la ciudadanía vasca, garantizando 
que todos los proyectos políticos pueden ser no sólo 
defendidos en condiciones de igualdad de oportunida-
des y ausencia de toda forma de coacción o injerencia 
sino que, además, puedan ser materializados si ese es el 
deseo mayoritario de la ciudadanía expresado a través 
de los procedimientos legales.

3. La capacidad de establecimiento de órganos 
con atribuciones ejecutivas y de propuestas legislativas 
como consecuencia de la relación y articulación terri-
torial de la CAV con otros ámbitos jurídico-adminis-
trativos.

4. La garantía para la ciudadanía vasca de todos 
los derechos que se le reconocen en el ordenamiento 
jurídico internacional.

5. La incorporación de los acuerdos adoptados al 
ordenamiento jurídico tras su refrendo por la ciudada-
nía vasca.
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200/000002

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión 
del día de hoy, con motivo del debate de la Comunica-
ción del Gobierno en la que solicita la celebración de 
un debate de política general en torno al estado de la 
Nación, ha acordado lo siguiente:

«Resolución núm. 1

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
mantener los acuerdos vigentes de potenciación y desa-
rrollo de las energías alternativas, con especial atención 
a la situación de la fotovoltaica.

Resolución núm. 2

En materia de infraestructuras.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
mantener los compromisos inversores en materia de 
infraestructuras en Galicia, con el objetivo de paliar su 
déficit histórico en esta materia. Con tal fin, no se intro-
ducirán nuevos retrasos en su fecha de finalización, 
especialmente en lo que se refiere a las actuaciones en 
autovías actualmente en marcha, la conexión de alta 
velocidad entre Galicia y Madrid y la puesta en servicio 
del Eixo Atlántico ferroviario entre Ferrol y Tui (Ponte-
vedra), de conformidad con los distintos acuerdos apro-
bados en esta Cámara y el Acuerdo suscrito el pasado 
21 de julio de 2009 entre el Ministerio de Fomento y la 
Xunta de Galicia.

Resolución núm. 3

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
apostar por una estrategia de salida social a la crisis que 
favorezca la recuperación económica sin comprometer 
la cohesión y las políticas sociales. Esta estrategia debe 
incluir, entre otros, los siguientes ejes:

1. Una reforma fiscal que refuerce los principios 
de equidad y progresividad del sistema tributario.

2. Asegurar la cobertura con cargo a la financia-
ción pública de las actuales prestaciones de los servi-
cios públicos, sin introducir fórmulas adicionales de 
copago.

3. El refuerzo del sistema público de Seguridad 
Social, como pilar básico del Estado del bienestar, sin 
introducir modificaciones que recorten las prestaciones 
existentes en la actualidad ni que conlleven elevar obli-
gatoriamente la edad legal de jubilación.

4. En el marco del Pacto de Toledo se valorarán 
las fórmulas para la ampliación voluntaria de la edad 

real de jubilación a través de los correspondientes 
incentivos.

Resolución núm. 4

En materia de medio ambiente, medio rural y marino.

Medio rural, Sector lácteo.

El Congreso de los Diputados, partiendo del acuer-
do sobre el sector lácteo suscrito en julio de 2009 entre 
el Gobierno central, la industria y las distribuidoras lác-
teas y organizaciones agrarias, insta al Gobierno a:

— Continuar impulsando las relaciones contractuales 
entre el sector productivo y la industria con el objeto de 
fomentar los contratos formales por escrito y por adelanta-
do que rijan las entregas de leche cruda, que contemplen 
los volúmenes, los precios y la duración del contrato.

— Trasladar la regulación de los contratos en el 
sector lácteo al ámbito de la Unión Europea a fin de 
que se proponga para su aplicación general en los paí-
ses miembros, realizando las gestiones oportunas ante 
las Instituciones europeas para que se desarrollen las 
conclusiones adoptadas en el Grupo de alto Nivel de 
expertos del sector lácteo.

— Mantener una reunión con el sector productivo de 
la leche con el objeto de analizar la situación actual y sus 
necesidades, además de realizar un balance de las medi-
das contempladas en el pacto suscrito hace un año.

Medio marino, Ley de Costas.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a que 
proceda de inmediato a habilitar los mecanismos de 
información pública y participación ciudadana previstos 
en la Ley de Costas, para que los afectados por el proce-
so de deslinde de los núcleos del Municipio de Marín 
puedan hacer entrega de las alegaciones que consideren 
en defensa de sus intereses a fin de solventar la inestabi-
lidad jurídico-administrativa existente en la actualidad.

Medio ambiente, Aprovechamientos hidroeléctricos.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a no 
tramitar las solicitudes de concesión para la realización 
de aprovechamientos hidroeléctricos en las cuencas de 
los ríos Miño y Sil y en la cuenca del río Eo hasta que 
se realicen los estudios pertinentes sobre los impactos 
medioambientales y sociales de los aprovechamientos 
hidroeléctricos existentes en la actualidad.
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Resolución núm. 5

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Establecer en los plazos previstos las medidas 
compensatorias que sean necesarias de acuerdo con lo 
establecido en la disposición adicional cuarta de la Ley 
7/2010, de 31 de marzo, General de Comunicación Audio-
visual, relativa al régimen especial aplicable a Canarias 
para los servicios audiovisuales de banda ancha.

2. Incluir, si fuera necesario, en los Presupuestos 
Generales del Estado, financiación suficiente para 
garantizar la efectividad de las medidas compensatorias 
que sean necesarias de acuerdo con lo establecido en la 
disposición adicional cuarta de la Ley 7/2010, de 31 de 
marzo, General de Comunicación Audiovisual.

3. Diseñar las medidas compensatorias que sean 
necesarias, de acuerdo con lo establecido en la disposi-
ción adicional mencionada, de modo que se equipare la 
disponibilidad y condiciones de acceso a todo tipo de 
servicios audiovisuales de banda ancha en todas las 
islas Canarias con las del resto del Estado.

Resolución núm. 6

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
cumplir el compromiso del Estado de cofinanciar con las 
instituciones canarias la totalidad del proyecto del Pala-
cio de Deportes de Gran Canaria, que servirá de subsede 
para la celebración del Mundial de Baloncesto 2014.

Resolución núm. 7

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que proceda de forma inmediata a dotar al Puerto de 
Santa Cruz de Tenerife de un escáner para la inspección 
portuaria, puesto que esta pequeña inversión puede 
suponer una gran aportación para el desarrollo portua-
rio de Tenerife y contribuir de forma equilibrada a la 
reactivación económica y la conectividad de las islas, 
tan necesaria en estos momentos.

Resolución núm. 8

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
buscar soluciones alternativas en los Presupuestos 
Generales del Estado de 2011 y 2012, dentro de la polí-
tica de reducción del déficit público, a la medida de la 
congelación de las pensiones, de forma que se asegure 
que los pensionistas no pierdan poder adquisitivo.

Resolución núm. 9

El Congreso de los Diputados manifiesta la volun-
tad de mantener el espíritu de consenso en el Pacto de 
Toledo y reafirma la validez de los principios y meca-
nismos establecidos en el mismo, y subraya la necesi-
dad de alcanzar un amplio acuerdo entre las fuerzas 
políticas para cualquier modificación, y para continuar 
impulsando las reformas que mejoren los niveles de 
protección social existentes y garanticen la sostenibili-
dad futura del sistema de pensiones. Asimismo insta al 
Gobierno a:

a) Cumplir las recomendaciones contenidas en el 
Pacto de Toledo, plenamente en vigor, para garantizar 
el necesario clima de confianza y lealtad que ha de pre-
sidir su eventual renovación.

b) Preservar los principios de consenso político y 
social, imprescindibles para acometer las reformas 
necesarias de nuestro sistema de pensiones, en orden a 
adecuarlo a los retos demográficos y socioeconómicos 
a los que ha de enfrentarse.

c) Eliminar las medidas en materia de pensio-
nes, incluidas en el Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 
de mayo, por el que se adoptan medidas extraordi-
narias para la reducción del déficit público, y resti-
tuir la garantía del mantenimiento del poder adqui-
sitivo de las pensiones de los españoles en 2011, 
especialmente relevante en tiempos de crisis econó-
mica. A tal fin, el Gobierno adoptará las medidas 
alternativas de ahorro económico que permitan aten-
der los objetivos de reducción del déficit público sin 
merma de la capacidad económica de los pensionis-
tas españoles.

Resolución núm. 10

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
clarificar el horizonte regulatorio de los productores 
de energía eléctrica de régimen especial, sancionan-
do los incumplimientos legales allá donde se hayan 
podido producir, con respeto a sus derechos adquiri-
dos y con la garantía de la sostenibilidad, la rentabi-
lidad de las inversiones y respetando los proyectos 
en marcha, conforme al principio de seguridad jurí-
dica, dando cumplimiento así al mandato contenido 
en la Moción consecuencia de interpelación urgente 
relativa a los planes del Gobierno en materia de 
energía (núm. expte. 173/000154), aprobada por 
el Pleno de esta Cámara con fecha 22 de junio 
de 2010.
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Resolución núm. 11

Derechos sexuales y reproductivos y de interrupción 
voluntaria del embarazo.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

— Velar por el cumplimiento de las obligaciones 
que, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
corresponde ejercer a las distintas administraciones 
públicas, así como respecto de las medidas necesarias 
que deben adoptarse para la plena aplicación de esta 
Ley, garantizando el acceso a las prestaciones y servi-
cios establecidos por el Sistema Nacional de Salud, con 
el fin de asegurar su implementación efectiva y unifor-
me en todo el territorio y el acceso en condiciones de 
igualdad a la prestación.

— Adoptar las medidas previstas por la Ley desti-
nadas a promover una educación sexual adecuada, la 
mejora del acceso a métodos anticonceptivos y la dis-
ponibilidad de programas y servicios de salud sexual y 
reproductiva para prevenir, especialmente en personas 
jóvenes, las infecciones de transmisión sexual y los 
embarazos no deseados.

— En concreto, garantizar esta prestación en cen-
tros públicos o vinculados al Sistema Nacional de Salud 
a través del desarrollo reglamentario de esta Ley. Asi-
mismo, y de conformidad con sus respectivas compe-
tencias, las administraciones regularán el ejercicio de la 
objeción de conciencia del personal directamente impli-
cado en esta prestación.

Resolución núm. 12

Educación.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno, en 
cooperación con las Comunidades Autónomas, a:

1. Continuar impulsando las medidas necesarias 
para mejorar el rendimiento educativo de todos los 
estudiantes con el fin de garantizar la equidad y la exce-
lencia de la educación. Para ello, hay que incrementar 
las plazas en educación infantil de 0 a 3 años, reforzar 
las medidas de apoyo a los alumnos con más dificulta-
des, establecer un Programa de profundización de 
conocimientos para el alumnado con mayor capacidad 
y motivación para aprender, e impulsar Contratos Pro-
gramas Plurianuales entre los centros y las Administra-
ciones Educativas.

2. Flexibilizar el sistema educativo para facilitar la 
continuidad de los estudiantes en la educación posto-
bligatoria, estableciendo pasarelas entre las diferentes 
vías formativas y flexibilizando la organización y 
estructura del bachillerato.

3. Presentar un Plan Estratégico de Formación 
Profesional que permita completar el catálogo de cuali-
ficaciones profesionales y el de títulos de formación 
profesional, la realización de convocatorias que facili-
ten el reconocimiento de las competencias profesiona-
les adquiridas a través de la experiencia laboral y la 
creación de una Plataforma on-line para cursar forma-
ción profesional a distancia.

4. Continuar el proceso de modernización de nues-
tro sistema educativo, mediante la continuidad de la 
implantación del Programa Escuela 2.0 y la puesta en 
marcha de un nuevo Programa de mejora del aprendi-
zaje de las lenguas extranjeras.

5. Seguir impulsando la modernización e interna-
cionalización de nuestras Universidades en el marco del 
EEES y el desarrollo de la Estrategia Universidad 2015, 
con el objetivo de alcanzar las mayores cotas de  calidad 
y sostenibilidad de nuestro sistema de Educación Supe-
rior a través del fomento de la agregación, especializa-
ción e internacionalización de los campus universitarios, 
la creación de Escuelas de Doctorado para incrementar 
el número de doctores y doctoras, y estableciendo Pro-
gramas de Formación y empleo especialmente dirigidos 
a desempleados y mayores de 55 años.

6. Seguir incrementando la cuantía de las becas y 
ayudas. Impulsar las becas salario para los estudiantes 
de grado y formación profesional superior, ampliar los 
préstamos renta y mejorar los programas de movilidad.

7. Establecer el marco básico del Estatuto Docente 
para el profesorado de la enseñanza pública, y aprobar 
el nuevo Estatuto del Personal Docente e Investigador. 

8. Proponer programas de cooperación territorial 
con las Comunidades Autónomas para el desarrollo de 
las medidas contempladas en el Plan de Acción 2010-
2011, así como promover aquellos cambios y desarro-
llos normativos que se requieran para la implementa-
ción de las medidas contempladas en dicho Plan. 

Resolución núm. 13

Regulación financiera internacional.

El Congreso de los Diputados insta a avanzar en el 
desarrollo equilibrado del sistema financiero mejoran-
do la transparencia, calidad de la regulación y la super-
visión así como la consecución de una mayor integra-
ción financiera, y en particular insta al Gobierno a:

— Continuar con el impulso para la construcción de 
la nueva arquitectura supervisora comunitaria, de modo 
que la creación del Consejo Europeo de Riesgo Sistémi-
co y de las Autoridades de Supervisión Europeas pueda 
ser operativa a principios del próximo año 2011.

— Favorecer el marco legal de supervisión y disci-
plina de las entidades de crédito al objeto de dotarlas de 
mayor estabilidad y de más eficaces instrumentos para 
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la gestión de las exposiciones al riesgo derivadas de su 
actividad. En este sentido, debe mantenerse el actual 
nivel de coordinación y el relevante papel de España en 
los foros financieros internacionales.

— Impulsar las reformas a nivel comunitario e 
internacional sobre un marco preventivo de gestión de 
crisis financieras, y en concreto, sobre la implementa-
ción de mecanismos que garanticen la adecuada contri-
bución del sector financiero para sufragar los costes de 
la resolución de las crisis, reduciendo al mínimo la 
financiación pública de esos costes y el riesgo moral.

— Continuar con los esfuerzos para la aprobación 
de la directiva comunitaria sobre fondos de gestión 
alternativos con el fin de que una mayor regulación y 
supervisión de los mismos conduzca a un mejor control 
del riesgo sistémico.

— Mantener el impulso en la promoción de políti-
cas de retribución alineadas con una gestión sana y efi-
caz del riesgo.

Resolución núm. 14

Política energética.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Aplicar, de acuerdo con las Comunidades Autó-
nomas y Entidades Locales, un Plan de ahorro y racio-
nalización de energía en edificios públicos. El Plan 
deberá garantizar que en el año 2011 se produzca un 
ahorro en la factura energética de al menos el 10% 
sobre el consumo del año 2010. El plan deberá aplicar-
se a las Entidades Públicas, Organismos y Empresas 
dependientes de las distintas Administraciones y sus 
resultados remitidos a la Comisión de Industria, Turis-
mo y Comercio del Congreso de los Diputados.

2. Adoptar medidas que, sin perjuicio del desarro-
llo y el futuro del sector de las energías renovables, 
reduzcan el impacto de su régimen económico en los 
precios que se aplican a los consumidores.

3. Definir un mix energético para el año 2020 
diversificado entre las distintas fuentes de energía pri-
maria de forma que, profundizando en la liberalización 
de los mercados energéticos con el objetivo de mejorar 
la competitividad de las empresas españolas, se incre-
mente la seguridad de suministro, la eficiencia econó-
mica y el respeto al medio ambiente.

4. Consensuar una Ley de Ahorro y Eficiencia 
Energética que establezca los mecanismos necesarios 
para alcanzar los compromisos europeos del 20-20-20.

5. Consensuar un Plan de Energías Renovables 
2011-2020 que considere los aspectos incluidos en el 
Plan de Acción Nacional de Energías Renovables remi-
tido a la Comisión Europea.

6. Consensuar aspectos de la política energética no 
eléctrica que permitan alcanzar acuerdos a largo plazo.

7. Consensuar con las Comunidades Autónomas 
las revisiones de las Infraestructuras energéticas de la 
Planificación 2008-2016, así como la futura Planifica-
ción 2012-2020, de forma que se dote al sistema ener-
gético nacional de mayor seguridad y permita una más 
eficaz gestión de las puntas de demanda.

8. Alcanzar con los Grupos Políticos y Administra-
ciones un compromiso de apoyo a las infraestructuras de 
interconexiones internacionales como objetivo de Estado.

Resolución núm. 15

Modernización de la Justicia.

Para convertir la Justicia en el servicio público de 
calidad que los ciudadanos esperan y merecen, el Con-
greso de los Diputados insta al Gobierno a continuar 
trabajando en el proceso de modernización emprendi-
do, desarrollando el Plan Estratégico de Modernización 
de la Justicia 2009-2012 y en concreto a:

a) Impulsar, junto con las Comunidades Autóno-
mas con competencia en la materia, el despliegue pro-
gresivo de la Nueva Oficina Judicial pieza clave de este 
proceso modernizador y que constituye un nuevo mode-
lo de gestión y funcionamiento de los juzgados y tribu-
nales.

b) Hacer posible que los juzgados y tribunales tra-
bajen en red y se comuniquen, con independencia del 
territorio en el que se encuentren, adoptando y promo-
viendo las medidas precisas para garantizar el funcio-
namiento integrado de las aplicaciones informáticas y 
la interoperabilidad entre los distintos órganos judicia-
les y con otras administraciones, a través del Esquema 
Judicial de Interoperabilidad y Seguridad.

c) Remitir, en el plazo más breve posible, al Congre-
so de los Diputados los Proyectos de Ley de Mediación 
en materia civil y mercantil; de Arbitraje, y de Regulación 
del arbitraje institucional en la Administración General 
del Estado, con el fin de potenciar la solución de conflic-
tos en el ámbito extrajudicial y reducir la carga de trabajo 
de los tribunales, al permitir a los ciudadanos solucionar 
sus diferencias sin necesidad de acudir al juez.

d) Remitir al Congreso de los Diputados el Pro-
yecto de Ley de Registro Civil, en el que se prevea la 
constitución de un registro único en línea, al que los 
ciudadanos puedan acceder y operar electrónicamente 
con independencia del lugar de residencia.

e) Completar el desarrollo reglamentario de la Ley 
de acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de 
los Tribunales, para garantizar las mejores condiciones en 
el ejercicio profesional de la abogacía y de la procura.
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Resolución núm. 16

Consolidación fiscal.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
continuar con el proceso de consolidación fiscal, empren-
dido con los Presupuestos Generales del Estado para 
2010 y continuado con la Estrategia de Consolidación 
Fiscal a lo largo de 2010, que deberá reforzarse con la 
elaboración de los Presupuestos para 2011 de manera 
que se alcance el 6% de déficit en ese ejercicio, así como 
la adopción de las medidas normativas que puedan ser 
necesarias para reforzar la lucha contra el fraude fiscal.

Resolución núm. 17

Nuevo marco de solidaridad con las víctimas del terro-
rismo.

El Congreso de los Diputados consciente de la 
importancia de arrinconar policial y judicialmente a los 
terroristas, de la eficacia de su deslegitimación social y 
política, tanto a ellos como a quienes les apoyan y jus-
tifican, por acción u omisión, y de la necesidad de 
afianzar la solidaridad con las víctimas del terrorismo, 
insta al Gobierno a que en aras de que las víctimas 
obtengan la reparación y justicia que se merecen:

—  Garantice a todas las víctimas un acceso pleno a 
la justicia y a la información.

— Remueva todos aquellos obstáculos que impidan 
una integración plena a aquellas que hayan sufrido que-
branto en su integridad.

— Esté atento a las necesidades de atención inte-
gral de las personas que han sufrido los efectos del 
terrorismo en cualquiera de sus formas.

—  Esté vigilante para evitar o en su caso perseguir 
legalmente cualquier actuación que menoscabe la 
memoria de las mismas.

— Asegure la dignificación y visibilización de las 
víctimas.

— Redoble los esfuerzos para conseguir un fortale-
cimiento de las políticas europeas en la materia.

Resolución núm. 18

Servicios sociales y Ley de Dependencia.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Impulsar que el Consejo Territorial del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia acuer-
de la cartera de prestaciones para el Grado I del Siste-
ma para la Autonomía y Atención a la Dependencia.

2. Desarrollar el servicio de ayuda a domicilio, ya 
que ofrece oportunidades de empleo a amplios colecti-
vos que en una situación como la actual tienen muy 
difícil incorporarse a otros ámbitos de la actividad pro-
fesional y que, además, debería ser la principal presta-
ción demandada por los beneficiarios de Grado I de la 
Ley de Dependencia a partir del 2011.

3. Impulsar los servicios de promoción de la auto-
nomía personal para que mediante la asistencia y for-
mación en tecnologías de apoyo y adaptaciones contri-
buyan a facilitar la integración social y laboral de las 
personas con discapacidad física, sensorial, intelectual 
o enfermedad mental, desarrollando la figura del asis-
tente personal como refuerzo a la autonomía y a la vez 
generadora de empleo.

4. Avanzar en las estrategias de coordinación 
sociosanitaria para dar mejor atención a los ciudadanos 
y hacer más eficiente la provisión de los servicios, con-
cretando en un Libro Blanco aquellas prácticas que la 
hagan efectiva. 

Resolución núm. 19

Estrategia española en ciencia e innovación.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

I. Elaborar una propuesta de Estrategia Española 
de Ciencia y Tecnología en el marco del Proyecto de 
Ley de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, así 
como impulsar la Estrategia Estatal de Innovación.

II. Potenciar las distintas instituciones del sistema 
de I+D+i que han obtenido el reconocimiento del Con-
sejo Europeo de Investigación, con estricto respeto a 
los modelos definidos por las Comunidades Autónomas 
en el marco de sus competencias y reforzando iniciati-
vas competitivas de financiación.

III. Intensificar los programas de apoyo a los cen-
tros de investigación de mayor excelencia para mejorar 
su competitividad, poniendo en marcha un nuevo enfo-
que de financiación de largo plazo basado en un proce-
so de reconocimiento internacional objetivo, incorpo-
rando criterios de evaluación que reflejen la fortaleza 
de las instituciones y su capacidad de atraer talento, y 
garantizando una adecuada rendición de cuentas.

IV. Impulsar la investigación en nuestro sistema 
de I+D+i, especialmente en aquellas áreas que cuenten 
con un potencial de crecimiento significativo para nues-
tra competitividad y liderazgo internacional, como son, 
entre otras, las ciencias de la salud y la energía.

V. Impulsar aquellas actuaciones que desde el 
ámbito de la ciencia y la innovación incidan en la com-
petitividad de nuestra economía, prestando especial 
atención a medidas que fomenten la transferencia al 
sector privado de los resultados de la actividad investi-
gadora realizada en Universidades, Organismos Públi-



Congreso 29 de julio de 2010.—Serie D. Núm. 434

68

cos y Privados y Centros Tecnológicos, impulsando 
asimismo la capacidad innovadora de nuestras empre-
sas y el apoyo al espíritu emprendedor.

Resolución núm. 20

Industria.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Continuar evaluando y potenciando las políti-
cas públicas orientadas a preservar y fortalecer nuestros 
sectores estratégicos industriales, impulsando activida-
des industriales de alto valor añadido.

2. Efectuar, a través de los Observatorios Indus-
triales Sectoriales, un seguimiento y análisis continuo 
de los efectos generados por la actual crisis económica 
y financiera en el tejido productivo nacional.

3. Impulsar la demanda y la industrialización de 
vehículos eléctricos en España mediante el estableci-
miento de acciones concretas que contribuyan a la 
atracción de inversiones en este ámbito.

4. Continuar con las políticas de reindustrializa-
ción en los territorios situados en el mapa de incentiva-
ción regional.

5. Presentar, antes de que finalice 2010, un Plan 
Integral de Política Industrial para el horizonte 2020 
que contribuya, a largo plazo, a redefinir nuestro tejido 
productivo en términos de competitividad, innovación 
y sostenibilidad, aumentando el peso de la actividad 
industrial sobre el conjunto de la actividad económica.

6. Favorecer el acceso a la financiación de los 
jóvenes emprendedores, poniendo a su disposición ins-
trumentos de financiación adaptados a sus necesidades 
y promover la cooperación entre los centros que pres-
tan servicios de apoyo a los emprendedores, en general. 
Asimismo, impulsar programas de formación en el 
ámbito de la creación de empresas.

7. Promover el acceso de las PYMES a instrumen-
tos y mercados de financiación, facilitando, a su vez, a 
este tipo de empresas un sistema de garantías equilibra-
do y eficiente, y poniendo en marcha aquellas actuacio-
nes que permitan asegurar la continuidad de aquellas 
que, siendo solventes y viables, estén en peligro de des-
aparecer.

8. Poner en marcha las actuaciones necesarias 
para que, de forma continuada, se produzca un incre-
mento del tamaño de las PYMES de nuestro país para 
facilitar ganancias de competitividad. Asimismo, pro-
mover el intercambio de buenas prácticas, públicas y 
privadas, de fomento de la capacidad y la cultura empre-
sarial, así como potenciar la formación de gestores y de 
servicios de consultoría para ayudar a que las PYMES 
ganen en tamaño empresarial.

9. Potenciar la responsabilidad social empresarial 
(RSE), así como aumentar la capacidad de las organiza-

ciones intermediarias, que ofrecen servicios a las 
PYMES, para que difundan y ayuden a introducir la 
RSE en la PYME.

10. Continuar impulsando la inversión en I+D+i 
favoreciendo, a su vez, la innovación mediante el apoyo a 
la creación y el desarrollo de clusters de empresas, así 
como la incorporación y adaptación activa de tecnologías 
emergentes, especialmente en el ámbito de las PYMES.

11. Fomentar en la PYME el conocimiento y la 
utilización de los derechos de propiedad industrial para 
potenciar su competitividad y su capacidad innovadora.

Resolución núm. 21

Impulso del sector turístico y estrategia de imagen de 
españa.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Continuar impulsando la ejecución del Plan del 
Turismo Español Horizonte 2020.

2. Continuar impulsando la renovación de las 
infraestructuras turísticas mediante el Plan FuturE, en 
colaboración con el ICO, para facilitar el acceso al cré-
dito por parte de las empresas turísticas, en particular 
las PYMES.

3. Favorecer la renovación de nuestros destinos 
turísticos consolidados mediante la ejecución de los Pla-
nes de Recualificación de Destinos Turísticos Maduros. 

4. Luchar contra la desestacionalización de la 
demanda turística, impulsando el turismo social 
mediante el programa Turismo Senior Europa. 

5. Continuar favoreciendo la colaboración del 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio con enti-
dades públicas y privadas para la mejora de nuestra 
oferta turística. 

6. Desarrollar una Estrategia de Imagen de España 
que contribuya a potenciar la oferta turística española 
en el mercado internacional, que fortalezca la marca 
España como un referente de eficiencia y modernidad.

7. Continuar fomentando el conocimiento y la 
innovación en el sector turístico a través del Centro de 
Innovación e Inteligencia Turística, Intelitur.

Resolución núm. 22

Asuntos exteriores y cooperación.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a: 

1. En el marco de aplicación del nuevo Tratado de 
Lisboa y de coordinación con las Presidencias siguien-
tes belga y húngara:
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a) Impulsar el despliegue y la organización del 
Servicio Europeo de Acción Exterior, tras el acuerdo 
político sobre su creación alcanzado por la Presidencia 
española en Madrid, con la aportación de los medios 
humanos que correspondan a España.

b) Consolidar la Unión por el Mediterráneo (UpM), 
impulsando los trabajos de su  Secretariado, establecido 
en Barcelona, y la ejecución de los programas de coope-
ración regional acordados, contribuyendo en especial al 
relanzamiento del proceso de paz israelo-palestino.

c) Asegurar en el ámbito iberoamericano, el segui-
miento de los acuerdos alcanzados bajo Presidencia 
española de la UE con Centroamérica, Colombia y 
Perú, así como el apoyo al proceso de negociaciones de 
la Comisión Europea, para concluir un Acuerdo de 
Asociación con Mercosur.

d) Dar continuidad al diálogo con las autoridades 
de Cuba, favoreciendo la puesta en libertad de todos los 
presos de conciencia y, en consideración a que se están 
produciendo las condiciones necesarias para ello, esta-
blecer un nuevo marco de relaciones bilaterales entre 
Cuba y la Unión Europea, para cuya negociación será  
necesario un mandato al Consejo Europeo. 

2. En el contexto de las prioridades de la nueva 
agenda global:

a) Contribuir a la consecución de los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio, renovando el compromiso polí-
tico y financiero de la comunidad internacional con la 
lucha contra la pobreza, en la Reunión de Alto Nivel de 
Naciones Unidas que tendrá lugar el próximo mes de 
septiembre, potenciando el liderazgo de España en el 
Grupo de Impulsores de los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio, cuya co-presidencia, el Secretario General de 
Naciones Unidas ha encomendado ejercer al Presidente 
del Gobierno de España. 

b) Impulsar la coordinación de la posición de la 
Unión Europea y la de los grandes países industrializa-
dos y emergentes en la búsqueda de consensos con los 
países iberoamericanos, superando las anteriores limi-
taciones que condicionaron la consecución de los obje-
tivos marcados en Copenhague, y asegurar los resulta-
dos que deben alcanzarse en la próxima Conferencia de 
Cancún sobre Cambio Climático.

c) Profundizar el compromiso en materia de Dere-
chos Humanos potenciando la elección de España como 
miembro en el Consejo de Derechos Humanos de 
Naciones Unidas y prestando especial atención a las 
cuestiones de  igualdad de género.

3. Para consolidar la modernización de nuestra 
acción exterior y su adecuación a los retos del siglo XXI, 
impulsar la tramitación de las modificaciones legislati-
vas necesarias en materia de Acción y servicio exterior 
del Estado, Convenios y Tratados Internacionales y 
Cooperación Internacional para el Desarrollo.

Resolución núm. 23

Política de vivienda.

El Congreso de los Diputados, con el objeto de 
garantizar el derecho fundamental a la vivienda, favo-
recer la emancipación de nuestros jóvenes y contribuir 
a la sostenibilidad del sector, insta al Gobierno a:

1.º Mantener la Renta Básica de Emancipación y 
garantizar, mediante un crédito ampliable, los recursos 
que permitan su cobertura a todos aquellos jóvenes que, 
cumpliendo los requisitos establecidos, soliciten la 
ayuda.

2.º Que, teniendo en cuenta los resultados del 
cumplimiento del programa 2009 del Plan Estatal de 
Vivienda y Rehabilitación  2009-2012 por las Comuni-
dades Autónomas, se garantice que las líneas de actua-
ción más demandadas, alquiler y rehabilitación, sean 
los ejes prioritarios de la política de vivienda del 
Gobierno de España.

Resolución núm. 24

Mejora de la seguridad vial.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Trabajar en la mejora de la seguridad de los 
desplazamientos relacionados con el trabajo —tanto 
dentro de la jornada como al ir o volver al centro de 
trabajo— contemplando, como actuación estratégica, 
incluirlo en el Plan Estratégico de Seguridad Vial para 
el período 2011-2020, insistiendo en su dimensión pre-
ventiva, con una campaña de comunicación específica 
y promoción de cursos de conducción segura como 
práctica empresarial, y elaborando y presentando con 
periodicidad anual, un informe sobre la evolución de 
los accidentes de trabajo en los desplazamientos de los 
trabajadores y sus principales características.

2. Incorporar la seguridad vial en los programas 
de formación de los trabajadores y empresarios en pre-
vención de riesgos laborales, modificando los conteni-
dos mínimos de los programas de formación para el 
desempeño de las funciones de Delegado de Preven-
ción.

3. Mejorar el sistema de información de acciden-
tes de tráfico, ampliando los datos recogidos en los 
accidentes de tráfico y desarrollando la conexión de las 
bases de datos de accidentes de circulación que tiene la 
Dirección General de Tráfico, el de accidentes de traba-
jo que mantiene el Ministerio de Trabajo y los datos del 
Ministerio de Fomento.

4. Incrementar los esfuerzos para fomentar el 
cambio modal en la movilidad de los trabajadores 
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mediante la mejora del transporte público urbano e 
interurbano, en especial en aquellos trayectos con des-
tinación a los grandes centros de producción, como los 
polígonos industriales. En caso que las empresas o polí-
gonos fomenten el transporte colectivo, éstos deberían 
obtener un tratamiento fiscal favorable en los gastos 
que les comporte.

Resolución núm. 25

Política de infraestructuras.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Presentar en el plazo de un mes una propuesta 
de recortes de gasto en materia de infraestructuras que 
concrete los compromisos de austeridad anunciados 
por el Gobierno y que se someta a la aprobación por la 
Cámara. Dicha propuesta debe responder a criterios de 
racionalidad económica y de equidad territorial de 
manera que no afecten a obras prioritarias de probada 
rentabilidad económica.

2. Proponer un Plan Extraordinario de Infraestruc-
turas (PEI) que dé prioridad de financiación a aquellas 
obras que incidan directamente en la recuperación de la 
actividad económica de una zona o del conjunto de 
España.

3. Revisar el PEIT 2005-2020 con criterios de pla-
nificación e inversión realista dentro del contexto de 
crisis económica que atravesamos, intentando acortar 
al máximo el horizonte temporal situado en 2020.

4. Proponer para ello, y a la luz de la vigente Ley 
de Concesiones, nuevos mecanismos de financiación 
público-privada para la promoción de nuevas infraes-
tructuras de transporte.

5. Establecer, como criterio general, el uso más 
eficiente de la red de alta velocidad en aquellos corre-
dores donde su uso prioritario para viajeros permita la 
compatibilidad con el tráfico de mercancías, y que se 
fomente el transporte de mercancías a través de la mejo-
ra de la red convencional de ferrocarriles.

6. Hacer de la seguridad un criterio prioritario en 
la política de infraestructuras de transporte, tanto duran-
te la ejecución de las obras, como en la utilización de 
las mismas. Mejorar las inspecciones de las aeronaves 
y la conservación de las carreteras haciendo especial 
hincapié en los programas de vialidad invernal.

Resolución núm. 26

Financiación local.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Remitir a la Cámara, antes de que finalice el 
año, el Proyecto de la nueva Ley de Financiación Local, 
conjuntamente con el nuevo Proyecto de Ley Básica de 

Gobierno y Administración Local, que necesariamente 
ha de venir acompañada de la correspondiente memoria 
económica.

2. Poner en marcha, en el plazo de 30 días, la línea 
de crédito ICO directa, en condiciones preferentes, diri-
gida a las Entidades Locales para facilitar el pago de 
deudas firmes e impagadas a empresas y autónomos 
con anterioridad al 30 de abril de 2010, como aprobó 
esta Cámara a través de la Ley de Morosidad.

Resolución núm. 27

Defensa del Pacto de Toledo.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

a) Cumplir las recomendaciones contenidas en el 
Pacto de Toledo, plenamente en vigor, para garantizar 
el necesario clima de confianza y lealtad que ha de pre-
sidir su eventual renovación.

b) Preservar los principios de consenso político y 
social, imprescindibles para acometer las reformas 
necesarias de nuestro sistema de pensiones, en orden a 
adecuarlo a los retos demográficos y socio-económicos 
a los que ha de enfrentarse. 

c) En particular, restituir la garantía del manteni-
miento del poder adquisitivo de las pensiones de los 
españoles, especialmente relevante en tiempos de cri-
sis económica. A tal fin, el Gobierno adoptará las 
medidas alternativas de ahorro económico que permi-
tan atender los objetivos de reducción del déficit 
público sin merma de la capacidad económica de los 
pensionistas españoles.

Resolución núm. 28

Protección del Estado del Bienestar.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
buscar y respetar los pactos necesarios para proteger el 
Estado del Bienestar, de manera que las futuras refor-
mas, que afecten a los derechos sociales básicos de los 
ciudadanos, no se aborden de forma unilateral sin la 
participación de los grupos parlamentarios, los agentes 
sociales y todas las Administraciones Públicas afecta-
das, de forma similar a cómo el Pacto de Toledo se 
constituyó en relación con el sistema de pensiones.

Resolución núm. 29

Apoyo a las familias más necesitadas.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
llevar a cabo las modificaciones legales oportunas con 
el objeto de restablecer en la cuantía de 500 euros anua-
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les las prestaciones por hijo a cargo para menores de 
tres años, que fueron recortadas por el artículo 7 del 
Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se 
adoptan medidas extraordinarias para la reducción del 
déficit público, tal y como se establecía en la redacción 
anterior del artículo 182 bis uno de la Ley General de la 
Seguridad Social.

Resolución núm. 30

Para que el Gobierno cumpla los mandatos del Congre-
so de los Diputados.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Cumplir de forma efectiva los mandatos ema-
nados de la voluntad mayoritaria de la Cámara, sea en 
forma de Proposiciones no de Ley, aprobadas en Pleno 
o en Comisión, Mociones consecuencia de interpela-
ción o, especialmente, Resoluciones derivadas del 
Debate del Estado de la Nación, como condición 
imprescindible para garantizar la calidad de la Demo-
cracia y la legitimidad del Gobierno.

2. Comparecer en la Comisión Constitucional al 
inicio de cada período de sesiones, previa remisión del 
correspondiente informe, para informar sobre el grado 
de cumplimiento de las iniciativas que hayan contado 
con el apoyo de la Cámara en el período de sesiones 
anterior al de su presentación. Dicho informe, en el que 
se dará cuenta de forma singularizada del cumplimien-
to de cada iniciativa aprobada en Pleno y Comisiones 
del Congreso, será publicado y será accesible a todos 
los ciudadanos a través de la página web del Congreso.

Resolución núm. 31

Sobre el mantenimiento del Pacto de Toledo.

1. El Congreso de los Diputados manifiesta la 
voluntad de mantener el espíritu de consenso en el 
Pacto de Toledo y subraya la necesidad de requerir un 
amplio acuerdo entre las fuerzas políticas para cual-
quier modificación.

2. Por ello, insta al Gobierno español a mantener 
para el año 2011 la revalorización de las pensiones que 
establece el Pacto de Toledo, suprimiendo el artículo 4  
del Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de mayo, mediante 
el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Esta-
do para el año 2011.

Resolución núm. 32

Mantenimiento del Programa temporal de protección 
por desempleo e inserción.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Aprobar una nueva prórroga de seis meses del 
Programa Temporal de Protección por Desempleo e 
Inserción cuya vigencia finaliza el 15 de agosto de 2010.

2. Esta prórroga debería atender especialmente a 
los parados de larga duración, mayores de 45 años y 
menores de 30, así como al desarrollo de políticas acti-
vas de reciclaje y formación para ellos.

3.  De acuerdo con lo establecido en la Disposi-
ción adicional primera de la Ley 14/2009, de 11 de 
noviembre, por la que se regula el programa temporal 
de protección por desempleo e inserción, presentar 
durante el mes de septiembre un estudio sobre los resul-
tados de la prestación extraordinaria por desempleo, así 
como sobre las prestaciones y subsidios por desempleo, 
la renta activa de inserción y los restantes mecanismos 
de protección de estas contingencias por parte de las 
Comunidades Autónomas y las entidades locales.

Resolución núm. 33

Sobre el derecho de libre acceso a la información pública.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Presentar, en el presente año, un Proyecto de 
Ley de acceso a la información pública para toda la 
ciudadanía de obligado cumplimiento para todos los 
poderes del Estado, las entidades que ejercen funcio-
nes públicas y aquéllas otras que perciban fondos 
públicos.

2. Limitar dicho derecho de acceso en los supues-
tos previstos en la Constitución y los Convenios inter-
nacionales, con pleno respeto a los derechos funda-
mentales, y mediante resolución debidamente 
motivada.

3. Garantizar que en dicha ley se determine un trá-
mite para la obtención de la información sencillo, rápi-
do y gratuito que, en caso de incumplimiento o denega-
ción, dé derecho a un proceso eficiente de reclamación 
y apelación.

4. Atribuir a una autoridad independiente la garan-
tía del derecho al libre acceso a la información pública 
y, en consecuencia, la competencia para resolver sobre 
la entrega de la información solicitada.
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Resolución núm. 34

Política industrial, internacionalización y actividades 
de I+D+i: ejes de la reactivación económica.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
adoptar una nueva estrategia, más ambiciosa, de políti-
ca industrial, internacionalización y de innovación, que 
constituya una de las bases de la reactivación económi-
ca. A tal efecto deberá colaborar y acordar, conjunta-
mente con las Comunidades Autónomas, un conjunto 
de  medidas de política fiscal, financiera y presupuesta-
ria que tengan como principal objetivo promover un 
mayor peso de la actividad industrial en la economía, 
tanto mediante el apoyo a la transformación y mejora 
de la competitividad de los sectores tradicionales, como 
el apoyo a los sectores emergentes y a la innovación.

En particular y entre las medidas a acordar, se consi-
dera necesario:

a) Priorizar las políticas industriales de apoyo a la 
internacionalización y a la exportación, reforzando la 
actuación del Instituto de Comercio Exterior e incre-
mentando su financiación. Asimismo, crear la cuenta 
corriente tributaria para las empresas exportadoras, con 
el fin de que puedan compensar sus impuestos (IRPF, 
IIEE, IS) con los saldos de IVA acreedores.

b) Eximir a las actividades de I+D+i de los obliga-
dos recortes presupuestarios aplicados en el contexto de 
las políticas de austeridad que se derivan de los progra-
mas de estabilidad y recuperar en el Proyecto de Presu-
puestos Generales del Estado para 2011 la cuantía de los 
créditos no financieros destinados en el ejercicio 2008 a 
políticas de investigación, desarrollo e innovación.

c) Modificar la regulación del impuesto sobre 
sociedades con el fin de posibilitar que las empresas 
que efectúen actividades de I+D+i, pero no dispongan 
de cuota suficiente para aplicarse dichas deducciones, 
puedan aplicárselas como crédito fiscal.

Resolución núm. 35

Política energética más sostenible, menos dependiente 
y más competitiva.

Una vez finalizados los trabajos desarrollados por la 
Subcomisión de análisis de la estrategia energética 
española para los próximos 25 años, prevista su finali-
zación para finales de julio, se propiciará que las con-
clusiones acordadas en el seno de esta Subcomisión 
sirvan como base para la definición y la rúbrica de un 
Pacto de Estado para la Energía.

Para el Congreso de los Diputados el objetivo es 
determinar unos objetivos del mix de energía primaria a 
largo plazo que permitan articular un marco estable 
capaz de hacer compatibles los retos propios de la polí-

tica energética, con aquellos propios de la lucha contra 
el cambio climático y el mantenimiento de unas tarifas 
energéticas competitivas.

Dicho objetivo deberá permitir reducir progresiva-
mente la dependencia energética, garantizar una alta 
calidad de servicio, avanzar en la eficiencia y ahorro 
energéticos, incrementar las interconexiones eléctricas 
con nuestros países vecinos, diversificar las fuentes de 
producción con un mayor peso de las renovables y sin 
excluir ninguna fuente disponible.

Resolución núm. 36

Refuerzo del sistema financiero. Más liquidez para 
PYMES y autónomos.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
adoptar las medidas necesarias en el ámbito de la rees-
tructuración del sistema financiero para garantizar su 
solvencia y capacidad de incrementar la liquidez de la 
actividad económica, especialmente hacia las pequeñas 
y medianas empresas y autónomos.

En este mismo sentido, insta al Gobierno a adoptar 
las medidas necesarias para reducir los riesgos excesi-
vos en las entidades financieras y a facilitar la capitali-
zación de cajas y bancos, con estricto respeto a las 
competencias que tienen las Comunidades Autónomas 
en materias de cajas de ahorro.

Igualmente, se insta al Gobierno a impulsar el deba-
te europeo e internacional sobre el aumento de garan-
tías del sistema financiero que sirvan para atemperar 
crisis futuras y facilitar su resolución y, en particular, 
para el fortalecimiento de los fondos de garantía de 
depósitos, en línea con los nuevos requisitos de solven-
cia que plantea Basilea III.

Por último, el Congreso insta al Gobierno a instru-
mentar la nueva línea de crédito ICO-morosidad Entes 
Locales, prevista en la Disposición adicional cuarta de la 
Ley 15/2010, de 5 de julio, con el fin de facilitar que el 
ICO otorgue liquidez a las empresas y a los autónomos 
con créditos pendientes con las Entidades Locales.

Resolución núm. 37

Pensiones, cumplimiento de los Pactos de Toledo y 
mejora del sistema de atención a la dependencia.

El Congreso de los Diputados reafirma la validez de 
los principios y mecanismos establecidos en el denomi-
nado Pacto de Toledo, para continuar impulsando las 
reformas que mejoren los niveles de protección social 
existentes y garanticen la sostenibilidad futura del sis-
tema de pensiones.
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Asimismo, el Congreso de los Diputados reitera la 
necesidad de impulsar dichas reformas con el máximo 
consenso político y en base al diálogo social, y reclama 
al Gobierno que suspenda las medidas en materia de 
pensiones, incluidas en el Real Decreto-Ley 8/2010, de 
20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordina-
rias para la reducción del déficit público, adoptadas 
unilateralmente, garantizando con ello el mantenimien-
to del poder adquisitivo de los pensionistas en 2011.

En esta línea, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno en materia de Dependencia a: 

— Aprobar, antes de finalizar el 2010, un plan glo-
bal para favorecer la creación de empleo en el sector de 
la dependencia que incluya entre otras, las medidas 
establecidas en la Moción 173/000124 de CiU, aproba-
da por el Pleno el 16 de marzo.

— Establecer un nuevo sistema de financiación en 
materia de Dependencia que garantice la sostenibilidad 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Depen-
dencia, y se base en los costes reales de los servicios.

Finalmente, el Pleno del Congreso de los Diputados 
considera oportuno que, a través de los cauces regla-
mentariamente previstos, se pueda crear en el seno de 
la Comisión de Sanidad, Política Social y Consumo, 
una Subcomisión para seguir el desarrollo y aplicación 
de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción 
de la autonomía personal y atención a las personas en 
situación de dependencia, y para participar en su eva-
luación.

Resolución núm. 38

Incrementar los recursos destinados a política de vivien-
da y rehabilitación.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
reajustar, dentro de las disponibilidades presupuesta-
rias, el Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación con el 
fin de propiciar la existencia de un amplio parque de 
viviendas en régimen de alquiler que facilite el derecho 
constitucional de acceso a la vivienda. A tal fin, proce-
derá a reajustar los recursos del Plan, conforme a los 
consensos alcanzados en la Conferencia Sectorial y 
bilateralmente, de manera que aquellas Comunidades 
que agoten las dotaciones destinadas a construcción de 
vivienda en régimen de alquiler puedan optar a incre-
mentar sus respectivas dotaciones.

Resolución núm. 39

Política de inmigración y cooperación.

1. Inmigración.

El Congreso de los Diputados, en el actual momento 
de crisis económica, considera necesario reforzar la 
plena integración social y laboral de las personas inmi-
grantes en situación legal y evitar un incremento de las 
personas inmigrantes en situación irregular.

A tal efecto insta al Gobierno a:

— Impulsar las medidas pertinentes para garantizar 
la eficacia en el control de las fronteras terrestres y 
aéreas y el retorno de aquellas personas que se encuen-
tren en situación administrativa irregular.

— Incrementar las inversiones en aquellos munici-
pios con más población extranjera para contribuir a su 
integración y evitar su exclusión social.

— Promover, de común acuerdo con las Comuni-
dades Autónomas,  políticas activas de ocupación orien-
tadas, de manera prioritaria, a la formación de los tra-
bajadores extranjeros en situación de desempleo, 
incentivando el conocimiento de las lenguas oficiales 
reconocidas en la Comunidad Autónoma en la cual 
residen, como instrumento indispensable para la inte-
gración en la sociedad de acogida y la incorporación al 
mercado de trabajo.

— Proceder al desarrollo reglamentario de la Ley 
de Extranjería para incorporar todas aquellas previsio-
nes introducidas por la Ley Orgánica 2/2009, de 11 de 
diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 
11 de enero, sobre derechos y libertades de los extran-
jeros en España y su integración social, especialmente 
las que hacen referencia a la participación activa de las 
Comunidades Autónomas en dicha política y las relati-
vas a los mecanismos para prevenir la irregularidad 
sobrevenida.

2. Cooperación.

El Congreso de los Diputados constata que el con-
texto general de crisis económica y su impacto en Espa-
ña ha obligado al Gobierno a reprogramar al año 2015 
sus compromisos con la financiación de la Ayuda Ofi-
cial al Desarrollo.

En consecuencia, insta al Gobierno a: 

— Incorporar en el marco de la reforma de la Ley 
23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo, un compromiso vinculante para 
alcanzar el 0,7% del PIB destinado a AOD en 2015.

— Reforzar de forma urgente las capacidades insti-
tucionales y humanas de la cooperación española para 
conseguir un uso más eficaz de los recursos, poniendo 
especial énfasis en la investigación y la innovación, en 
la modernización de la gestión, en la racionalización de 
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las estructuras existentes e incrementando la predictibi-
lidad y transparencia de la ayuda.

— Incrementar su compromiso con los mecanis-
mos innovadores de financiación internacional para el 
desarrollo.

Resolución núm. 40

Desarrollo de las previsiones de los nuevos Estatutos de 
Autonomía en materia de Justicia.

El Congreso de los Diputados, de acuerdo con lo 
aprobado por el Pleno de la Cámara el día 2 de abril de 
2009, insta al Gobierno a impulsar este mismo año un 
Proyecto de Ley Orgánica de modificación de la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, que 
desarrolle legislativamente las medidas que, en el ámbi-
to del Poder Judicial, han previsto de manera expresa 
los nuevos Estatutos de Autonomía.

De manera concreta, deberán desarrollarse legislati-
vamente las previsiones para otorgar a los Tribunales 
Superiores de Justicia las nuevas competencias en 
materia de casación, creación de los Consejos de Justi-
cia de ámbito autonómico y nueva asunción de compe-
tencias de las Comunidades Autónomas en el ámbito de 
los medios personales y materiales y en la definición de 
la Planta Judicial en sus respectivos territorios.

Resolución núm. 41

Políticas contra la pobreza y la exclusión social.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
hacer el seguimiento y evaluación del Plan de Acción 
para la Inclusión Social 2008-2010 y a tener en cuenta 
estas conclusiones para la elaboración de un nuevo Plan 
de Acción para la Inclusión Social 2011-2015 que debe-
rá atender tanto a los tradicionales perfiles de grupos de 
población afectados por la exclusión social, como a las 
personas recientemente incorporadas.

Dicho Plan deberá también:

— Tener en cuenta la descentralización de compe-
tencias en materia de protección social entre las dife-
rentes administraciones.

— Elaborarse favoreciendo una coordinación más 
activa y directa de todos los actores implicados en las 
actuaciones a favor de la integración e inserción social, 
las Comunidades Autónomas y las entidades del Tercer 
Sector.

— Seguir los objetivos de la Estrategia Europea 
para la Inclusión Social.

— Acompañarse de un diagnóstico de la situación 
de pobreza y exclusión social que incorpore los datos 
más actuales posibles.

Además, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a:

— Incrementar los recursos de las ONG para la 
integración laboral de las personas en riego de exclu-
sión social,  a través del fondo extraordinario que con 
este objetivo se ha creado recientemente.

— Introducir criterios sociales para la contratación 
pública en la Administración General del Estado a fin 
de incentivar la contratación de personas en riesgo de 
exclusión social y con discapacidad.

— En lo relativo a los procedimientos de contrata-
ción pública, fiscalidad e IVA, cuando intervengan en 
ellos entidades del Tercer Sector, dar cumplimiento a lo 
aprobado en la Proposición no de Ley 161/001666 
aprobada en la Comisión de Sanidad y Política Social 
celebrada el día 19 de mayo de 2010, con el objeto de 
permitir un amplio desarrollo de las actividades de las 
organizaciones del Tercer Sector.

Resolución núm. 42

Máquinas-Herramienta.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
impulsar, en el plazo de tres meses, en coordinación 
con la Asociación Española de Fabricantes de Máqui-
nas-Herramienta (AFM) un Plan de Incentivación de la 
inversión productiva y la renovación del parque de 
Máquinas-Herramienta.

A tales efectos, el Gobierno establecerá, tanto para lo 
que resta del año 2010 como para el próximo año 2011:

A) Por un lado, medidas dirigidas a la incentiva-
ción de la demanda de máquinas herramienta, mediante 
ayudas directas a la compra de estos equipamientos por 
parte de las PYMES industriales, estableciéndose una 
subvención al comprador de hasta el 30% del valor 
total, compatible con desgravaciones fiscales a la inver-
sión en equipos productivos, que pudieran ser, como en 
el caso Italia, de hasta un 50%.

B) Por otro, medidas de refuerzo de la financia-
ción estableciendo la concesión de avales que garanti-
cen al fabricante parte del importe de un pedido; hasta 
un 30% del mismo y por un periodo máximo de 18 
meses, con el fin de hacer posible la venta del equipo y 
la financiación del circulante afecto al mismo. Estos 
avales, podrán garantizar tanto ventas domésticas como 
internacionales.
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Resolución núm. 43

European Espalation Source.

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que, de conformidad con los compromisos públicos rei-
teradamente manifestados por él mismo, firme, antes 
de la finalización del presente año 2010, un nuevo con-
venio con el Gobierno Vasco para la financiación, por 
un importe global de 180 millones de euros, de un cen-
tro, con entidad propia, de aceleradores de partículas de 
alta potencia que, al tiempo que posibilite el desarrollo 
autónomo de investigación en dicho campo, propicie la 

aportación futura al proyecto  de Fuente Europea de 
Neutrones por Espalación (European Espalation Sour-
ce, ESS), así como tomar parte en otras actuaciones 
internacionales en las que participe el Estado (CERN, 
ISIS, IFMIF…) en este ámbito.»

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de julio 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.
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